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INTRODUCCIÓN

A los efectos de desarrollar el tema objeto de este estudio, basamos nuestra investigación en la doctrina contenida en las anotaciones del Dr. Rafael J. Alfonzo Guzmán en su libro “Nueva didáctica del Derecho del Trabajo”, de cuyo conocimiento nos apoyamos para realizar la búsqueda de los aportes jurisprudenciales referentes al tema que nos ocupa, y su posterior análisis.
Bajo el rubro Regímenes Especiales agrupa el Título V de la Ley Orgánica del Trabajo las disposiciones referentes al trabajo de los menores y de los aprendices; de los trabajadores domésticos; de los conserjes; de los trabajadores a domicilio; de los deportistas profesionales; de los trabajadores rurales; del trabajo en el transporte (terrestre, marítimo, fluvial, lacustre, aéreo y motorizado); y del trabajo de los minusválidos. En ese orden los estudiaremos sucintamente.
La especialidad de estos regímenes radica en las diferencias que ellos presentan con respecto al régimen general de la relación de trabajo (Título I), en vista de la peculiar condición de los sujetos, merecedores de una preferente atención del legislador; de las circunstancias propias del trabajo mismo, o del medio en que éste se realiza, que no permiten la aplicación de las reglas ordinarias. Sin embargo, éstas se entenderán aplicables en cuanto no resulte modificado por el dispositivo de excepción que dichos regímenes contienen.
La Ley Orgánica del Trabajo eliminó el trabajo de la mujer de los Regímenes Especiales, consecuente con la idea de no discriminar en las condiciones de trabajo por razón del sexo, predicada por las modernas tendencias sociales, ideológicas y culturales. No obstante, dedica el Título VI a las normas de protección de la maternidad y la familia.
Nos parece un acierto la incorporación de los regímenes especiales al texto de la L.O.T. de 1990, para cubrir un notorio vacío de las leyes desde 1936, y resolver de ese modo la inconstitucional regulación de dichas materias mediante disposiciones reglamentarias, tal como se hizo en los reglamentos de 1938 (Trabajo de la gente de mar) y de 1973 (menores, aprendices, mujeres, conserjes, a domicilio, domésticos, depor​tistas profesionales y trabajadores rurales). Si bien algunos de esos regímenes reglamentados estaban ya contemplados en la Ley del Trabajo (domésticos, mujeres, menores), en la del INCE (aprendices); y en el Reglamento en la Agricultura y en la Cría, de 1945, dictado por el Ejecutivo en ejercicio del mandato que recibió a tal fin del constituyente de 1936 (Const. Nac., art. 32, ord.8°), lo cierto es que, con excepción del último citado y de la gente de mar, en todos los demás regímenes regulados aparecían excedidos los poderes reglamentarios del Ejecutivo Nacional.
Dos reproches nos merece la LOT en el punto:
a) El excesivo recargo del tratamiento, saturado de detalles que bien hubieran podido quedar para el Reglamento, sin recurrir a las sospechosas "amplias facultades" que el Art. 13, ejusdem, predica para esa función del Ejecutivo Nacional. Declarar prohibido mediante norma legal expresa, a los deportistas profesionales, maltratar de palabra u obra a los árbitros, compañeros de trabajo y a los jugadores contrarios (art. 314), nos parece una patente demostración de lo dicho, dado que, por similares razones, habría sido necesario prohibir expresamente a los actores, músicos, tripulantes de naves aéreas, marítimas, etc., el irrespeto al público, a los pasajeros y compañeros de equipo, y a los directores de orquesta invitados por el patrono para funciones especiales.
b) La minuciosidad del legislador al regular el trabajo en el transporte (terrestre, navegación marítima, fluvial, lacustre, aérea y trabajo de motorizados), contrasta con el tratamiento elusivo que recibe la labor de los actores, músicos folkloristas y demás trabajadores intelectuales y culturales. Así, mientras al trabajo aéreo dedica la ley trece pormenorizados artículos, y al marítimo, fluvial y lacustre veinticuatro, al de los actores, músicos, etc., dedica un sólo artículo (374), remisorio al Reglamento de la Ley. Si, como se dijo, el propósito de los proyectistas de la LOT fue la de eliminar la sombra de inconstitucionalidad e ilegalidad que pesaba sobre el Reglamento de 1973, el artículo 374 nos parece inexplicable, por ser la posición totalmente opuesta a dicho propósito.
La inserción de causas de despido del trabajador, adicionales a las contempladas en el artículo 102 de la LOT, tal como se hace en el artículo 352 ejusdem, resulta, además de excesivo, inducente a confusión, por las siguientes razones:
1) En primer lugar, por cuanto todas las supuestas causales adicionales están ya comprendidas en los enunciados genéricos del artículo 102. Por ejemplo: la causal a) "falta de asistencia a bordo a la hora convenida para la salida, o que presentándose desembarque y no haga el viaje", es el abandono del trabajo tipificado en el literal j, Parágrafo Único, del artículo 102. La embriaguez a bordo constituye, simultánea​mente, un hecho atentatorio contra la moral en el trabajo (lit. a, 102); una imprudencia grave contra la seguridad e higiene del trabajo (lit. e), y una falta grave a las obligaciones que impone la relación de trabajo (lit. i.), en razón de la disminución de la calidad, cantidad o eficiencia, producida por la perturbación de las facultades físicas y síquicas exigidas para el desarrollo de la labor convenida.
Igual juicio nos merecen los literales c, d, e, y f del artículo 352, por tipificar supuestos claramente subsumibles en los del artículo 102, ya citado.
2) En segundo lugar, el señalamiento de causas adicionales de despido introduce elementos de confusión, por cuanto si ellas no están comprendidas en las causales del artículo 102, el legislador habría debido adicionarlas a éstas, ya que la embriaguez, la insubordinación, el uso y tenencia de drogas, o la violación de leyes en materia de importación o exportación de mercancías, no constituyen faltas exclusivamente propias del trabajo en el transporte, pues tienen carácter general.
3) Escasa técnica revela, además, la terminología del legislador en la materia: denomina prohibiciones reglas que, en rigor, no son tales, ya que no entredicen una actividad considerada contraria al fin perseguido por el legislador, son de esta índole: los juegos de azar, el expendio de bebidas embriagantes y las casas de prostitución en los centros de trabajo (art. 37 LOT); el trabajo de menores en minas, talleres de fundición o en labores riesgosas para su salud, su vida o su formación intelectual o moral (art. 249 y 250), sino reglas dirigidas a limitar la voluntad de una sola de las partes, en interés de la otra, durante la ejecución del contrato, o con ocasión de él, es decir: obligaciones. En este sentido, las prohibiciones a que aluden los artículos 332 (ingestión de bebidas alcohólicas, dentro del trabajo y el uso de drogas incluso fuera del mismo por el trabajador del transporte) y 367 (además de las contenidas en el artículo 332, la de efectuar vuelos remunerados para otras personas, si se ha convenido la exclusividad), son, propiamente, obligaciones del trabajador frente a su patrono, con independencia de la acción del Estado cuando la conducta anticontractual del trabajador encierre también falta o delito (tráfico de drogas, por ejemplo).
Lo expuesto pone de relieve el defecto formal de la LOT al agrupar separadamente las falsas "prohibiciones" y las "causas justificadas de despido", pues ambos rubros precisan, por igual, obligaciones del trabaja​dor (confróntense, como ejemplo, los artículos 367 y 369).
El artículo 370 prescribe obligaciones exigibles al tripulante de aeronaves, separadas sin razón visible de las preceptuadas en el artículo precedente (obligaciones de los tripulantes).
Las ideas anteriores, hilvanadas alrededor del Capítulo referente a los regímenes especiales de trabajo, nos sugieren otra final consecuente, relacionada con la ausencia absoluta de atención en la L.O.T. a otras especies de trabajos especiales, de innegable importancia por su creciente desarrollo en el país. Además de los actores y músicos, aludo a los agentes de comercio, de seguros, trabajadores de hoteles, restaurantes, bares y establecimientos semejantes; al trabajo portuario eventual; al de ascen​soristas, mineros y personal de confianza, que las leyes laborales de otros países recogen. Ante la dificultad de regular todos ellos de la pormenori​zada manera como fueron tratados sólo algunos en la reciente ley, hubiéramos preferido expandir el número de regímenes legalmente atendidos, y remitir al Reglamento parte de la barroca carga del dispositivo actual.

COMPENDIADO: Nociones Generales. Trabajo de los Niños y Adolescentes. Aprendices. Trabajo de los empleados y obreros domésticos; de los conserjes; de los empleados y obreros a domicilio, de los deportistas profesionales. Trabajo rural. Trabajo en el transporte. Trabajo de los actores, músicos y folkloristas. Trabajo de los minusválidos. Protección laboral de la maternidad y la familia.

TRABAJO DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES
La legislación venezolana en materia de menores, varones y hem​bras, se caracteriza:
1°)    Por la marcada intervención del Estado, tendiente:
a)     A limitar la autonomía de la voluntad de las partes con miras a la protección física y moral del menor; y
b)     A mantener y facilitar un efectivo control sobre los empleado​res de menores de edad.
2°)    Por la ampliación de la capacidad jurídica del menor, en relación con las previsiones del Código Civil y de la LOT sobre la materia.
3°)    Por la formalidad escrita requerida con preferencia para la celebración y prueba del contrato o relación de trabajo.
La Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente contiene disposiciones sobre el trabajo de los menores de dieciocho años de edad. Estas normas deben aplicarse con preferencia a las de la LOT, por su índole especial y por ser posteriores en el tiempo. La LOPNA deroga los siguientes artículos de la Ley Orgánica del Trabajo: 247 (edad mínima para trabajar; autorización excepcional a menores de 14 y mayores de 12 años); 248 (autorización a mayores de 14 y menores de 16 años); 254 (jornada de trabajo de los menores); 263 (provisión de libreta a los que prestan trabajo dependiente); 264 (carnet para los menores que laboran de manera independiente), y el encabezamiento del artículo 404 (edad mínima para constituir o formar parte de sindicatos y para participar en la dirección y administración sindical).
El nuevo sistema legal de protección al niño y al adolescente está integrado por los siguientes órganos: a) Administrativos (Consejos Nacional, Estadal y Municipal de Derechos del Niño y del Adolescente); b) Jurisdiccionales (Tribunales de Protección del Niño y del Adolescen​te, y Sala Social del Tribunal Supremo de Justicia); c) Ministerio Público; d) Entidades de Atención; y e) Defensorios del Niño y del Adolescente (Artículo 115 LOPNA).
Los Consejos de Protección del Niño y del Adolescente, órganos administrativos permanentes encargados de asegurar la protección del menor en el ámbito territorial de cada municipio, son los competentes para autorizar a los adolescentes para trabajar y llevar el registro de adolescen​tes trabajadores, así como para denunciar ante el Ministerio Público las infracciones de carácter administrativo, civil o penal contra niños o adolescentes (LOPNA 158 y 160).
Capacidad
Menores de 14 años: El menor de 14 años es inhábil para el trabajo. En ningún caso el menor perderá, sin embargo, su derecho a remunera​ciones y prestaciones por el trabajo realizado (Artículo 96, Parág. Segundo LOPNA). Excepcionalmente, el menor de 14 años y mayor de 12 puede trabajar, si es autorizado por los Consejos de Protección del Niño y del Adolescente (Artículo 96, Parág. Tercero LOPNA).
Mayores de 14 años: Pueden celebrar libremente contratos de trabajo, individuales y colectivos, asociarse en sindicatos y ejercer las acciones derivadas de su actividad laboral y económica, con los límites que imponen las facultades legales de los padres (Artículo 101 LOPNA).
Es decir, que la persona del menor trabajador continúa sujeta al poder de protección legalmente reconocido a quienes detentan el derecho y el deber de dirección, guarda y corrección sobre él (Padres, representantes o responsables). La facultad de vigilar las relaciones del menor y de prohibirle las que se juzguen peligrosas e inoportunas, sin duda correlativa con el deber de guarda según la doctrina civil (Colin y Capitant, Tratado Elemental de Derecho Civil, Tomo II, Vol. 1, pág. 25, ed. 1942), es la misma a la que el artículo 101 de dicha L.O.P.N.A. alude cuando declara las libertades del adolescente para asociarse, en general, o asociarse en sindicatos, con "los límites derivados del ejercicio de las facultades legales que corresponden a sus padres, representantes o responsables".
Ello nos lleva a creer que la L.O.P.N.A., implícitamente, cimenta sus reglas sobre el derecho de asociación del niño y del adolescente (art. 84, Parág. Primero), de sindicación (art. 101), y de huelga (art. 103), en las mismas bases de nuestras viejas leyes laborales: esto es, sobre la libertad del menor para asociarse y sindicarse sin necesidad de autoriza​ción de sus representantes o autoridades de protección, pero no contra la voluntad de éstos. Lo mismo puede decirse con respecto al ejercicio del derecho de huelga por el menor o adolescente.
Jornada Máxima
La jornada de trabajo de los adolescentes no podrá exceder de seis horas diarias, divididas en dos períodos, ninguno de los cuales será mayor de cuatro horas. Entre esos dos períodos, los adolescentes disfrutarán de un descanso de una hora.
La jornada semanal no puede exceder de treinta (30) horas (art. 102 LOPNA). Esta misma regla prohíbe el trabajo del adolescente en horas extraordinarias, igual que lo hacía el artículo 28 de la Ley Tutelar del Menor.
Excepciones. Constituyen excepciones los trabajos discontinuos o de sola presencia, cuya jornada puede alcanzar las ocho horas diarias con descanso mínimo de una hora. (Art. 255 LOT).
Tiempo hábil para el trabajo
Entre'6 a.m. y las 7 p.m. (Art. 257 LOT). Excepcionalmente, por razones especiales, puede autorizarse el trabajo nocturno del menor por el Consejo de Protección del Niño y del Adolescente del respectivo municipio.
Trabajos y comportamientos prohibidos
Se prohíbe el trabajo de menores y adolescentes en minas, talleres de fundición, empresas que acarreen riesgos para la vida o salud, o en trabajos superiores a su fuerza o que retarden su desarrollo físico normal (Artículo 249 LOT).
El artículo 189 del Reglamento de la Ley del Trabajo de 1973, integrante del Título IV de este ordenamiento (no derogado, excepcionalmente por el Reglamento de 1999) establece, a modo de ejemplos, diez tipos de trabajos riesgosos para la salud y la vida de menores y adolescen​tes, entre los cuales podemos citar: los de carga y descarga de buques; carga y descarga con empleo de grúas o cabrias, trabajos subterráneos y submarinos, destilación y expendio de bebidas alcohólicas, fabricación de explosivos, etc.
El artículo 250 de la LOT, que prohíbe el trabajo de menores en labores que puedan perjudicar su formación intelectual y moral, o en detalles de licores, excluye de esta última clasificación a los hoteles, restaurantes, comedores de buques y aeronaves, y demás establecimien​tos y lugares análogos.
Prohíbe, asimismo, la LOT, en relación con la remuneración del menor: a) Establecer diferencias con los demás trabajadores en condicio​nes iguales (Art. 258), y b) Estipular el salario del menor por unidad de obra, por piezas, a destajo y, aunque la norma lo omite, a comisión (Art. 259 ejusdem).
Otras exigencias de la LOT y de la LOPNA.
a) Registro de trabajadores. Todo adolescente debe ser inscrito en el Registro de Adolescentes Trabajadores llevado, a tal efecto, por el Consejo de Protección. Los datos de ese Registro, que se especifican en el artículo 98 LOPNA, deben ser enviados mensualmente al Ministerio del Trabajo, a los fines de la inspección y supervisión del trabajo. La inscrip​ción da derecho a una credencial de trabajador con vigencia de un año (art. 99 ejusdem).
b) Examen médico. El patrono está obligado a denunciar ante los Consejos de Protección los casos de sus trabajadores adolescentes que no puedan someterse a esos exámenes anuales por causas injustificadas imputables a los centros de salud (art. 105 LOPNA).
El patrono debe facilitar trabajo adecuado, si fuere posible, al menor cuyo trabajo menoscabe su salud o retarde su desarrollo (Art. 253 LOT).
c) Libro de registro, para ser llevado en toda empresa, con los datos específicos de cada menor de 18 años, inclusive los relativos a la escuela a la que asiste y su grado de instrucción (artículo 265 LOT).
d)   Notificación obligatoria al Consejo de Protección y a la Inspectoría de haberse contratado a un menor para el servicio doméstico, dentro de los quince (15) días siguientes a ese acto (Art. 262 LOT, 31 LTM).
e) De acuerdo con lo estatuido por el artículo 261 LOT, el patrono está obligado a conceder a los menores que emplee, facilidades para que puedan cumplir sus deberes escolares y asistir a escuelas de capacitación profesional.
Jurisdicción.
Los asuntos contenciosos del trabajo de niños y adolescentes, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, serán competencia de los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente. El procedimiento aplicable es el preceptuado en los artículos 454 y ss. de la LOPNA, excepto en materia de fuero sindical, la cual se regirá por el Capítulo Vil del Título VII de la LOT.
Prescripción.
Las acciones provenientes de las relaciones de trabajo del niño y del adolescente prescriben a los cinco (5) años (art. 114 LOPNA).
Vacaciones y facilidades escolares
El menor tiene derecho a un período de veintidós (22) días hábiles de vacaciones remuneradas, cuyo disfrute es impostergable (art. 104 LOPNA). '
El art. 261 LOT prevé, sin embargo, la posibilidad de que el patrono adelante la concesión del descanso del menor hasta por un término de tres (3) meses, con el fin de hacerlo coincidir con las vacaciones escolares previstas en la Ley Orgánica de Educación. Si todavía no fuera posible que coincida el derecho a la vacación del menor con uno de esos períodos de vacaciones escolares, podrá retrasarse el goce del derecho por un mes más de los seis autorizados como máximo por el artículo 230 LOT.
APRENDICES
Son trabajadores mayores de 14 años y menores de 18, sometidos a formación profesional sistemática del oficio en el cual trabajan, y sin que previamente a su colocación hubieren egresado de cursos de formación para dicho oficio (Art. 267 LOT).
Régimen general: El mismo de los menores de 14 a 18 años.
Particularidad
1°) El tiempo de aprendizaje se considera parte de la jornada (Art. 271 LOT).
2°) Obligación del patrono de notificar a la Inspectoría del Trabajo el nombre y los datos correspondientes a los aprendices que emplea (Art. 270 LOT).
3°) Obligación del patrono de hacer que el menor termine los cursos de aprendizaje en los establecimientos del INCE (Arts. 20 y 21, L. INCE).
Participación Ciudadana
Las disposiciones protectoras del trabajo de menores son de eminen​te orden público. El artículo 273 de la Ley Orgánica del Trabajo venezo​lana, influido por el artículo 319 del Código chileno, autoriza a cualquier ciudadano para denunciar la infracción de tales normas ante el Ministerio del Trabajo o las autoridades civiles. El art. 91 de la LOPNA se pronuncia en sentido semejante.

Aporte de la Jurisprudencia:
Existe reiterada jurisprudencia que ratifica la competencia de los Tribunales de Protección del Niño y el Adolescente para conocer los casos de conflictos laborales donde estén involucrados niños y adolescentes, pudiendo citar como referencia la sentencia N° AA60-S-2007-001755, de fecha 09 de Octubre de 2007, emanada de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en el “juicio por Cobro de Prestaciones Sociales e Indemnización por Accidentes de Trabajo, de la cual se extrae el siguiente criterio: “Según el criterio jurisprudencial, aquellas causas de naturaleza laboral en las que figuren niños o adolescentes, bien como demandantes o como demandados, serán resueltos por los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente”. (Anexo: N° AA60-S-2007-001755).
TRABAJADORES DOMÉSTICOS
Son definidos como tales "los que prestan sus servicios en un hogar o casa de habitación o a una persona determinada para su servicio personal o el de su familia" (Art. 274 LOT). Si el doméstico trabaja "indistintamen​te" en el hogar y en la empresa, establecimiento, explotación o faena del patrono, será considerado trabajador de la empresa (ibidem, Parág. Único).
Jornada de descanso mínimo
No están sujetos a horario, ni a las reglas de los Títulos II, III y IV de la LOT, pero deberán gozar de un descanso continuo de diez horas como mínimo. Cuando no habitan en el hogar del patrono estarán sujetos a la jornada normal de trabajo (Art. 275 LOT).
El trabajador doméstico adolescente debe disfrutar de un descanso no menor de dos horas durante la jornada (art. 113 LOPNA).
Derechos pertinentes
Disfrutan de una vacación anual remunerada de 15 días continuos y tienen derecho al pago de una quincena (la mitad) del sueldo devengado en el mes anterior, por cada año de servicios contado desde la vigencia de la LOT, a la terminación de su contrato por despido injustificado, retiro justificado o causas ajenas a su voluntad (Art. 281 LOT).
El preaviso, obligatorio para ambas partes, no es gradual, como en el resto de los contratos de trabajo, según el tiempo de servicio, sino fijo, de 15 días, cualquiera que sea la antigüedad del trabajador. El nuevo ordenamiento establece el derecho de esos trabajadores a una bonifica​ción especial, exigible en el mes de diciembre, de cinco días de salario después de 6 meses de servicios, y de 15 días de salario después de 9 meses.
La enfermedad contagiosa es causal justificada de extinción de la relación de trabajo, sin preaviso, pero no sin el pago de la indemnización de antigüedad, ni de la prima de navidad.
La contratación de un menor para el servicio doméstico debe notificarse obligatoriamente al Consejo de Protección y a la Inspectoría, dentro de los quince días siguientes a ese acto (Art. 262 LOT).

Aporte de la Jurisprudencia:
En este caso ha quedado suficientemente evidenciado de la decisión emanada del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda; EXP. N° 05136, de fecha 03 de Junio de 2003; que los trabajadores, cuando pretendan demandar indemnizaciones distintas a las referidas al Trabajo Domestico, deben demostrar fehacientemente su condición distinta en la relación laboral y para adquirir el derecho a ser indemnizado como trabajador doméstico deben haber cumplido un año en sus labores como tales. (Anexo: N° EXP. N° 05136).
EL TRABAJO DE LOS CONSERJES
Los conserjes son definidos por el artículo 282 de la LOT como "trabajadores que tienen a su cargo la custodia de un inmueble, la atención, aseo y mantenimiento del mismo". No se consideran conserjes, añade el artículo 283 ejusdem, los trabajadores de empresas que proporcionen únicamente servicios de vigilancia y custodia de inmuebles, ni quienes realicen labores de atención y limpieza en oficinas o dependencias particulares, o en áreas comunes.
Sin demasiada exactitud técnica, puede decirse que la vivienda del conserje es un derecho accesorio de otro principal, el de percibir el salario en retribución del servicio. Extinguido el contrato del trabajo, y con él el derecho a la retribución, se extingue también el derecho de ese trabajador a la vivienda de que goza, sobre la cual no poseía más título que el mencionado contrato. El conserje disfruta de la protección general de la LOT, con excepción del régimen de participación en los beneficios, aunque conserva el derecho a la bonificación de Navidad prevista en el artículo 183 LOT.
Descanso mínimo y devolución de la vivienda
Otra regla digna de ser destacada es la referente al reposo mínimo de nueve horas consecutivas de que debe gozar este trabajador, a partir de las 10 de la noche (Art. 285 LOT). La que se contrae al deber del conserje de entregar la vivienda que le ha sido proporcionada por el patrono a la terminación del contrato de trabajo tiene también relevancia: cuando las partes no se hayan acordado sobre la fecha para desocupar la vivienda, el Inspector del Trabajo o la primera autoridad civil del Municipio o Parroquia, la fijará prudencialmente (Art. 288 LOT). Con ello revela el legislador su intención de divorciar absolutamente la cuestión del desalojo de la habitación del conserje, del procedimiento ordinario sobre desalojo de viviendas, en general.

Aporte de la jurisprudencia:
El Tribunal Supremo de Justicia, en reiterada jurisprudencia ha diferenciado suficientemente las figuras de conserje y vigilante, a objeto de determinar el régimen que debe seguirse a los fines de determinar las indemnizaciones correspondientes al término de la relación laboral. Una muestra de ello se evidencia del extracto tomado del EXP. N° 822-05, de fecha 26 de Mayo del 2006, del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, que expresa lo siguiente:
“Ha sido criterio jurisprudencial de antigua data, que los que trabajan en calidad de vigilantes, para una empresa que se dedica a la vigilancia de inmuebles de propiedad horizontal, no pueden ser considerados conserjes,-pues éstos últimos- deben efectuar labores de vigilancia y mantenimiento al mismo tiempo, en forma habitual y exclusiva, a diferencia de los vigilantes, quienes no realizan labores de mantenimiento; en base a tal criterio, y tomando en cuenta que no consta de las pruebas producidas, medio alguna que demuestre que el actor realizara labores de vigilancia del inmueble, labores de mantenimiento; es razón por la cual este tribunal, tomando la naturaleza real de los servicios prestados, califica al trabajador en conformidad con el artículo 46 y 283 de la Ley Orgánica del Trabajo, como vigilante”. (Anexo: EXP. N° 822-05)
DEL TRABAJO A DOMICILIO
Según el artículo 291 de la LOT, se considera trabajador a domicilio a toda persona que en su habitación, con o sin ayuda de miembros de su familia, ejecuta un trabajo remunerado bajo la dependencia de uno o varios patronos, pero sin su vigilancia directa, utilizando materiales o instrumen​tos propios o suministrados por el patrono o su representante.
Presunción de la condición de patrono y de trabajador
Cuando una persona (reza el artículo 293 ejusdem) con cierta regularidad, o de manera habitual, vende a otra materiales a fin de que ésta los elabore o confeccione en su habitación, para luego adquirirlos por una cantidad determinada, aquélla se considera patrono y ésta trabajador a domicilio. Este señalamiento constituye una presunción juris et de jure, erigida por el legislador laboral para cobijar una relación cuyas caracte​rísticas podrían delinear un contrato de naturaleza mercantil entre las partes. Así como el vigilante del trabajo de obreros es declarado obrero por la ley, el contrato de venta de materiales para la posterior adquisición del producto terminado, es declarado, ex-lege, de índole laboral, cuales​quiera que sean las condiciones estipuladas por los celebrantes.
Horas extras y trabajo nocturno
Por las condiciones especiales en que ejecutan sus labores, a estos trabajadores no se les aplican las disposiciones de la ley sobre jornadas, horas extraordinarias y trabajo nocturno (Art. 294).
Igualdad de Salario
Es regla expresa (Art. 295) que el salario no puede ser inferior al que se pague por idéntica labor e igual rendimiento en la misma localidad, a trabajadores que presten servicios en el local del patrono. Si el empleador utilizare solamente trabajadores a domicilio, para fijar el importe del salario deberá tomarse en consideración la naturaleza del trabajo y la remunera​ción que se paga por labores similares en la localidad (Art. 296).
Libretas de trabajo y Libros de Registro
El trabajador a domicilio, lo mismo que los conserjes, deben ser provistos de libretas por el funcionario del trabajo de la jurisdicción, con objeto de facilitar el control de esta especie de trabajo por parte de la autoridad. En todo caso el patrono debe llevar, al mismo fin, un Libro de Registro con indicación de los datos referentes al nombre e identificación de los trabajadores que emplee; naturaleza de sus labores; fecha de comienzo de su contrato, forma, monto y fecha de remuneración, días y horas para entrega y recepción del trabajo e indicación de los familiares que colaboran con él (Art. 297, LOT). Finalmente, el patrono de trabaja​dores a domicilio debe inscribirse en el Registro llevado a ese efecto en la Inspectoría del Trabajo de la jurisdicción. (Art. 298, LOT). 
Aporte de la Jurisprudencia:
Cundo se trate de trabajos a domicilio, la jurisprudencia señala que por el parecido de esta actividad con una actividad de tipo mercantil, es necesario aclarar que la actividad en la cual se basa la demanda no constituye un acto de comercio para que opere la figura del trabajo a domicilio, ya que muchas veces “este tipo de trabajo ha sido catalogado también en la doctrina como una relación de trabajo atípica, por la forma muchas veces clandestina y en fraude de la ley en que se desenvuelve esta modalidad de trabajo; mas sin embargo el hecho de que este tipo de relación se encuentra expresamente regulada por la ley las convierte mas que en una relación atípica o modalidad de contrato de trabajo en una forma especial o parcialmente atípica de prestación de servicio”. (Extracto de sentencia N° 2007-000042, de fecha 19 de Julio del 2007, emanada del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón). (Anexo: N° 2007-000042).
DE LOS DEPORTISTAS PROFESIONALES
Declara el artículo 302 de la LOT que los deportistas que actúan con carácter profesional y mediante una remuneración, bajo la dependencia de otra persona, empresa o entidad deportiva, son trabajadores. Los directo​res técnicos, entrenadores y preparadores físicos, son considerados por esta disposición como deportistas, cuando trabajan en las condiciones señaladas.
Forma escrita
A diferencia de la generalidad de los contratos de trabajo regulados por la ley, esta modalidad requiere expresamente la forma escrita:
Artículo 303. "En el contrato de trabajo que suscriban los deportistas, el cual deberá hacerse por escrito, se establecerán expresamente todas las condiciones pertinentes a la relación de trabajo y, especialmente, el régimen de cesiones, traslados o transferencias a otras entidades o empresas".
La importancia de la forma escrita no radica en que mediante ella se pruebe la existencia del contrato, pues éste se presume con la sola prestación del servicio, sino en que el escrito facilita la prueba de las condiciones y circunstancias a que se refiere el artículo antes copiado. La exigencia de la forma escrita tiene, en este caso, el mismo alcance que le atribuye el artículo 70 LOT.
Cesión de derechos sobre el servicio
El trabajador tendrá derecho a una participación equitativa no menor del veinte y cinco por ciento (25%) del beneficio económico del patrono, proveniente de las cesiones, traslados o transferencias de sus servicios a otro empleador. El Ministerio del Trabajo, por Resoluciones Especiales, determinará las condiciones conforme a las cuales se ejercerá ese derecho (Art. 304 LOT).
Una causal específica de retiro justificado del deportista profesional se halla contenida en el Art. 312 LOT, al consagrar su derecho a oponerse, con razones que justifiquen la oposición, a la cesión, traslado o transferen​cia de su contrato o relación. Este derecho es, por naturaleza, el mismo reconocido a todo trabajador, de retirarse justificadamente, si considera contraria a su interés la sustitución del patrono (Art. 91 LOT).
Jornada y descanso
Sobre las condiciones del trabajo de esta clase de profesionales, la L.O.T. es previsora de algunas reglas especiales: la duración de la jornada no podrá exceder de 44 horas semanales, dentro de las cuales se computará el tiempo requerido para los entrenamientos. En casos excep​cionales, en que se exceda la jornada semanal, el patrono establecerá compensaciones especiales (Art. 306 LOT)
Cuando el deportista no disfrute del descanso semanal en día domingo, la empresa o entidad deportiva a la cual preste servicios deberá concederle un día de descanso compensatorio (Art. 307).
Horas extras, trabajo nocturno y tiempo de transporte
Igual que a los trabajadores a domicilio, no se aplica a los deportistas el régimen legal sobre horas extraordinarias y trabajo nocturno; tampoco les son pertinentes las reglas sobre tiempo de transporte (Art. 308).
Convenios y acuerdos internacionales
Finalmente, merece destacarse el reconocimiento que la LOT hace de los convenios y acuerdos "con organizaciones deportivas de otros países", como fuente normativa inmediata supletoria del contrato de trabajo del deportista profesional, siempre que tales convenios y acuerdos no colidan con el ordenamiento jurídico vigente en Venezuela.

Aporte de la Jurisprudencia:
La sentencia emanada del Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, EXP. N° GP02-R-2005-000841, de fecha 08 de Febrero del 2006, suscrita por la Juez Superior Bertha Fernández de Mora, afirma que en los casos referidos al trabajo de los deportistas profesionales tanto la jurisprudencia como la doctrina han reiterado que “…si la parte demandada niega de manera absoluta la existencia de la relación laboral, se convierte en un hecho negativo absoluto, correspondiéndole al trabajador, la carga de la prueba…”, esto, según el artículo 303 de la LOT, consiste en demostrar la relación con la existencia de un contrato escrito que la determine, vale decir, la condición de deportista profesional no se presume, debe demostrarse con prueba documental. (Anexo: EXP. N° GP02-R-2005-000841).
DE LOS TRABAJADORES RURALES
El trabajo rural se regía en Venezuela por el Reglamento del Trabajo en la Agricultura y en la Cría, de 4 de mayo de 1945, dictado por el Ejecutivo Nacional en ejercicio de la delegación expresa que a tal fin le hizo el Congreso de la República, al sancionar la Constitución de 1936. El ordenamiento promulgado en aquel entonces para regular los derechos y obligaciones emergentes del trabajo rural, afincaba la diferencia de sus normas con las de la Ley del Trabajo en la menor cuantía de las cargas económicas impuestas al empleador. Privó en los autores de aquel Reglamento la consideración de que el mandato del poder constituyente era exclusivamente debido a la debilidad económica del sector. En efecto, la obligación del preaviso se redujo a tres (3) días, tratándose de trabajadores temporeros, y a seis (6) en caso de trabajadores permanen​tes. La indemnización sustitutiva del aviso anticipado se hizo equivalente a los días del aviso omitido. A la terminación del contrato por despido injustificado, la indemnización por antigüedad se fijó en seis (6) días de salario por cada año de servicios del trabajador que, sin interrupción, hubiese trabajado durante el año no menos de las dos terceras partes de los días hábiles. El régimen de las utilidades se hizo obligatorio para las empresas que obtuvieran beneficios líquidos superiores a Bs. 12.000 anuales; el lapso anual de vacaciones fue precisado en cuatro (4) días hábiles, inacumulable más de dos períodos; y, para acomodarse a la naturaleza de la actividad desempeñada, se permitió elevar la jornada de trabajo semanal de 48 horas hasta el límite de 60 horas.
Disposiciones copiadas prácticamente de la Ley del Trabajo en materia de sindicatos, contratos y conflictos, y las reglas del derecho común en lo no expresamente estatuido, fueron aplicadas desde entonces, haciéndose caso omiso de ostensibles peculiaridades del trabajo en el campo. El Reglamento sancionado el 31 de diciembre de 1973, vigente a partir del primero de febrero de 1974, equiparó el trato legal del trabajador urbano con el del trabajador rural, entendiendo por tal aquella persona que preste servicios en un fundo agrícola o pecuario, en actividades permanen​tes, temporeras y ocasionales, que sólo pueden cumplirse en el medio rural, siempre que no sean de naturaleza industrial, comercial o de oficina, desarrollados en un fundo agrícola o pecuario.
La legalidad del Reglamento de 1973 fue seriamente cuestionada, por aducirse que el ordenamiento de 4-5-45, no obstante su forma reglamentaria, poseía un verdadero carácter de ley material por efecto de la delegación de poderes a que antes nos hemos referido. Por ante la Corte Suprema de Justicia cursa un recurso de nulidad de las disposiciones sobre el trabajo rural contenidas en dicho Reglamento de 1973.
Empero, la más grave observación que podía formularse a ese ordenamiento, cuyas normas acoge mayoritariamente la LOT, no estaba en el vicio formal que padecía, sino en el hecho de que el Ejecutivo Nacional procedió al dictarlo con la misma superficialidad que el de 1945, al no entender que la conducta social en el medio campesino no puede ser regida adecuadamente por reglas jurídicas ideadas y sancionadas para un conglomerado urbano.
Idéntica objeción nos merece, lamentablemente, la Ley Orgánica del Trabajo: pretender que el sindicalismo en el campo se atenga a normas dispuestas para sectores de alta concentración humana, con una clara y experimentada conciencia de clase; con amplias facilidades de comunicación y de acceso a los órganos de conciliación y de justicia, y con una larga tradición de acatamiento pacífico al orden legal establecido, es descono​cer una verdad que se distingue precisamente por signos contrarios a los descritos: una población diseminada en un inmenso medio geográfico, incomunicada ente sí y bisoña en el ejercicio de sus derechos individuales y colectivos.
La misma justicia laboral, administrada en las grandes ciudades, demasiado costosa y excesivamente lenta, se muestra inaccesible, com​plicada y dispendiosa, al trabajador campesino. La encuesta realizada en 1968 por la Sección de Derecho del Trabajo de la Facultad de Derecho de la Universidad Central de Venezuela, reveló que en los Tribunales de justicia de todo el país sólo se había ventilado durante la vigencia del Reglamento sobre el Trabajo en la Agricultura y en la Cría una cantidad menor de cincuenta (50) casos.
Hacia las metas de una profunda modificación de la estructura del sindicato rural; de los procedimientos y requisitos para la tramitación de los conflictos, así como de la administración de justicia, debe dirigirse la inteligente mirada del Poder Público, al normar con sentido sincero y realista las relaciones de trabajo en el medio agrícola y pecuario.
El régimen general aplicable al trabajo rural sufre en la LOT las siguientes modificaciones principales:
a)     Jornada máxima: Ocho (8) horas por día y cuarenta y ocho (48) por semana, prolongable hasta sesenta (60) horas sema​nales, "cuando la naturaleza de la labor lo exija".
Los trabajadores de dirección, vigilancia, confianza: en labores intermitentes que requieran la sola presencia, o en funciones que por naturaleza no están sometidas a jornadas, pueden permanecer en el trabajo hasta doce (12) horas diarias, como máximo, con un descanso mínimo de una hora (Art. 325).
b)     Jornada nocturna: Entre las 6 pm. y las 4 am. (Art. 326).
c)     Trabajo en feriado obligatorio en labores de urgencia o no susceptibles de aplazamiento (Art. 322).
d)      Vacaciones anuales remuneradas para los trabajadores permanentes o sea, los que se obligan a prestar servicios en el fundo agrícola o pecuario por un período continuo no menor de seis (6) meses al año para un solo patrono—, siempre que en el año hubieren trabajado no menos de las 2/3 partes de los días hábiles, salvo permisos del patrono y en caso de enferme​dad (Art. 323).
e)     Porcentaje de trabajadores venezolanos en la actividad agrícola: ochenta por ciento (80%), como mínimo, salvo en los supuestos de excep​ción contemplados en el artículo 317 ejusdem (tiempo de cosechas, escasez de mano de obra, explotaciones rurales organizadas con inmigrantes).
f)      El patrono pierde su derecho al cobro de la deuda, si perjudica al trabajador en el arreglo de cuentas (Art. 319). Esta sanción carece de paralelo en todo el dispositivo legal.
El patrono de más de veinte (20) trabajadores permanentes está obligado a llevar un Libro detallado de Cuentas con sus trabajadores, que permanecerá a la orden del Inspector del Trabajo.

Aporte de la Jurisprudencia:
La sentencia emanada del Tribunal Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Guárico, EXP. N° JP31-L-1996-4016, de fecha 15 de Junio del 2005, suscrita por la Jueza Dra. Zurima Bolívar Castro, ratifica lo establecido en el artículo 315 de la LOT, referente al trabajador rural al referir; “…a pesar de que en el momento en que el legislador clasificó al trabajador del campo, se contaba con un escenario natural de trabajo muy distinto al de esta época, donde se ha generalizado, hoy en día con la tecnificación y modernización para la prestación del servicio en el campo o en el área rural, es de conocimiento común que existen diferentes tipos de maquinarias para desarrollar las diferentes actividades que se realizan en la explotación de un fundo agrario…” omissis “… y por conocimiento común se sabe que en la explotación de un fundo se ejecutan obras que involucran el empleo de maquinarias de diferentes tipos, es decir, para realizar deforestación, rastreo, siembras, abrir caminos internos, hacer lagunas, etc. Todas estas actividades propias del medio rural y que necesariamente hoy en día las ejecuta el hombre trabajador con ayuda de esa importante herramienta de trabajo… llevando al actor a confundir la naturaleza del servicio de un trabajador rural con un trabajador ordinario amparado por normas como lo son las convenciones colectivas, creadas para reglar una condición de trabajo determinada…” omissis “… sin embargo, analizando las características del mismo se aprecia que el oficio no deja de ser rural, por cuanto el mismo no podría ser prestado en lugar distinto al natural como lo es la finca…”.  (Anexo: EXP. N° JP31-L-1996-4016).
DEL TRANSPORTE  TERRESTRE
El trabajo de conductores y demás trabajadores en vehículos de transporte urbano e interurbano, públicos o privados, de pasajeros, de carga o mixtos, se rigen especialmente por las disposiciones de los artículos 327-332 de la LOT, además de las del régimen general que resulten aplicables.
Jornada
La jornada ha de establecerse, con preferencia, mediante conven​ciones colectivas o Resoluciones conjuntas de los Ministerios del Trabajo y de Transporte y Comunicaciones. Los límites máximos legales fijados para las jornadas diaria y semanal de trabajo son los mismos del régimen general.
Salario
Se introducen como modalidades especiales del salario, las del salario por viaje, por distancia, por unidad de carga o por un porcentaje del valor del flete, además del salario por unidad de tiempo (Art. 327). Examinadas con atención pudiera descubrirse en las dos primeras formas salariales (por viaje y por distancia), variantes del salario por obra determinada o por tarea, porque toma en cuenta el tiempo (Art. 329, Parágrafo Primero); en la tercera (por unidad de carga), una forma del destajo, y en el porcentaje del valor del flete, de la comisión.
Los gastos de comida y alojamiento corren a cargo del patrono en casos del transporte extraurbano y de pernocta fuera de la residencia del trabajador (Arts. 329, Parágrafo 2°; 330).
Obligaciones especiales
Con el erróneo nombre de prohibiciones (son, en verdad, obliga​ciones, cuyo incumplimiento ocasiona la resolución justificada del contra​to, pero no su nulidad), el artículo 332 LOT tipifica dos faltas graves del conductor de vehículos: la ingestión de alcohol durante el trabajo, y la de drogas dentro o fuera del mismo. Técnicamente, ninguno de estos dos hechos modifican el cuadro general de las causas de despido justificado (Art. 102 LOT), ya que ambos están manifiestamente comprendidos en los literales d), e) o i) de esta disposición; pero entendemos que el propósito legislativo de enfatizarlos como faltas graves propias del trabajo en el transporte, no es otro que poner de relieve el peligro que el alcohol y las drogas representan para la seguridad de los pasajeros, de la carga y del mismo conductor del vehículo.
Aporte de la Jurisprudencia:
“La calificación de una relación jurídica como de naturaleza laboral, depende de la verificación en ella de los elementos característicos de este tipo de relación, a tal efecto la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, ha asumido por vía jurisprudencial, para calificar como de laboral la relación, la presencia en la relación de los siguientes tres elementos: ajenidad, dependencia y salario”. (EXP. N° LH22-L-2003-000065; emanada por el Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, en fecha 14 de Diciembre del 2005). (Anexo: EXP. N° LH22-L-2003-000065).
NAVEGACIÓN MARITIMA, FLUVIAL Y LACUSTRE (ARTÍCULOS 333 A 357 L.O.T.)

Las más importantes disposiciones especiales del régimen legal del trabajo a bordo de buques mercantes; en embarcaciones para el transpor​te de personas y cosas, y en accesorios de navegación, son las siguientes:
I. Contrato de enganche preferentemente escrito, formalizado ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, con el contenido obligatorio que se precisa en los literales a, b y c del artículo 335 LOT.
u. Principales obligaciones del patrono (Art. 346)
A)    Alojamiento y alimentación sana y nutritiva:
a) En puerto extranjero, si el trabajador no puede permanecer a bordo;
a.l.) En domingos y feriados de descanso caídos en puertos distintos del de contratación, en supuesto igual al anterior, el equivalente del valor de la comida, así como del transporte, debe ser pagado en moneda de curso legal en ese puerto;
a.2.) Asistencia médica, hospitalaria y farmacéutica en caso de accidente o enfermedad de cualquier clase.
B)    Permisar al trabajador para el ejercicio del voto si no compro​mete la seguridad del buque y la fecha y horas de salida.
C)    Repatriación del trabajador, o traslado al lugar del enrolamien​to, al término de la relación por cualquier causa, incluso por apresamiento o siniestro del buque (Art. 355).
Adicionalmente, el patrono queda obligado legalmente:
A inscribir al trabajador en el rol de tripulantes (Art. 333).
A no permitir que ningún buque sea tripulado por menos de dos (2) hombres, y a no ordenar a ningún tripulante salir a navegar, si el buque no reúne las condiciones mínimas de navegabilidad y seguridad e higiene industriales (Art. 349).
A no despedir al trabajador mientras el buque esté en el mar o en un puerto extranjero, salvo que éste sea el lugar del enrolamiento,
A pagar un aumento proporcional de salario al trabajador contratado por viaje, si éste se retarda (Art. 336).
A permitir un delegado sindical que gozará de fuero en los buques de bandera venezolana con más de quince (15) tripulantes, elegido por éstos. (Art. 356).
III. Jornada - Descansos - Vacaciones.
Cuarenta y cuatro (44) horas semanales, modificable por acuerdo, siempre que el promedio de duración del trabajo no exceda de cuarenta y cuatro (44) horas por semana en un lapso de ocho (8) semanas (Art. 339).
La duración de los reposos y comidas no se computa como parte de la jornada efectiva (Art. 192).

El trabajo en días domingos y feriados será remunerado y el descanso compensatorio podrá acumularse al período de vacaciones (Art. 339).
Descanso diario de ocho (8) horas ininterrumpidas dentro de las 24 horas del día, salvo en buques de poco porte, en los que puede establecerse el servicio en dos turnos (Art. 341).
Descanso de cuatro (4) horas inmediatamente anteriores al turno de guardia, salvo en caso de emergencia o iniciación del contrato de enganche (Art. 340).
El trabajador tiene derecho a gozar sus vacaciones anuales en tierra; adicionalmente al período de vacación a que tiene derecho, gozará de tres (3) días de descanso remunerado "cuando el buque no permanezca regularmente más de 24 horas en el puerto" (Art. 345).
IV. Horas extraordinarias
Se pagan con el recargo mínimo del cincuenta por ciento (50%) previsto en el artículo 155 LOT. Pero no se consideran extraordinarias las horas invertidas en trabajos exigidos por causas de fuerza mayor que hagan peligrar la seguridad del buque, o reduzcan el personal de éste; para instruir al personal en ejercicio de zafarranchos; para rectificar errores náuticos; para reparación del aparejo del buque o de las máquinas, cuando el capitán, después de comenzado el viaje, lo considere necesario para la seguridad del buque (Art. 343).
Cada buque llevará un registro de horas extraordinarias (Art. 344).
V. Obligaciones especiales del trabajador
1. Respetar la disciplina de a bordo (Art. 335, Parág. 3°) y realizar las prácticas destinadas a prevenir los riesgos del mar (Art. 350).
2.     Permanecer a bordo cuando lo disponga la Capitanía del Puerto en previsión del mal tiempo (Art. 347); en casos en que el buque sea declarado en cuarentena (Art. 348), y cuando ha sido seleccionado para servir como guardia de puerto, en el supuesto contemplado en el artículo 342 LOT.
3. Informar al Capitán del uso de drogas por prescripción médica (Art. 352, c).
4.     Abandonar el buque en caso de huelga, salvo los trabajadores que tienen la responsabilidad de custodiarlo (Art. 500 LOT).
Preaviso especial al patrono
Con 72 horas de anticipación a la salida del buque, cuando el viaje previsto tenga una duración mayor de ocho días y el contrato de enganche deba vencerse en los ocho días anteriores a la conclusión del viaje (Art. 335, Parágrafo Primero LOT).
VI. Causas especiales de resolución del contrato de enganche:
1.     El cambio de nacionalidad del buque venezolano.
2.     Las previstas en el artículo 352 LOT, aunque todos los hechos allí tipificados no son más que variantes o modalidades de las causas generales de despido justificado determinadas en el artículo 102, ejusdem (p. ej.: la embriaguez y el uso de drogas a bordo pueden ser comprendidas en el literal i) del artículo 102, lo mismo que la insubordinación).
3.     El apresamiento o siniestro del buque por falta del patrono, si éste no puede colocar al trabajador en otro buque (Art. 355).
VII. Restricción del derecho de huelga
No puede declararse la huelga durante la navegación, sino cuando la embarcación se halle en territorio nacional. El buque no podrá abando​nar el puerto, salvo razones técnicas o económicas que lo hagan indispen​sable (Art. 500 LOT).
VIII. Privilegio sobre el buque
Los salarios y demás créditos del trabajador a causa de su relación de trabajo, gozarán del privilegio especial sobre el buque, y se pagarán independientemente de cualquier otro privilegio (Art. 33 7). Este privilegio, por su carácter prendario, priva sobre el general de los créditos de los demás trabajadores sobre los bienes del patrono.
IX. El Reglamento de 1992
Mediante Decreto N° 2298, de 4 de junio de 1992 (G.O. N° 34.981, de 9-6-92), fue dictado el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo en la navegación marítima, fluvial y lacustre, destinado a regir los servicios de la navegación de esta especie "a bordo de los buques mercantiles o accesorios de navegación en beneficio de un armador o fletador, tanto durante la navegación como puerto".
Dicho Reglamento, que se apoya especialmente en el artículo 357 LOT (facultad del Ejecutivo Nacional para establecer por decretos reglamentarios o resoluciones "modalidades específicas en relación a las condiciones de trabajo de los trabajadores en el transporte marítimo, fluvial y lacustre"), preceptúa las menciones adicionales a las previstas en el artículo 335 LOT, que obligatoriamente deben ser incluidas en el contrato de enganche del tripulante (identificación de los contratantes, nacionali​dad, domicilio, edad, estado civil, y cédula marina del trabajador, labor convenida, salario, forma y lugar de pago, duración de la jornada y del contrato) (Art. 2, Reg.). El trabajador debe estar inscrito ante la autoridad marítima respectiva (Art. 3, Reg.).
A diferencia del artículo 353, que limita la voluntad del empleador para resolver por despido la relación del trabajo, el artículo 5 del Regimentó de 1992, está dirigido a restringir la voluntad de ambos celebrantes del contrato de enganche, al prescribir que éste no podrá darse por terminado mientras el buque está navegando; se halle en aguas extranjeras o en lugares despoblados, o esté expuesto a riesgos que, a juicio del capitán, hagan necesaria la presencia de todo el personal.
En otro orden de disposiciones, el Reglamento sobre el trabajo en la navegación pauta que los días adicionales de descanso remunerado a que se refiere el artículo 345 LOT, se otorgarán al trabajador en la oportunidad de sus vacaciones anuales (Art. 6); que el lapso de treinta días considerado como de condonación de la falta comenzará desde el arribo del buque a puerto venezolano (Art. 7); que no se considerarán horas extras las causadas en el aprovisionamiento de víveres o agua para su utilización en el buque (Art. 8); finalmente, en concordancia con el artículo 500 LOT, el artículo 10 de la misma normativa reglamentaria entredice la huelga mientras el buque se encuentre en puerto extranjero. Declarado el conflicto, el personal de custodia de la nave será designado por su capitán.
Aporte de la Jurisprudencia:
La jurisprudencia reconoce el alcance de lo dispuesto en el artículo 335 de la LOT para resolver las controversias relativas al trabajo marítimo, el cual establece que:

 “A falta de una convención colectiva, antes de que los trabajadores entren a prestar servicio en un buque, deberán celebrar un contrato de enganche el cual se formalizará ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento.  Cuando dicho contrato no se celebre por escrito bastará la inclusión del trabajador en el rol de tripulantes del buque o el simple aprovechamiento de sus servicios”. (Subrayado de la Sala).
Y observa: “que el legislador señala que el contrato de enganche deberá celebrarse, preferentemente, por escrito y posteriormente formalizarse ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, es decir, que en principio debe atenerse a la declaración formal.  Pero adicionalmente señala la norma que el patrono estará obligado, legalmente, a inscribir al trabajador en el rol de tripulantes tal y como lo señala el artículo 333 eiusdem.  Vemos pues, cómo el legislador salvaguarda los intereses de los trabajadores del transporte marítimo estableciendo una forma o apariencia, mas sin embargo prevé y suple la falta o inexistencia del contrato al determinar que de no cumplirse con el primer supuesto de la norma será subsanado con la simple inclusión del trabajador en el rol de tripulantes, por lo tanto, el legislador determinó que en las relaciones laborares prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.

Atendiendo a los anteriores principios, se observa que en el caso sub júdice si bien es cierto que no consta en el expediente, tal y como lo señala el artículo en comento, el contrato de enganche formalizado ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, no es menos cierto que riela al folio 12 del mismo, el instrumento conocido como “rol de tripulantes” que es el documento expedido por el Capitán de Puerto a solicitud del capitán de la nave, con la lista del personal destinado al servicio de la nave, para que ese funcionario pueda autorizar la salida del buque, que en términos marinos se conoce como “Zarpe”.  Además, es de observar que todo buque debe llevar a bordo este documento, ya que es requisito obligatorio para poder desarrollar la actividad de navegación”. (EXP. N° 14308, Sent.  00818, de fecha 07 de Mayo del 2001, emanado de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia). 
En este sentido, queda suficientemente aclarado tanto por la Ley como por la Jurisprudencia, que la condición de trabajador marítimo puede demostrarse de las dos maneras antes señaladas. 

(Anexo: EXP. N° 14308).
DEL TRABAJO EN EL TRANSPORTE AEREO
Es el prestado por tripulantes de aeronaves civiles durante el tiempo de navegación y el de su permanencia en tierra (Art. 358 LOT). Se rige por las disposiciones especiales de la Sección III del Cap. VII, Título V de la LOT, y por las generales de este mismo ordenamiento que resulten aplicables.
Jornada: Establecida por convenciones colectivas o Resoluciones conjuntas de los Ministerios del Trabajo y Transporte y Comunicaciones (Art. 360).
Vencida la jornada, el tripulante no podrá interrumpir el servicio en un aeropuerto distinto al de su destino, a menos que se requieran todavía más de tres horas para cumplir su itinerario (Art. 362).
El tripulante deberá prolongar su jornada en vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento.
Descanso semanal: Deberá coincidir con el domingo una vez al mes, por lo menos.
Obligaciones espéciales de los tripulantes
Están contenidas en los artículos 369 y 370 de la LOT, y, además, bajo la denominación de "prohibiciones", en el artículo 367 ejusdem. Entre ellas destacamos: a) Velar porque los pasajeros y efectos transportados cumplan los requisitos legales exigidos, b) Mantener vigentes la documen​tación personal y de la nave para la prestación del servicio; c) cumplir las normas legales para la importación y exportación de mercancías (Art. 369). Del artículo 370 enfatizamos, además del deber de cuidado y vigilancia de la seguridad de la nave, el de efectuar vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento, cuando se le requiera, y hacer anotar en la bitácora de la nave los datos del vuelo y toda contingencia que en él se produzca.
Queda prohibida, es decir, se consideran incumplimientos graves, la ingestión de alcohol dentro de las 24 horas anteriores al vuelo, y de drogas durante o fuera del servicio, así como efectuar vuelos remunerados para terceros, cuando haya sido pactada expresamente la exclusividad de servicios.

Obligaciones especiales del patrono
A)    Alimentación, transporte y alojamiento del tripulante mientras permanezca fuera de su base, de acuerdo con el artículo 366, o su equivalente en dinero.
B)    Utilizar personal de refuerzo en los vuelos que excedan regularmente de la jornada (Art. 362).
C)    Actualizar, mediante cursos de entrenamiento al tripulante que hubiere dejado de prestar servicios durante treinta (30) días consecutivos (Art. 361).
D)    Cumplir las disposiciones legales sobre seguridad aérea (Art. 368, b).
Excepción a la regla sobre el salario
La estipulación de un salario diferente para el servicio de una aeronave de categoría distinta, o de categoría igual en rutas o itinerarios diversos, o en atención a la clase y complejidad de los equipos, o a la antigüedad del trabajador, no constituye violación al principio de igualdad del salario (Art. 365).

Aporte de la Jurisprudencia:
En referencia a este tema, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social; EXP. Nº AA60-S-2007-180, de fecha 20 de Noviembre de 2007, sostiene:
“Constituye criterio reiterado de esta Sala de Casación Social, que en caso de que el actor demande conceptos que superen los límites legalmente establecidos, le corresponde la carga de la prueba, en virtud de que su procedencia en principio está condicionada a los términos establecidos en la Ley.
En este orden de ideas, corresponde a la parte demandante demostrar las circunstancias exorbitantes a los límites legales, entre ellas, la ocurrencia de las horas extras nocturnas, el cumplimiento de jornada en días domingos y días feriados”.  (Anexo: EXP. Nº AA60-S-2007-180).
DEL TRABAJO DE LOS MOTORIZADOS
La última Sección legal del trabajo en el transporte (Sección Cuarta, Cap, VIL Titulo V, LOT), está dedicada al trabajo de los motorizados, o sea, de quienes prestan servicios como repartidores, mensajeros u otros semejantes, con vehículos propios, o de sus patronos (Art. 371).
Son obligaciones especiales del empleador de esta especie de trabajadores: a) el mantenimiento del vehículo; b) los gastos del combus​tible necesario para la prestación del servicio (estimado por acuerdo de ambas partes, o por los Ministerios del Trabajo y de Transporte y Comunicaciones, previa consulta a los organismos sindicales y empresa​riales en el ramo); c) el costo del seguro contra accidentes y riesgos civiles del vehículo y de su conductor, en la medida que dichos Ministerios determinen en Resolución conjunta; y d) el suministro de uniformes, cascos y demás implementos de seguridad, una vez al año, por lo menos (Arte. 372-373).

DEL TRABAJO DE ACTORES, MÚSICOS, FOLKLORISTAS Y DEMÁS TRABAJA​DORES INTELECTUALES Y CULTURALES
Las condiciones de trabajo especiales de este importante núcleo de trabajadores serán fijadas por el Ejecutivo Nacional, mediante Decretos o Resoluciones. En las páginas introductorias del presente Capítulo, dedicado a los Regímenes Especiales de Trabajo, manifestamos nuestra extrañeza por el trato esquivo que esta apreciable categoría de trabajado​res recibió de un legislador minucioso, hasta la redundancia, en la regulación de otras especies de trabajo.
DEL TRABAJO DE LOS MINUSVALIDOS
Minusválida es, según el artículo 375 de la LOT, "toda persona cuyas posibilidades de aprendizaje y de obtener y conservar un empleo adecuado y de progresar en el mismo están sustancialmente reducidas a causa de una deficiencia física o mental".
El Ejecutivo Nacional establecerá los términos y condiciones en que las empresas públicas y privadas deberán conceder empleo a los minusválidos (Art. 376), y elaborará programas de "concientización" para ayudar a esta categoría de trabajadores, en coordinación con las asocia​ciones de patronos y trabajadores, el I. V.S.S. y cualquier otro ente público o privado dedicado a la atención de los minusválidos (Art. 378).
PROTECCIÓN LABORAL DE LA MATERNIDAD Y LA FAMILIA
Aunque la L.O.T. está rigurosamente asentada en el principio de igualdad en el trabajo —es decir, de remuneración y demás condiciones de trabajo— por razón del sexo del trabajador ella dedica su Título VI a la protección de la mujer "en su vida familiar, su salud, su embarazo y su maternidad".
El sistema de protección laboral de la mujer, como eje biológico del núcleo familiar, consiste en:
1. Prohibición al patrono de exigir exámenes médicos o de labora​torio destinados a diagnosticar el embarazo de la aspirante a un empleo, o de solicitar la presentación de certificados médicos con ese mismo fin (Art. 381). Este tipo de "prohibición" encierra realmente una limitación legal de la capacidad del patrono para contratar trabajadores de sexo femenino.
2. Inamovilidad en el empleo durante el embarazo, hasta un año después del parto. Este derecho tiene en común con la inamovilidad reconocida a ciertos trabajadores —(p. ej.: a los proponentes de un sindicato, artículo 450; o a los directivos del sindicato, art. 451); o a trabajadores en especial situación de peligro de pérdida del empleo por el ejercicio de sus derechos (p. ej.; durante la negociación colectiva o la tramitación y desarrollo del conflicto de trabajo, arts. 458 y 506)—, el hecho de que en ambos tipos de situaciones se requiere la calificación de la falta por el Inspector del Trabajo, de modo previo al despido (confróntese los arts. 384 y 453 LOT). Pero se diferencia en que la inamovilidad de la embarazada no suspende eljus variandi del patrono, dentro de las limitaciones impuestas por el artículo 382 para procurar el normal desarrollo del feto e impedir el aborto. El empleador puede trasladar a la trabajadora por razones de servicio justificadas, siempre que no se perjudique su estado de gravidez, se le rebaje el salario o, en general, se desmejoren sus condiciones de trabajo por ese motivo (Art. 383).
3. Descansos: prenatal de seis (6) semanas, y post-natal de doce (12) semanas; este último puede tener una duración mayor a causa de enfermedad que, según dictamen médico, sea consecuencia del embarazo o del parto, e incapacite para el trabajo.
Cuando el parto sobrevenga después de la fecha prevista, el descanso prenatal se prolongará hasta la fecha del parto, y la duración del descanso post-natal no podrá ser reducida (Art. 388 LOT).
Durante el lapso total de ambos descansos de maternidad la relación de trabajo se considerará suspendida, con los efectos previstos en los artículos 95 y 96 LOT, salvo para la antigüedad.
A nuestro modo de ver, los lapsos semanales de descanso deben considerarse de siete (7) días continuos cada uno, anteriores y posteriores al día del parto, que no se cuenta entre los de descanso (el Art, 385 concreta los períodos semanales mediante los adverbios: "antes" y "después" del parto, o sea, que no incluyen el día del alumbramiento).
Acogida a los lineamientos del Convenio N° 3 de la O.I.T., suscrito por Venezuela, relativo al empleo de mujeres antes y después del parto, la LOT declara irrenunciable, en el sentido de obligatorio, el descanso post-natal, a cuya duración debe acumularse el tiempo no utilizado del período prenatal a que la trabajadora tiene derecho, en los casos en que ella no haga uso de todo ese descanso por autorización médica, adelanto del parto, o por cualquier otra circunstancia (Art. 386).
4. Derecho a gozar de las vacaciones vencidas y no disfrutadas a continuación inmediata del descanso de maternidad, cuando así sea solicitado por la trabajadora.
5. Los períodos de descanso por maternidad deben computarse como tiempo de servicios, a los efectos de la antigüedad de la trabajadora (Art. 389). El conflicto colectivo (Art. 505 LOT) y la maternidad son excepciones únicas dentro del régimen general de la suspensión del contrato de trabajo, en cuanto al trato que recibe la antigüedad.
6. La trabajadora adoptante de un niño menor de tres (3) años tiene derecho a un descanso de maternidad de diez (10) semanas, como máximo, contado "a partir de la fecha en que le sea dado en colocación familiar autorizada por el Consejo de protección del niño y del adolescente con miras a la adopción" (Art. 387). Alude esta regla al período de prueba de por lo menos seis meses, en que el menor debe permanecer en el hogar del solicitante de la adopción.
Durante dicho lapso de suspensión de la relación de trabajo, así como también durante el año siguiente a la adopción, contado desde la fecha antes indicada, la trabajadora gozará de inamovilidad en su empleo.
7. Los períodos anuales de inamovilidad posteriores al parto y a la adopción están legalmente concebidos como medios de estrechar los nexos de familia y de facilitar la relación natural entre la madre y el hijo. En los supuestos de nacer muerto el hijo, o de morir en el curso del año de inamovilidad, la protección especial que este derecho de excepción concede a la trabajadora carece del objeto práctico para el cual fue instituido, por lo cual ha de entenderse extinguido, en el primer supuesto, al vencimiento del reposo post-natal; y, en el segundo, el día mismo del deceso del hijo que causa la inamovilidad.
8. Derecho a dos (2) descansos diarios de media (1/2) hora cada uno, para amamantar el hijo en la guardería respectiva. De no haber guarderías, dichos descansos serán de una (1) hora cada uno (Art. 393 LOT). Según el artículo 100 del RLOT , el período de lactancia no será inferior de seis (6) meses.
9. Los patronos que ocupen más de veinte (20) trabajadores deberán mantener una guardería infantil donde puedan dejar a sus hijos durante la jornada de trabajo. El cumplimiento de esta obligación podrá hacerse mediante acuerdo, aprobado por el Ministerio del ramo, de varios patronos para instalar y poner en funcionamiento una sola guardería equidistante a los diversos lugares de trabajo, o mediante el pago de los servicios de guardería a instituciones dedicadas a tal fin (Art. 392).
10. Durante la gravidez y la lactancia, el salario de la trabajadora no sufrirá diferencias con el de los demás trabajadores del establecimiento que ejecuten una labor igual (Art. 394).
11. Entre los diversos tipos prohibidos de discriminación, el artículo 89 de la Constitución de 24 de Marzo de 2000 (G.O. No. 5453 Ext.), incluye la originada por razones del sexo. En concordancia con el artícu​lo 43 de la Ley Organica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el artículo 12 del Reglamento L.O.T., considera ex​presión arbitraria de discriminación por razón del género de la persona del trabajador, el acoso u hostigamiento sexual, falta en que incurre "quien solicitare favores o respuestas sexuales para sí o para un tercero, o procurare cualquier tipo de acercamiento sexual no deseado, pre​valiéndose de una situación de superioridad y con la amenaza ex​presa o tácita de afectar el empleo o condiciones de trabajo de la víctima".
Se hace notar, sin embargo, que la indicada norma reglamentaria, no obstante estar inspirada en el mencionado texto legal sobre la violen​cia contra la mujer, parece reprimir por igual el acoso u hostigamiento contra el trabajador de sexo masculino.
El acoso sexual constituye una causa de retiro justificado del trabajador, sus​ceptible de ser incluida en el literal b) del artículo 103 de la Ley Orgánica del Trabajo, sin perjuicio de la acción de amparo constitucional a que se refiere el artículo 11 ejusdem.

Aporte de la Jurisprudencia:

La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en referencia a este tema, en su sentencia N° 025-14-02-1658-2002-2295, del año 2002, dispone:
“En este sentido, es importante señalar que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra en su artículo 76 la estabilidad laboral de la mujer embarazada, en los siguientes términos: 

“La maternidad y la paternidad son protegidas integralmente, sea cual fuere el estado civil de la madre o del padre. Las parejas tienen derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos o hijas que deseen concebir y a disponer de la información y de los medios que les aseguren el ejercicio de este derecho. El Estado garantizará asistencia y protección integral a la maternidad, en general a partir del momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el puerperio, y asegurará servicios de planificación familiar integral basados en valores éticos y científicos”. 

De lo anterior se desprende que, que efectivamente existe protección constitucional a toda mujer que se encuentre en estado de gravidez, por lo que deben gozar de protección especial durante el tiempo de la concepción, embarazo, parto y puerperio. 

En cuanto al alcance de dicha protección, esta Corte en sentencia de fecha 20 de mayo de 1998, (caso: Silvia Contramaestre vs. Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Funcionarios o Empleados de la Administración Pública Nacional de los Estados y Municipios) señaló que para desincorporar a una trabajadora en estado de gravidez, es necesario esperar el tiempo que falte del embarazo, así como también que se hayan extinguido todos los permisos correspondientes, de lo contrario se incurriría en una violación de los derechos constitucionales referidos a la protección maternal”. (Anexo: N° 025-14-02-1658-2002-2295).
DE LAS GUARDERÍAS INFANTILES
Patronos Obligados.
La Ley del Trabajo, hasta 1983, descansaba la obligación de mantener la guardería infantil en los patronos que ocupasen más de veinte obreras. La sustitución de este último vocablo por el genérico: trabaja​dores, en el texto del artículo 391 de la Ley Orgánica del Trabajo, introduce motivos de severas discrepancias en torno a su recta interpre​tación.
A nuestro juicio, recogido en la sentencia de 01 -06-94 dictada por la extinta C.S.J. en Pleno, examinada la doble razón de la regla (permitir al trabajador el ejercicio de la ocupación habitual y asegurar el cuidado integral del menor), el cambio de palabras en referencia no es una errata, ni constituye un desatino, dado que no sólo la mujer, sino también el hombre, puede hallarse comprendido en el supuesto de tener menores bajo su guarda, requeridos de una constante y responsable atención.
Según el artículo 360 de la LOPN A, que modifica el 264 del Código Civil, la guarda de los hijos menores de siete años corresponde a la madre, salvo por razones de salud o que no tenga ella la patria potestad. Ese deber de guarda comprende la custodia, la vigilancia y la orientación de la educación del menor (Art. 265 ejusdem). El artículo 192 del citado Código previene en idéntico sentido, en los supuestos de divorcio o de separación de cuerpos. Ello quiere decir que, de ordinario, son trabajadoras las que, por tener los menores de siete años (o de seis, según el Reglamento de la LOT) bajo su guarda, requieren de la guardería durante sus jornadas de trabajo.
Sólo por excepción trabajadores varones podrían estar colocados en situación análoga, tal como sucedería en los supuestos en que la madre hubiere sido privada de la patria potestad por incurrir en las causales previstas en los ordinales 4°, 5° y 6° del artículo 185 del Código Civil; o, en caso de muerte del padre, o de la madre en ejercicio de la patria potestad, en los supuestos de tutela del menor, o de atribución de la guarda a un tercero por graves motivos, según providencia del juez de Menores. (Después del 01-04-2000, el Juzgado competente es el Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente).
Sin embargo, en todas estas hipótesis de excepción, creemos que el patrono puede dar cumplimiento a su obligación, mediante la entrega de la cantidad requerida para el cuidado y vigilancia del menor "a instituciones dedicadas a tales fines" (Art, 392, b, LOT).
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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Caracas, 09.de octubre de  2007.  Años: 197º y 148º.
En el juicio por cobro de prestaciones sociales e indemnización por accidente de trabajo que sigue la ciudadana ZENAIDA DEL CARMEN GONZÁLEZ, actuando en nombre propio y en representación de sus hijos niños y adolescentes Norbis Segundo Román González, Beatriz Carolina Román González, José Gregorio Román González y José Luís Román González, representada por los abogados Mayda Colmenares de Suárez, Luís Colmenares e Iris Rivas, contra las sociedades mercantiles CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS BARALT C.A. (CONSTRUSERBCA) Y C.A. ENERGÍA ELECTRICA DE LA COSTA ORIENTAL DEL LAGO (ENELCO), sin representación acreditada en autos, la primera, y representada por los abogados Jesús Aranaga, Silvia Marín, Felipe Hernández Contreras, Alonso Romero Roa, Estela Hernández, Antonio Orlando Contreras, Germán Marrufo, Andreina Velasco de Manstretta, Alfredo Urdaneta, Claudia Beatriz Suárez Rodríguez, Víctor Aguilar, Jorge Antonio Leal y Carlos Enrique Luengo Herrera, la segunda, el Juzgado Noveno de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia en fecha 04 de junio de 2007, se declaró incompetente por la materia, declinando la competencia en el Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

En fecha 29 de junio de 2007, el Juez Nº 1 de la Sala de Juicio del Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Extensión Cabimas, se declaró también incompetente y planteó conflicto de competencia.

Recibido el expediente se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado quien con tal carácter suscribe este fallo y con vista de los elementos que cursan en autos, se pasa a decidir sobre la base de las siguientes consideraciones:

En relación con los procesos en los que niños o adolescentes sean partes, esta Sala de Casación Social ha establecido reiteradamente que respecto a las controversias de naturaleza laboral dispone el artículo 115 de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente dispone, en lo atinente a la competencia judicial en dicha materia, que corresponde a los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente el ejercicio de la jurisdicción para resolver los asuntos contenciosos del trabajo de niños y adolescentes, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, sin distinguir que figuren como legitimados activos o pasivos.
Según el criterio jurisprudencial, aquellas causas de naturaleza laboral en las que figuren niños o adolescentes -bien como demandantes o como demandados-, serán resueltas por los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente.
En el caso de autos, figuran como codemandantes los niños José Luis Román González y José Gregorio Román González, de ocho (8) años, nueve (9) meses y doce (12) días de edad el primero, y de nueve (9) años, diez (10) meses y veinticuatro (24) días de  edad el segundo, y el adolescente  Norbis Segundo Román González de dieciséis (16) años, diez (10) meses y dieciocho (18) días  de edad, según se desprende de sendas partidas de nacimiento que cursan a los folios diez (10), once (11) y trece (13) del expediente. Por tal razón, esta Sala concluye que el conocimiento de la presente causa corresponde al Juez Nº 1 de la Sala de Juicio del Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Extensión Cabimas.  

DECISIÓN
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara competente para conocer de la presente causa al JUEZ Nº 1 DE LA SALA DE JUICIO DEL TRIBUNAL DE PROTECCIÓN DEL NIÑO Y DEL ADOLESCENTE DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA, EXTENSIÓN CABIMAS.
Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal declarado competente. Particípese esta decisión al Juzgado Noveno de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la misma circunscripción judicial con sede en la ciudad de Cabimas. 
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REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
EN SU NOMBRE: 

JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL ESTADO MIRANDA. 
LOS TEQUES 

193º y 144º 


EXPEDIENTE Nº 05136 


PARTE ACTORA: 

DOMINGO MARTINEZ PEREZ, Colombiano, mayor de edad, de este domicilio, titular de la cédula de identidad Nº E- 82.064.987 y con domicilio procesal constituido en: Avenida Bolívar, Residencias Caracas, Mezzanina 2, Local 26, Procuraduría Especial del Trabajo; Los Teques-Estado Miranda. 


APODERADOS JUDICIALES DE LA PARTE ACTORA: 

MARBYS ESTHER RAMOS GOMEZ, ANA NANCY ALCOVER, MAGALI DE BORGES, ENRIQUE RAFAEL FERMIN MALAVER y OTROS, abogados de este domicilio, titulares de las cédulas de identidad Nºs. 10.350.827, 6.941.670, 4.249.486 y 3.822.817 respectivamente, e inscritos en el Inpreabogado bajo los Nºs. 68.435, 46.806, 62.714 y 32.574, respectivamente, en su carácter de PROCURADORES ESPECIALES DEL TRABAJO, como consta de instrumento poder inserto a los folios 18 y 19 del expediente. 


PARTE DEMANDADA: 

MARIA DORIS VEGAS COY, venezolana, mayor de edad, de este domicilio, titular de la cédula de identidad Nº 11.932.390 y con domicilio procesal constituido en: residenciada en: Urbanización Parque El Retiro, Segunda Etapa, Calle siete (7), Quinta San Onofre, San Antonio de Los Altos, Municipio Los Salias, Estado Miranda. 

APODERADOS JUDICIALES DE LA PARTE DEMANDADA: 

JOSE E. GOMEZ GOMEZ y ROSA JANETH GOMEZ MENDOZA, abogados en ejercicio e inscritos en el Inpreabogado bajo los Nºs. 14.921 y 69.359, respectivamente, tal y como consta de instrumento poder inserto a los folios 12 y 13 del expediente. 


SENTENCIA DEFINITIVA: 

PRESTACIONES SOCIALES 


I 
En fecha 03 de octubre de 2002, el ciudadano DOMINGO MARTINEZ PEREZ, asistido por el PROCURADOR ESPECIAL DEL TRABAJO DEL ESTADO MIRANDA, abogado ENRIQUE RAFAEL FERMIN MALAVER, presentó por ante este Juzgado, demanda por cobro de PRESTACIONES SOCIALES y otros conceptos laborales contra la ciudadana DORIS VEGAS COY; cuya demanda fue ingresada en el Libro de Causa bajo el Nº 05136 y admitida por auto de fecha 04 de octubre de 2002, ordenándose el emplazamiento personal de la demandada DORIS VEGAS COY para la contestación de la demanda, y se fijó un acto conciliatorio para el primer día de despacho siguiente a la contestación al fondo de la demanda.; citación que conforme a la declaración del alguacil de este Juzgado, se produjo el día 04 de noviembre de 2002. 


En horas de despacho del día 08 de noviembre de 2002, compareció el abogado JOSE E. GOMEZ GOMEZ, quien una vez acreditado su carácter de apoderado judicial de la demandada, según instrumento poder, consignó en cuatro (04) folios, escrito de contestación al fondo de la demanda.- Abierto el juicio a pruebas por imperio de Ley, ambas partes promovieron los medios que estimaron pertinentes para la mejor defensa de sus derechos e intereses, los cuales fueron oportunamente publicados, y admitidas por autos separados de fecha 20 de noviembre de 2002.- En fecha 26 de noviembre de 2002, la parte actora, a través de su apoderada judicial, abogada MARBYS ESTHER RAMOS, tachó los testigos promovidos por la parte demandada. 

Por auto de fecha 04 de diciembre de 2002, el Tribunal dejó expresa constancia del vencimiento del lapso de evacuación de pruebas en el proceso y del inicio del previsto en el artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, el cual se consumó íntegramente y así lo hizo constar el Tribunal por auto del 17 de diciembre de 2002, cuando fijó el decimoquinto día de despacho siguiente para los informes, que fueron oportunamente presentados por la parte actora, abriéndose de pleno derecho, el lapso de observaciones a los informes de la actora.- Por auto de fecha 10 de febrero de 2003, el Tribunal dejó constancia del vencimiento legal de observaciones a los informes, sin que la demandada las hiciera respecto de los rendidos por la parte actora, y declaró la causa en estado de sentencia, para lo cual fijó uno cualesquiera de los sesenta (60) días continuos. 

II 
En el día de hoy, tres (03) de junio de 2003, el Tribunal, conforme al artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, y en cumplimiento del requisito previsto en el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, lo hace sobre la base siguiente: 

M O T I V A C I O N 

Alegó la parte actora en su libelo de demanda, que en fecha 02 de febrero de 2001, comenzó a prestar servicios personales, de forma subordinada, ininterrumpida y constante en el tiempo, para la ciudadana DORIS VEGAS COY; desempeñando el cargo de Obrero de la construcción, devengando una remuneración de Bs. 240.000,oo mensuales; es decir Bs. 8.000,oo diarios; en una jornada de trabajo de lunes a viernes de 7:30 am. a 6:00 pm., hasta el día 20 de octubre de 2001; cuando en su decir, fue despedido injustificadamente. 

Acto seguido, procedió la representación judicial actora a demandar la cantidad de UN MILLON TREINTA Y SIETE MIL TRESCIENTOS TREINTA Y TRES BOLIVARES (Bs. 1.037.333,oo), que de manera textual discriminó así: 

“PREAVISO: ARTICULO 125 
POR CONCEPTO DE PREAVISO: 30 días x Bs. 8.000,00 = Bs. 240.000,00 
INDEMNIZACION DEL ARTICULO 125, Son 30 días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior a SEIS (6) meses. 30 x Bs. 8.000,00 = 240.000,00. 
PRESTACION DE ANTIGÜEDAD de conformidad con lo preceptuado en el Artículo. 108, Parágrafo Primero … 45 días X Bs. 8.000,00 = Bs. 360.000,00 
VACACIONES fraccionadas … artículo 219 de la LOT 10 días x Bs. 8.000,00 = Bs. 80.000,00 
BONO VACACIONAL FRACCIONADO.- … artículo 219 de la LOT 4.66 días x Bs. 8.000,00 = Bs. 37.333,33 
UTILIDADES: … artículo 174 de la LOT 10 días x Bs. 8.000,oo = Bs. 80.000,00 

Reclamó asimismo la corrección monetaria de los montos reclamados. 

En el término previsto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, para que tuviera lugar la contestación de la demanda compareció la demandada, a través de su apoderado judicial, abogado JOSE E. GOMEZ GOMEZ y consignó en autos en cuatro (04) folios, escrito que la contiene. 

Del contenido de dicho escrito se evidencia, que la demandada, en primer lugar negó de manera general en todas y cada una de sus partes la presente acción. 


Consta asimismo del escrito de contestación a la demanda, que respecto de los hechos libelados, el apoderado judicial de la parte demandada señaló de manera textual, que lo cierto en el presente caso es que: 


“…, lo cierto es que el ciudadano DOMINGO MARTINEZ PEREZ, se desempeñó en la residencia de la demandada, en calidad de TRABAJADOR DOMESTICO, por cuanto prestaba sus labores propios de esa figura laboral, la cual se encuentra definida en el artículo 274 de la LEY ORGÁNICA DEL TRABAJO; y es así puesto que en oportunidades hacía labores de jardinería, cuidador de animales domésticos, realizaba mandados, etc.etc., y de otra parte pernotó (sic), todo el tiempo, en dicha residencia, quiero agregar que devengaba una remuneración de conformidad con lo pautado como SALARIO MINIMO para aquél momento. 
… 
En la segunda quincena del mes de Octubre del año dos mil uno, (2001), encontrándose mi representada en el exterior, …, el demandante sostuvo una discusión, por motivos que no biene (sic) al caso referir, con la madre de su patrona, donde él le profirió palabras ofensivas y soeces, a pesar de la avanzada edad y su condición de mujer. DORIS VEGAS COY, al darse por enterada de los sucedido le increpó su actitud, y el día sábado, veinte de Octubre de ese mismo año, en horas tempranas DOMINGO MARTINEZ PÉREZ se marchó de su lugar de trabajo, sin esperar siquiera, la cancelación de su salario, he de hacer notar que percibía su salario semanalmente, siendo el día trece (13) del mes y año referido su última cancelación salarial. 
He de hacer notar que en varias oportunidades DOMINGO MARTINEZ PÉREZ, se dirigió a los órganos administrativos laborales, y quien suscribe representó a la demandada, y el demandante debe recordar que los funcionarios que atendieron el asunto le manifestaron que sin el ánimo de entrar a calificar las características de trabajo que ejerció, las prestaciones que le calcularon fue la correspondiente a las devengadas por un trabajador doméstico, ello dado el resultado, de preguntas y respuestas. 
… 
invoco a favor de la parte demandada, las disposiciones contenidas en los artículos 274 y 279, ambos de la LEY ORGANICA DEL TRABAJO vigente; con la observación de que en cuanto al último articulado, es en relación a: “…No obstante, el patrono puede hacer cesar sin aviso previo los servicios, en los casos de abandono, falta de probidad, honradez o moralidad, falta de respeto o maltrato a las personas de la casa y en los de desidia manifiesta en el cumplimiento de sus deberes..” (Negritas del exponente) 

Con vista de la contestación a la demanda, la sentenciadora considera prudente señalar la distinción que existe entre defensa (contradicción pura y simple de la pretensión) y excepción (manifestación de determinada razón para contender la pretensión, sin discutirla propiamente) 

Fundamentos del Principio de la Distribución del Riesgo, consagrado en los artículos 1.354 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil, aplicables en materia laboral, con la dispensa de prueba de los hechos admitidos tácitamente, conforme a lo previsto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. 

En el caso de autos se observa, que de los alegatos libelados, la demandada de manera expresa admitió, la prestación personal de servicios por parte del actor; y tácitamente al guardar silencio; la fecha de inicio de los servicios.- Hechos estos, que al estar admitidos; en aplicación de la consecuencia establecida en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, quedan expresamente excluidos del debate probatorio.- Así se deja establecido. 

Con vista de los términos de la contestación de la demanda, la parte accionada invirtió la totalidad de la carga probatoria; y en tal sentido, asumió para sí, la carga de demostrar: 

1) La condición de trabajador doméstico que atribuyó al demandante, 

2) El abandono de trabajo por parte del demandante que le imputó en la contestación; y ello, por cuanto, aún para el supuesto de quedar demostrada la condición de trabajador doméstico del demandante, si no lo queda el alegado abandono, procederán en beneficio del reclamante, los conceptos que consagra la Ley Orgánica del Trabajo para los trabajadores doméstico. 

3) Cual era el salario real del demandante, que la accionada se limitó a señalar que era el “SALARIO MINIMO, para aquél momento.” Cuyo monto no señaló, así como también omitió la fecha a la cual se refería con la expresión “para aquél momento.” Quedando por tanto entendido, que de no lograr la accionada demostrar cual era el salario que en su decir, devengaba el demandante, distinto del señalado por él; esta Sentenciadora tendrá como cierto el alegado por el actor en el libelo; de igual modo; de no quedar demostrados en juicio, los otros dos supuestos que constituían la carga probatoria de la accionada, constitutivos de los hechos por ella alegados, con el ánimo de enervar las pretensiones del accionante, deberá esta Juzgadora declarar procedente la presente acción.- Así se deja establecido. 

Pasa el Tribunal a analizar las pruebas aportadas por la accionada para verificar si logró cumplir la carga probatoria que su conducta en la litis le impuso y a tal efecto observa, que en la secuela probatoria del proceso; dicha parte, luego de invocar de manera genérica, el mérito favorable de los autos en su beneficio y promovió TESTIMONIALES de los ciudadanos EZEQUIEL MORENO, BIANCA LEE SANCHEZ DUGARTE, CARLOS BRITO DIAZ y RAFAEL ERNESTO ABREU. 
El llamado “mérito favorable de los autos”, sin ser una mención ilegal, no puede de manera aislada y genéricamente invocado, considerarse un medio probatorio en sí mismo. 

En tal sentido se pronunció nuestro máximo Tribunal en fallo de fecha 26 de mayo de 1999, cuando señaló: 

“…En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales… 
…Para decidir, se observa: 
En cuanto a la reproducción del mérito favorable de los autos que se acusa de haber silenciado la recurrida, la Sala considera que la reproducción de este mérito favorable, por sí mismo, no constituye un medio probatorio susceptible de ser silenciado por la alzada. En todo caso, si de las actas del expediente aparece que existen probanzas de la parte actora que le favorecían y que el sentenciador no las consideró ni valoró, debió hacerse en la formalización la acotación y el señalamiento expreso correspondiente. 
Empero el formalizante no indica nada al respecto en cuanto a este mérito favorable de los autos, por lo que la Sala no tiene materia sobre la cual decidir en torno a este particular de haber silenciado la recurrida el mérito favorable de los autos a favor de la parte recurrente.” Sentencia del 26 de mayo de 1999 (C.S.J.- Casación Civil). A.R. Almea contra Contraloría General del Estado Delta Amacuro. (Negritas y Subrayados del Tribunal) 

En aplicación del contenido del fallo supra transcrito, que esta Juzgadora comparte en su totalidad, respecto del referido mérito favorable de los autos; el Tribunal no tiene materia que analizar.- Así se deja establecido. 

En cuanto a las testimoniales promovidas, se observa que sólo rindieron su declaración los ciudadanos EZEQUIEL MORENO, BIANCA LEE SANCHEZ DUGARTE y CARLOS BRITO DIAZ, por lo que en relación con el ciudadano RAFAEL ERNESTO ABREU, el Tribunal no tiene materia que analizar. Así se deja establecido. 
Antes de proceder al análisis de las declaraciones rendidas por los tres ciudadanos mencionados, debe necesariamente esta Sentenciadora, pronunciarse sobre la tacha que de dichos testigos, una vez evacuados, hiciera la representación judicial actora, y en tal sentido observa, que dicha parte tachó la declaración de los nombrados testigos EZEQUIEL MORENO, BIANCA LEE SANCHEZ DUGARTE y CARLOS BRITO DIAZ; por cuanto en su decir; se denota en sus declaraciones una carga afectiva que hace dudar la imparcialidad de los testigos; evidenciándose en su criterio, en las referidas declaraciones: “...que las mismas esta (sic) contemplado dentro de los parámetros establecidos en los articulados establecidos en el Código Penal y Artículo 478 del Código de Procedimiento Civil,...” (Negritas, cursivas y subrayados del Tribunal) 

Ahora bien, el Código Penal, señalado de manera genérica por la representación judicial actora, es un instrumento legal que supera los cuatrocientos artículos; por lo que no puede pretender la apoderada actora, que esta Juzgadora supla su falta de señalamiento de la norma aplicable a la circunstancia que en su decir pudiese invalidar los dichos de los testigos; es decir, que sea esta Juzgadora, sin absolutamente ningún argumento de hecho, efectuar al azar, el proceso de subsunción del hecho (no invocado) en el derecho; lo que por sí solo hace improcedente la tacha propuesta.- Así se deja establecido. 

De otra parte, también de manera genérica invoca la apoderada judicial del demandante el artículo 478 del Código de Procedimiento Civil, pretendiendo con ello invalidar los dichos de los testigos, cuando es lo cierto, que la referida norma comporta un conjunto de supuestos de procedencia de las inhabilidades de los testigos, que requiere necesariamente, en criterio de quien aquí decide, se indique en cual de los diferentes supuestos contemplados en el mencionado artículo, estarían incursos los deponentes, que los descalifique como tales testigos; por cuanto aceptar el ataque a los testimonios; formulado de manera vaga y sin fundamentación ninguna, por la apoderada judicial del demandante, afectaría en forma directa, el derecho de defensa de la demandada, quien vería negada su posibilidad de triunfo, cuando del escrito de promoción de pruebas de la parte demandada se desprende; que dicha parte estimó, que era ese –la prueba testimonial- el único medio del que disponía para demostrar los alegatos y defensas que esgrimió en la contestación de la demanda..- Así se deja establecido. 

Aunado a ello, no consta de las actas procesales, prueba ninguna aportada por la parte actora tendente a demostrar alguna circunstancia, que pudiera incidir en el ánimo de quien decide, para considerar que los testigos mintieron; que son enemigos manifiestos del demandante; que tienen algún vínculo de gratitud con la demandada; o en fin, alguna relación de dependencia con ésta, que comprometa su imparcialidad; salvo el caso de la ciudadana BIANCA LEE SANCHEZ DUGARTE, quien conforme a su declaración manifestó tener una relación con el hijo de la señora Doris, de quien afirmó ser novia; siendo por tanto su testimonio inválido por estar orientado por la amistad íntima que le une con la familia de la accionada y con esta misma; más esta circunstancia, no aplica para los otros dos testigos; razones todas estas, que dar mérito a esta Sentenciadora, para ratificar, su anterior apreciación respecto de la improcedencia de la tacha de los testigos EZEQUIEL MORENO y CARLOS BRITO DIAZ propuesta por la parte actora; y en consecuencia, respecto de ellos, la declara sin lugar.- Así se decide. 

Resuelta como ha sido la tacha de testigos, el Tribunal, antes de proceder al examen de las testimoniales, estima prudente transcribir el artículo 274 de la Ley Orgánica del Trabajo, que textualmente prescribe: 

"Se entiende por trabajadores domésticos los que prestan sus labores en un hogar o casa de habitación a una persona determinada, para su servicio personal o el de su familia, tales como choferes particulares, camareros, cocineros, jardineros, niñeras, lavanderas, y de otros de esta misma índole." 

Pasa a continuación el Tribunal, a examinar las testimoniales evacuadas por la demandada, para verificar si con ellas logra, demostrar la condición de trabajador doméstico del demandante, que alegó en la contestación de la demanda. 

Consta de la declaración de los testigos EZEQUIEL MORENO y CARLOS BRITO DÍAZ, que ambos testigos conocen suficientemente a las partes involucradas en la presente litis, por ser inquilinos de la residencia donde funciona la casa de habitación de la demandada; por cuya circunstancia manifestaron, que les consta que el ciudadano DOMINGO MARTÍNEZ PÉREZ, quien pernoctaba en la casa de habitación de la demandada; ejercía labores domesticas, tales como: limpieza de áreas verdes, jardinería, cuidado de animales, como perros; limpieza de la casa, estar pendiente de la casa. 

De igual forma consta de dichas declaraciones, que los testigos afirmaron que les consta que los servicios del actor finalizaron, a consecuencia de un fuerte intercambio de palabras con la madre de la demandada y con el Conserje de la casa. 

Como se observa del análisis de las testimoniales respecto de la naturaleza de los servicios prestados por el actor, logra la accionada demostrar la condición de trabajador doméstico del demandante DOMINGO MARTINEZ PEREZ.- Así se deja establecido. 

En cuanto a la remuneración del demandante, respecto del cual, como arriba se dijo, la demandada se limitó a señalar que era el “SALARIO MINIMO, para aquél momento.” Sin señalar cuál era el monto y a cuál fecha se refería con la expresión “para aquél momento.”, evidenciándose que dicha parte pretendió probar este alegato con las declaraciones de los mencionados ciudadanos Ezequiel Moreno y Carlos Brito, quienes se limitaron a ratificar que el actor devengaba salario mínimo, obviando también señalar cuál era ese supuesto salario mínimo.- En consecuencia, esta Sentenciadora tiene como cierto el salario de DOSCIENTOS CUARENTA MIL BOLIVARES (Bs. 240.000,oo) mensuales; es decir Bs. 8.000,oo diarios.- Así se deja establecido. 

Por último, en cuanto a la forma de terminación de terminación de los servicios, consta del escrito de contestación a la demanda, que la accionada a través de su apoderado judicial alegó el abandono de trabajo por parte del demandante; más sin embargo, no existe en los autos, prueba ninguna de esta circunstancia; lo que lleva al convencimiento de quien decide, a considerar que los servicios del demandante finalizaron por despido.- Así se deja establecido. 

Analizadas las únicas pruebas promovidas por la demandada, como arriba se dijo, logra dicha parte en criterio de esta Juzgadora demostrar, la condición de trabajador doméstico del actor. 

Señala el artículo 275 de la Ley Orgánica del Trabajo: 

"Los trabajadores domésticos que habiten en la casa donde prestan sus servicios no estarán sujetos a horario, ni a las disposiciones de los Títulos II, III y IV de esta Ley. Su trabajo será determinado por la naturaleza de su labor y deberán tener un descanso absoluto mínimo continuo de diez (10) horas. ..." 

Conforme a la esta disposición, el actor, en su condición de doméstico, no está sujeto a las disposiciones de los Títulos II, III y IV de la Ley Orgánica del Trabajo, que contemplan; El II: Todo lo relativo a la relación de trabajo y comprende también lo atinente a la sustitución de patronos, la terminación de la relación laboral y concluye con la estabilidad en el trabajo.- El III: Que se inicia con la remuneración y comprende todo lo relativo al salario y sus distintas modalidades, la protección del salario y concluye con la participación en los beneficios y el IV: Que se inicia con las condiciones de trabajo y contempla todo lo relativo a la jornada de trabajo, las horas extraordinarias, los días hábiles para el trabajo, las vacaciones y concluye con la participación en los beneficios.- Así se deja establecido. 

Ahora bien, consta del escrito libelar, que el demandante, entre otros beneficios, peticiona el pago de Bs. 80.000,oo por concepto de UTILIDADES. 

Respecto de este reclamo, la Sentenciadora estima prudente transcribir el contenido del artículo 278 de la Ley Orgánica del Trabajo, cuyo texto es del siguiente tenor: 

"Los trabajadores domésticos tendrán derecho a una prima de navidad en la primera quincena de diciembre, conforme a las reglas siguientes: 
a) Después de tres (3) meses de servicio, de cinco (5) días de salario; 
b) Después de seis (6) meses de servicio, de diez (10) días de salario; y 
c) Después de nueve (9) meses de servicio, de quince (15) días de salario." 

Dada la naturaleza de la prestación de los servicios del aquí demandante, en su condición de trabajador doméstico, él tal como se señaló supra, está excluido de la disposición legal relativa a la participación en los beneficios, correspondiéndole sí el pago de la prima de navidad a que se contrae el artículo arriba inmediatamente transcrito, en el presente caso, equivalente a quince (15) días de salario.- Así se deja establecido. 

Por último, en cuanto a la forma de terminación de terminación de los servicios, que el actor alegó fue por despido injustificado y que la demandada en la contestación, por intermedio de su apoderado judicial alegó el abandono de trabajo por parte del demandante; más sin embargo, no existe en los autos, prueba ninguna de esta circunstancia; lo que lleva al convencimiento de quien decide, a considerar como ciertos los dichos del demandante en cuanto a la fecha y forma de terminación de los servicios; vale decir, el 20 de octubre de 2001 por despido injustificado.- Así se deja establecido. 

Ahora bien, en cuanto a la indemnización por despido; si bien el artículo 281 de la Ley Orgánica del Trabajo, consagra que en caso de despidos injustificados, el trabajador doméstico tiene derecho a una indemnización equivalente a la mitad de los salarios devengados en el mes inmediatamente anterior, por cada año de servicios; tal beneficio no puede ser acordado en este proceso a pesar del despido injustificado del actor; toda vez que la norma no consagra su procedencia para aquellos casos en que se hubiere laborado menos de un año; es decir, no previó el legislador, que la fracción de seis (6) meses se computase como un año, como sí lo hizo de manera expresa en los casos de los trabajadores ordinarios.- En consecuencia, no se acuerda el pago de la indemnización prevista en el artículo 281 de la Ley Orgánica del Trabajo, ni la reclamada del artículo 125 eiusdem; toda vez que el actor no está amparado de estabilidad.- Así se declara. 

Establecido como ha quedado que el actor era una trabajador doméstico que ingresó a prestar servicios el día 02 de febrero de 2001, devengando como remuneración la suma de Bs. 240.000,oo mensuales; es decir, Bs. 8.000,oo diarios y que el mismo está excluido de la estabilidad prevista en el artículo 112 de la Ley Orgánica del Trabajo, pasa el Tribunal a establecer los derechos que le corresponden con ocasión de la terminación de sus servicios. 

PRIMA DE NAVIDAD: Conforme al literal c) del artículo 278 de la Ley Orgánica del Trabajo, corresponde al demandante el pago de quince (15) días de salario, los cuales multiplicados por el salario diario de Bs. 8.000,oo arroja como resultado la suma de Bs. 120.000,oo. 
VACACIONES: Conforme al artículo 277 de la Ley Orgánica del Trabajo, como quiera que la prestación de servicios del trabajador se extendió por espacio de ocho (8) meses y dieciocho (18) días, y que a los efectos de este pago se computan solo los ocho meses, tenemos que le corresponde el pago de 10 días, los cuales multiplicados por el salario diario de Bs. 8.000,oo, alcanza un monto de Bs. 80.000,oo. 

Los conceptos arriba señalados, sumados todos alcanzan un monto de DOSCIENTOS MIL BOLIVARES (Bs. 200.000,oo) que es lo que en definitiva corresponde al trabajador con ocasión de la terminación de sus servicios, y no la suma reclamada de Bs. 1.037.333,oo por lo que la presente acción prospera en forma parcial y así habrá de determinarse en la parte dispositiva de este fallo.- Así se decide. 

Por último, este Tribunal procediendo de conformidad con lo establecido en el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil y observando que el fallo dictado en fecha 17 de marzo de 1993 por la Sala de Casación Civil de la desaparecida Corte Suprema de Justicia determinó que: 

"...Esta Sala, apoyada en la noción de orden público y en la irrenunciabilidad de las disposiciones y normas que favorecen a los trabajadores (artículo 6 de la Ley del Trabajo derogada, equivalente al artículo 3 de la vigente Ley Orgánica del Trabajo), conceptúa que el ajuste monetario puede ser ordenado de oficio por el Juez, aunque no haya sido solicitado por el interesado, basado en que la restitución del valor de las obligaciones de dinero al que poseía para la fecha de la demanda, no es conceder más de lo pedido, sino conceder exactamente lo solicitado, teniendo en cuenta que el trabajador tiene el derecho irrenunciable a la prestación no disminuida por la depreciación cambiaria. Por consiguiente, este Alto tribunal declara materia relacionada con el orden público social la corrección monetaria en los juicios laborales que tengan por objeto la cancelación de las prestaciones sociales a los trabajadores, lo cual ordenará de oficio a partir de la fecha de publicación del presente fallo..." 

Este Tribunal, en estricto acatamiento de lo allí decidido, ordena la corrección monetaria sobre la cantidad condenada a pagar en esta decisión; es decir, DOSCIENTOS MIL BOLIVARES (Bs. 200,000,oo), para lo cual en la oportunidad de la ejecución del fallo definitivamente firme, solicitará del Banco Central de Venezuela un informe sobre el índice inflacionario acaecido en el país, entre la fecha de admisión de la demanda; vale decir, desde el día 04 de septiembre de 2002 y la fecha de ejecución de la sentencia, a fin de que este índice se aplique al monto que en definitiva corresponda pagar al demandante. 


III 

Por todos los razonamientos anteriores, este Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley declara: PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda por cobro de prestaciones sociales incoada por el ciudadano DOMINGO MARTINEZ PEREZ contra la ciudadana MARIA DORIS VEGA COY ambas partes anterior y plenamente identificadas en este fallo. 

Dada la naturaleza parcial de esta decisión, no hay especial condenatoria en costas. 

Por cuanto esta decisión se dicta y publica fuera del lapso de Ley para sentenciar, de conformidad con el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil, se ordena notificar a las partes, en su domicilio conforme al artículos 174 eiusdem y en la forma prevista en el artículo 233 ibídem, en el entendido que primer día de despacho siguiente a la última que de ellas se practique, comenzará a correr el lapso del Ley para ejercer recursos contra dicho fallo. 

PUBLIQUESE, REGISTRESE, DEJESE COPIA y NOTIFIQUESE. 
Dada, firmada y sellada en la Sala del Despacho del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, a los tres (03) días del mes de junio de dos mil tres (2003).- Años: 193º de la Independencia y 144º de la Federación. 
GLORIA GARCIA ZAPATA 
JUEZ TITULAR 

CORINA RODRIGUEZ SANTOS 
SECRETARIA TITULAR 


NOTA: En la misma fecha de hoy 03/06/2003, siendo las 11:20 am., previo el cumplimiento de las formalidades de Ley, se dictó y publicó el anterior fallo, 

LA SECRETARIA 
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REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
PODER JUDICIAL 

JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA DE JUICIO 
DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL 
ESTADO MIRANDA CON SEDE EN GUARENAS 

EXPEDIENTE N° 822-05. MOTIVO: PRESTACIONES SOCIALES. 

PARTE DEMANDANTE: Jesús Aníbal Rosas, venezolano, mayor de edad, de este domicilio y titular de la cédula de identidad N°21.106.479. 

APODERADOS JUDICIALES DEL DEMANDANTE: Ubencio Acevedo, Edgar Méndez y Luis Enrique Sosa Nieves, venezolanos, mayores de edad, abogados en ejercicio, inscritos en el inpreabogado bajo los N°32.830, 61.517 y 25.238, respectivamente. 

PARTE DEMANDADA: Industrias Hanson & Hanson C.A., inscrita por ante el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, en fecha 06-04-1994, bajo el N°16, Tomo 7 A-Sgdo. Asesorarca C.A., inscrita por ante el Registro Mercantil Quinto de la Circunscripción Judicial del Distrito Capital y Estado Miranda, en fecha 10-10-2003, bajo el N°43, Tomo 819 A. 

APODERADOS JUDICIALES DE LAS DEMANDADAS: 

Industrias Hanson & Hanson C.A.: Antonio Bello Lozano Márquez, Henry Sanabria Nieto, Grecia Parra González y Humberto Enrique Bello Tabares, abogados en ejercicio, inscritos en el Inpreabogado bajo los N°16.957, 58.596, 70.605 y 70.634, respectivamente. 

Asesorarca C.A.: Antonio Bello Lozano Márquez, Henry Sanabria Nieto y Leandro Cárdenas Castillo, abogados en ejercicio, inscritos en el Inpreabogado bajo los N°16.957, 58.596 y 106.686, respectivamente. 


I 

Se da inicio a la presente causa por interposición de demanda en fecha 21 de octubre de 2005 por el abogado Ubencio Acevedo, identificado en los autos (folios 1 al 6 pp.), la cual previa distribución correspondió conocer al Juzgado Sexto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de esta Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Guarenas, procediendo a admitir la demanda previa subsanación del libelo en fecha 15 de noviembre de 2005 (folio 15 pp.). 

En fecha 09 de febrero de 2006 se da inicio a la Audiencia Preliminar compareciendo el demandante, y la codemandada sociedad mercantil ASESORARCA 2002 C.A. quienes consignaron escrito de promoción de pruebas (folio 23 y 24 pp.), y por cuanto la codemandada INDUSTRIAS HANSON & HANSON C.A. no compareció a la audiencia preliminar, se declaró, en lo que respecta a esta última, la presunción de la admisión de los hechos alegados, razón por la que el Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución, previa incorporación de las pruebas, remitió el expediente a juicio en fecha 17-03-2006 (folio 22 sp.). 

II 

Este Tribunal da por recibido el expediente en fecha 11 de abril de 2006 (folio 24 sp.), y procede a pronunciarse respecto a la admisión de las pruebas promovidas (folios 25 al 28 sp.) y a fijar la oportunidad para su evacuación (folios 29 al 30 sp.) la cual tuvo lugar el día 16 de mayo de 2006 (folios 34 al 36 sp.), dictándose el dispositivo del fallo declarando, Parcialmente Con Lugar la demanda incoada por el ciudadano Jesús Aníbal Rosas contra las sociedades mercantiles INDUSTRIAS HANSON & HANSON C.A. y ASESORARCA C.A. (folio 38 sp.), por lo que siendo la oportunidad para reproducir el texto íntegro de la sentencia se procede a hacerlo en base de la siguiente motivación: 

Afirma el accionante que comenzó a prestar servicios de manera simultánea para las sociedades mercantiles Industrias Hanson & Hanson C.A. y Asesorarca C.A., Soluciones Operativas 1002 C.A. desde el 02-07-2001, como Conserje y Vigilante, laborando de martes a jueves desde las 5:00 p.m. hasta las 7:30 a.m. y de viernes a lunes, de 9:00 p.m. hasta las 7:30 a.m., incluyendo los días feriados, hasta el 10-06-2004, fecha en la que disfrutó sus vacaciones vencidas. Agrega el actor que al regresar de sus vacaciones, comenzó a prestar servicio solamente como Vigilante, a partir del 10-08-2004, en el horario de 7:30 a.m. a 5:00 p.m., señala que la relación de trabajo terminó el 09-11-2004, cuando fue despedido de manera injustificada. 

Indica que el salario devengado durante la relación laboral varió de la manera siguiente: 

Desde 02-07-2001 hasta 30-04-2002 Bs. 5.266,67. 
Desde 01-05-2002 hasta 02-05-2003 Bs. 6.333,33. 
Desde 03-05-2003 hasta 31-09-2003 Bs. 6.969,60. 
Desde 01-10-2003 hasta 30-04-2004 Bs. 8.236,80. 
Desde 01-05-2004 hasta 30-07-2004 Bs. 9.884,10. 
Desde 01-08-2004 hasta 09-11-2004 Bs. 10.707,84. 

Demanda el actor los conceptos de prestación de antigüedad, vacaciones fraccionadas, utilidades, bono vacacional, salarios retenidos, diferencia de salario mínimo desde 01-05-2003 hasta 31-09-2003, desde 01-10-2003 hasta 31-04-2004, desde 01-05-2004 hasta el 31-07-2004, desde 01-08-2004 hasta el 09-11-2004, diferencia de horas extras, e indemnizaciones por despido injustificado, totalizando su pretensión en la cantidad de Bs.5.965.358,60. 

Al momento de contestar la demanda el apoderado judicial de las codemandadas consignó un solo escrito de contestación, en el cual indica que actúa en su carácter de apoderado judicial de la empresa ASESORARCA 2002 C.A. y ejerce defensas a favor de la sociedad mercantil Industrias Hanson & Hanson C.A. –quien no compareció a la audiencia preliminar- y por otra parte, señala en el capítulo II de su escrito, como sub-título “Del rechazo a la demanda por parte de la CORPORACIÓN ENTREVINOS C.A.”, la cual no fue demandada en el presente juicio; al respecto esta juzgadora, tomando en cuenta en su integridad el escrito de contestación, así como todas las actuaciones de la representación judicial de la codemandada, considera que su conducta procesal está dirigida a contestar en nombre de las empresas que efectivamente fueron demandadas, por tanto; al no haber hecho la parte actora ninguna observación al respecto en la audiencia oral y pública, esta juzgadora da por entendido, que en el subtítulo del capítulo II existe un error material en cuanto a favor de quien se ejerce dicha defensa, entendiéndose entonces que contestó en representación de ASESORARCA 2002 C.A. Así se aprecia. 

Ante lo señalado, se observa que en la contestación, la representación judicial de las codemandadas, negó los siguientes hechos: 

-Que haya despedido al accionante en los términos planteados en el libelo, negó la existencia de un grupo de empresas, alegando que Industrias Hanson & Hanson, C.A. es una empresa constituida con anterioridad a Asesorarca 2002 C.A., con participación accionaria distinta y administración diferente. 

-Que el actor haya prestado servicios como vigilante, y que durante el período comprendido entre el 02-07-2001 y el 10-06-2004, haya realizado labores de vigilante, alegando que el mismo suscribió un contrato como conserje. 

-Que no se le hayan cancelado las prestaciones sociales, alegando el pago de las mismas. 

-Que haya sido despedido, alegando que el actor hizo entrega voluntaria del inmueble ocupado por él como conserje, y que la relación laboral culminó el 10-06-2004, igualmente, afirma que durante el período comprendido entre el 10-06-2004 y el 30-07-2004, el accionante no trabajó. 

-Que se le deba diferencias de salario, alegando que su pago se efectuaba de acuerdo con el salario correspondiente a los conserjes de conformidad con el salario mínimo decretado para tales trabajadores, así como todos y cada uno de los conceptos demandados. 

Ante el libelo y los argumentos de defensa de la representación judicial de las codemandadas expuestos en su contestación, así como los señalados en la audiencia oral y pública, solo en relación a la sociedad mercantil ASESORARCA 2002 C.A., más no de Industrias Hanson & Hanson, C.A., -en vista de que esta última incurrió en admisión de los hechos-, sólo debe esta juzgadora verificar, si las peticiones del actor en contra de esta codemandada no son contrarias a derecho; no obstante; previamente se deja establecido que los hechos controvertidos a resolver en la presente causa son los siguientes: 

-Si efectivamente existe la solidaridad entre las demandadas denominadas ASESORARCA 2002 C.A., e Industrias Hanson & Hanson, C.A. –El cargo desempeñado por el actor. -El motivo de la terminación de la relación laboral. –Así como el hecho de que el actor haya laborado horas extras y la procedencia de todos los beneficios laborales demandados. Así se establece. 

En consideración a lo establecido se procede a analizar el acervo probatorio, a los fines de resolver los hechos controvertidos, en virtud del principio de la comunidad de la prueba de la siguiente manera: 

1. Documental marcada “A” (folio 35 pp.), referente a copia simple de constancia de trabajo a nombre del actor, dicha documental emana de un tercero que no es parte en la presente causa, y al no ser ratificada mediante la prueba testimonial, no se le da valor probatorio de conformidad con el artículo 79 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide. 

2. Documentales marcadas “B”, (folios 36 al 39 pp., 175 al 211 pp.), referentes a recibos de pagos a nombre del actor emanadas de la empresa Asesorarca 2002 C.A, a los que se les da valor probatorio de conformidad con el artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide. 

3. Documentales marcadas “B”, (folios 41 al 62 y del 75 al 173 pp.), referentes a recibos de pagos a nombre del actor emanadas de las empresas Soluciones Operativas 1002 C.A. y Servicios Administrativos 2002, C.A, dichas documentales emanan de terceros que no son partes en la presente causa y al no ser ratificadas mediante la prueba testimonial, no se les da valor probatorio de conformidad con el artículo 79 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide. 

4. Documentales marcadas “C” (folios 63, 64 y 65 pp.), de las cuales se observa: En cuanto a la inserta al folio 63 pp, la misma corresponde a un escrito donde se reflejan unas serie de funciones, el cual no está suscrito por persona alguna, por tanto; no se le atribuye valor probatorio. En cuanto a la inserta al folio 64 pp, la misma corresponde a comunicación en copia fotostática, la cual al ser impugnada por la representación judicial de la codemandada, no surte valor probatorio en conformidad a lo previsto en el artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. En lo que respecta a la inserta al folio 65 pp, esta juzgadora adminiculándola con las probanzas antes valoradas, le atribuye valor probatorio en conformidad con los artículos 10, 78, 116, 117 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, respecto a que el actor se desempeñaba como vigilante. Así se decide. 

5. Documentales marcadas “C” (folios 66 al 72 pp.) referentes a recibos de pagos de utilidades, vacaciones, a nombre del accionante, emanadas de la sociedad mercantil Soluciones Operativas 1002 C.A., no se les atribuye valor probatorio por ser documentales emanadas de terceros que no fueron ratificadas en juicio mediante la prueba testimonial, de conformidad con el artículo 79 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide. 

6. Documental marcada “C” (folio 73 pp.) referente a recibo de pago de vacaciones y bono vacacional de los períodos comprendidos desde el 02-07-01 hasta el 02-07-04, a nombre del accionante, emanada de la sociedad mercantil Asesorarca C.A, del que se observa que corresponde a períodos que no fueron reclamados por el accionante, por tanto se desechan por no aportar nada a la presente causa. Así se decide. 

7. Documental marcada “A” (folio 6 sp.) emanado de Asesorarca 2002, C.A., referente a Liquidación de Contrato de Trabajo del accionante, la cual al ser reconocida por el actor expresamente en su declaración de parte; lo cual constituye una confesión de haber recibido de la demandada las cantidades de dinero allí especificadas, es razón por la cual esta juzgadora le atribuye valor probatorio de conformidad con el artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide. 

8. Documental marcada “B” (folios 7 y 8 sp.) referente a Contrato de Trabajo emanado de Soluciones Operativas 1002, C.A., por tanto; al no ser ratificada en juicio mediante la prueba testimonial, de conformidad con el artículo 79 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, no surte valor probatorio. Así se decide. 

9. Documental marcada “C”, (folio 9 sp.) referente a una declaración unilateral por parte del actor en la cual deja constancia de la entrega del inmueble perteneciente a Corporación Hanson & Hanson C.A. en la cual se hace constar las condiciones en que este se encontraba, la cual nada aporta para resolver la presente causa, por tanto; este tribunal la desestima por impertinente. Así se decide. 

10. Documental marcada “D” (folios 10 y 11 sp.) referente a Constancia de Trabajo para el IVSS en copia fotostática, las cuales carecen de firma de quien las emite, por tanto; no constituyen instrumentos a los que se refiere el artículo 77 de le Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en consecuencia carecen de valor probatorio. Así se decide. 

11. Documental marcada “E” (folio 12 sp.) referente a Copia de Acta levantada por ante la Inspectoría del Trabajo de fecha 17-08-2004, de cuyo contenido se evidencia que la empresa Hanson & Hanson C.A. conjuntamente con la sociedad mercantil Asesorarca 2002 C.A., cancelan al actor diferencias por concepto de vacaciones; dicha documental corresponde a un documento administrativo, por tanto; al no ser impugnado surte valor probatorio respecto a que las demandadas eran patrono del actor y mantenían en conjunto una única relación laboral. Así se decide. 

12. De las testimoniales promovidas por la parte demandada se observa lo siguiente: 

En cuanto a la declaración del ciudadano Yvan Maldonado, éste manifestó conocer al actor -indicando- que éste trabajó para la empresa Asesorarca como conserje durante 3 o 4 años, haciendo la limpieza de la planta y abría y cerraba las puertas. –Señaló- no haberlo visto desempeñando funciones de vigilancia (…) y que le pagaron sus prestaciones sociales. 

Al ser repreguntado sobre ¿cuántas empresas funcionan en el local donde se encuentra Asesorarca?, indicó: “(…) Soluciones Operativas (…)”. ¿Si sabe y le consta que la empresa cancela con recibos a los trabajadores?, indicó: “(…) les dan sus recibos de pago (…)” “(…) a él le cancela una sola empresa (…)” -¿cómo diferencia un conserje de un vigilante?, contestó: “(…) el conserje se encarga de la limpieza, mantenimiento del área externa (…) y el vigilante, del resguardo del área externa e interna (…)”. ¿Si el actor siempre estaba pendiente de los carros que salían y entraban?, contestó: “(…) él -actor- le abría la puerta para que entraran los carros de noche (…)”. 

De la declaración de la testimonial de la ciudadana Dorka Nadales, se evidencia que ésta manifestó conocer al actor, que éste era conserje en la empresa donde ella trabaja. Al ser interrogada sobre: ¿cómo le consta que era conserje?, contestó: “(…) ella le pagaba, ella leyó el contrato cuando lo contrataron, él vivía en la empresa, limpiaba el galpón (…)” ”(…) que no ejercía labores de vigilancia (…) cree que le pagaron sus prestaciones sociales (…)”. 

Al ser repreguntada, indicó: “(…) que al actor le pagaba Asesorarca 2002 y que normalmente le pagaba esa empresa (…), después de las 5:00 p.m., como no había nadie en la empresa, él le abría las puertas a los camiones que viajaban hasta tarde (…)”. Al ser repreguntada sobre ¿cómo diferencia un conserje de un vigilante?, contestó: “(…) el conserje donde ella vive limpia, vive en el mismo sitio (…), el vigilante; usa uniforme, tiene arma (…)” ¿Si sabe el horario de trabajo que tenía el actor?, contestó: “(…) no (…)”. 

De las testimoniales antes transcritas, si bien se observa que ambos testigos, indican que el actor era conserje, este Tribunal considera, que las mismas por si solas, no son suficientes para demostrar la calificación del actor como conserje, en consecuencia al no haber sido indicado por la demandada cuales eran las funciones que en realidad de los hechos efectuaba el actor, debe esta juzgadora a los fines de determinar la calificación del mismo, adminicular dichas testimoniales con las demás probanzas cursantes a los autos a los fines de verificar la veracidad de las referidas testimoniales. Así se aprecia. 

III 
DE LA DECLARACIÓN DE PARTE 

En la oportunidad de la audiencia oral y pública de juicio se tomó declaración de parte al actor, de conformidad con el artículo 103 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en tal sentido, se le solicitó que informe al tribunal ¿qué funciones desempeñaba para la demandada? y que hiciera una descripción de las funciones que realizaba, manifestando: 

“(…)laboraba de 5:00 p.m. hasta las 7:30 a.m. en horas de la noche, de lunes a jueves; el viernes recibía a las 4:00 p.m., hasta el lunes a las 7:30 a.m., eso ocurría sábado y domingo, día y noche, no tenía día de descanso (…) laboró 40 meses (…) luego que le pidieron la casa, él fue para la Inspectoría y le dieron 3 meses para su entrega (…) manifestó haber recibido Bs.2.055.000,00 en pago por concepto de prestaciones sociales (…) y al mostrarle esta juzgadora el recibo inserto al folio 6 de la segunda pieza del expediente y preguntarle si había recibido esas cantidades de dinero manifestó que “si” y que no le habían pagado completo. 

Dicha declaración, constituye una confesión en especial de haber recibido cantidades de dinero por concepto de prestaciones sociales, por tanto las mismas deben ser deducidas de lo que el Tribunal determine que le corresponde por su prestación de servicio. Así se aprecia. 

IV 

En consideración al análisis de las pruebas antes señaladas, esta juzgadora a los fines de resolver la controversia, observa que la parte actora demandó a las sociedades mercantiles Asesorarca 2002 C.A. y Hanson & Hanson C.A., de las cuales las última de las nombradas incurrió en presunción de admisión de hechos, por su incomparecencia a la audiencia preliminar. 

Por otra parte, este tribunal, luego de escuchar en la audiencia oral y pública los alegatos de las partes, considera que se demuestra de la conducta procesal del apoderado judicial de las codemandadas y de las pruebas aportadas, específicamente la inserta al folio 12 de la segunda pieza del expediente, que efectivamente ambas codemandadas no desvirtuaron su condición de legitimados pasivos en la presente causa como empleadoras del accionante, evidenciándose su cualidad de patronos frente al actor, por tanto; ambas son solidarias en cuanto a las obligación contraídas con el actor, siendo inoficioso emitir pronunciamiento respecto al grupo de empresas tantas veces señalados en la audiencia oral y pública, defensa que no fue invocada por la actora en su escrito libelar. Así se decide. 

Ahora bien; establecida la solidaridad entre las codemandadas esta juzgadora pasa a resolver la condición del trabajador en cuanto al cargo desempeñado, lo cual consecuencialmente incide en lo que respecta a la jornada de trabajo para determinar la procedencia de las horas extras demandadas, y para ello observa lo siguiente: 

Es un hecho discutido en el presente juicio la condición del actor durante su relación laboral como conserje o vigilante, aduciendo el propio actor en su escrito libelar que desempeñaba las dos labores, que él mismo era conserje y vigilante, al respecto, es oportuno indicar que ambas son similares con la salvedad que los vigilantes no desempeñan labores de mantenimiento. 

Por otra parte, los vigilantes no forman parte del grupo de trabajadores que forman parte de relaciones laborales atípicas o especiales, ya que este se rige por la legislación laboral vigente, sin exclusión alguna, salvo en lo que se refiere al régimen de jornada de trabajo, en cambio, en lo que se refiere a los conserjes, éstos si son calificados por la doctrina y así se desprende de la propia ley, como relación laboral atípica, por cuanto tienen sus propias características, tal como lo prevé los artículos 282 y 283 de la Ley Orgánica del Trabajo los cuales establecen lo siguiente: 

Artículo 282: Los conserjes, a saber, los trabajadores que tienen a su cargo la custodia de un inmueble, la atención, el aseo y mantenimiento del mismo, estarán bajo la protección de esta ley, salvo lo dispuesto en el Capítulo III del Título III, pero se les aplicará lo previsto en el aparte final del artículo 183. 

Artículo 283: No se consideraran conserjes los trabajadores que proporcionen únicamente servicios de vigilancia y custodia de inmuebles, ni quienes realicen labores de atención y limpieza en oficinas o dependencias de particulares o en áreas comunes. (Subrayado del Tribunal). 

Ha sido criterio jurisprudencial de antigua data, que los que trabajan en calidad de vigilantes, para una empresa que se dedica a la vigilancia de inmuebles de propiedad horizontal, no pueden ser considerados conserjes, -pues estos últimos- deben efectuar labores de vigilancia y mantenimiento al mismo tiempo, en forma habitual y exclusiva, a diferencia de los vigilantes, quienes no realizan labores de mantenimiento, en base a tal criterio, y tomando en cuenta que no consta de las pruebas producidas, medio alguno que demuestre que el actor realizara además de labores de vigilancia del inmueble, labores de mantenimiento; es razón por la cual este tribunal, tomando la naturaleza real de los servicios prestados, califica al trabajador en conformidad con el Artículo 46 y 283 de la Ley Orgánica del Trabajo, como vigilante. Así se decide. 

Ahora bien, calificado por este tribunal que la labor desempeñada por el actor durante el tiempo que duró su relación laboral era como vigilante, se observa, que este adujo haber laborado una jornada de 11 horas diarias de martes a jueves, en este sentido; es necesario hacer mención que el artículo 198 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que “no estarán sometidos a las limitaciones de jornada de trabajo en su literal “b”, los trabajadores de inspección y vigilancia, cuya labor no requiere de un esfuerzo continuo” indicándose al final del mismo artículo, que los trabajadores a que hace referencia no podrán permanecer mas de 11 horas diarias y tendrán derecho dentro de esta jornada a un descanso mínimo de una hora, en consecuencia ante la afirmación del actor, de que su labor diaria era de 11 horas, el mismo no se hace acreedor de las horas extras demandadas. Así se decide. 

En lo que respecta al salario devengado por el actor, este tribunal constata que efectivamente existe una diferencia de salario adeudada al actor, por cuanto no percibió el mínimo establecido por ley, las cuales se determinan a continuación: 

Salarios básicos devengados por el actor: 

Jul-01 Oct-03 6.666,67 
Oct-03 May-04 7.550,40 
May-04 Jul-04 9.060,48 
Abr-04 Nov-04 9.966,30 

Salarios Mínimos decretados por el Ejecutivo Nacional: 

Períodos Salarios Gaceta Fecha 
Jul-01 Jun-02 5.266,67 37271 29/08/2001 
Jul-02 Oct-02 5.808,00 5585 28/04/2002 
Oct-02 Jul-03 6.336,00 
Jul-03 Oct-03 6.969,60 37681 02/05/2003 
Oct-03 May-04 8.236,80 
May-04 Ago-04 9.884,16 37928 30/04/2004 
Abr-04 Nov-04 10.707,84 

De los montos indicados en los cuadros antes reflejados, se evidencia que existe una diferencia de salario mínimo adeudado al actor, las cuales se pormenorizan en el siguiente cuadro: 

Año Meses Dif. Diaria días Total 
2003 julio Agosto 302,93 30 9.087,90 
agosto septiembre 302,93 30 9.088,00 
septiembre Octubre 302,93 30 9.088,00 
2003-2004 octubre noviembre 686,40 30 20.592,00 
noviembre diciembre 686,40 30 20.592,00 
diciembre Enero 686,40 30 20.592,00 
enero Febrero 686,40 30 20.592,00 
febrero Marzo 686,40 30 20.592,00 
marzo Abril 686,40 30 20.592,00 
abril mayo 686,40 30 20.592,00 
Mayo Junio 686,40 30 20.592,00 
junio Julio 686,40 30 20.592,00 
2004 agosto septiembre 741,54 30 22.246,20 
septiembre Octubre 741,54 30 22.246,20 
octubre noviembre 741,54 30 22.246,20 
Total 279.330,50 

Total adeudado por diferencia de salario mínimo: Bs.279.330,50 el cual se condena a pagar. Así se establece. 

Ahora bien, en cuanto a los demás beneficios demandados, este tribunal determina que efectivamente al existir una diferencia adeudada al actor por salario mínimo, esto incide en la cuantificación de los demás beneficios laborales, además de ello, no consta que la demandada haya indemnizado al actor por despido injustificado, el cual quedó demostrado en el presente procedimiento, en consecuencia se procede a cuantificar los conceptos que corresponden al actor, tomando en cuenta las siguientes consideraciones: 

Fecha de Ingreso: 02-07-2001. 
Fecha de Egreso: 09-11-2004. 
Motivo: Despido Injustificado. 
Tiempo de servicio: 3 años, 4 meses y 2 días. 

1) Prestación de Antigüedad Art. 108 LOT: 

Desde 02-07-01 hasta 02-07-02= 45 días x Bs.7.074,47 = Bs.318.351,15 
Desde 02-07-02 hasta 02-07-03= 60 días x Bs.7.092,59 = Bs.425.555,40 
Desde 02-07-03 hasta 02-10-03= 15 días x Bs.7.434,24 = Bs.111.513,60 
Desde 02-10-03 hasta 02-05-04= 35 días x Bs.8.785,92 = Bs.307.507,20 
Desde 02-05-04 hasta 02-07-04= 10 días x Bs.10.543,10 =Bs.105.431,00 
Desde 02-07-04 hasta 02-08-04= 05 días x Bs.10.658,40 =Bs. 53.292,00 
Desde 02-08-04 hasta 02-11-04= 15 días x Bs.11.451,44 =Bs.171.771,60 
Total Bs. 1.493.404,35 

Días adicionales: 
Desde 02-07-02 hasta 02-07-03 = 2 días x Bs.7.092,59 = Bs. 14.185,18 
Desde 02-07-03 hasta 02-07-04 = 4 días x Bs.8.740,86 = Bs. 34.963,44 
15 días x Bs. 11.451.44 = Bs. 171.771,6 (Parágrafo Primero.) 
Total Bs. 220.920,22 

Total por este concepto Bs. 1.714.324,59, a dicho monto deberá deducirse la cantidad de Bs. 1.603.698,08, correspondiente a adelanto por concepto de prestaciones sociales canceladas al actor de conformidad con lo demostrado en la documental inserta al folio 6 de la segunda pieza del expediente, obteniéndose una diferencia a favor del acto de Bs.110.626,51. 

2) Utilidades fraccionadas Art. 175 LOT: 

Desde 01-01-2004 hasta 02-11-2004 = 12,5 días x Bs. 10.707,84 = Bs. 133.848,00 

Total por este concepto Bs. 133.848,00, a dicho monto deberá deducirse la cantidad de Bs. 124.581,62, correspondiente a lo cancelado al actor de conformidad con documental inserta al folio 6 de la segunda pieza del expediente, obteniéndose una diferencia a favor del acto de Bs. 9.266,38. 

3) vacaciones fraccionadas Art. 225 LOT: 

Desde 02-07-2004 hasta 02-11-2004 = 6,0 días x Bs. 10.707,84 = Bs. 64.247,04 

Total por este concepto Bs. 64.247,04, a dicho monto deberá deducirse la cantidad de Bs. 52.324,28, correspondiente a lo cancelado al actor de conformidad con documental inserta al folio 6 de la segunda pieza del expediente, obteniéndose una diferencia a favor del actor de Bs. 11.922,76. 

4) Bono vacacional fraccionado art. 223 LOT: 

Desde 02-07-2004 hasta 02-11-2004 = 3,333 días x Bs. 10.707,84 = Bs. 35.692,80 

Total por este concepto Bs. 35.692,80. 

5) Indemnización por prestación de antigüedad art. 125 LOT: 

90 días x Bs. 11.451,44 = Bs. 1.030.629,60. 

Total por este concepto Bs. 1.030.629,60. 

6) Indemnización sustitutiva de preaviso (artículo 125 LOT): 

60 días x Bs. 11.451,44 = Bs. 687.086,40. 

Total por este concepto Bs. 687.086,40, a dicho monto deberá deducirse la cantidad de Bs. 298.995,90, correspondiente a lo cancelado al actor de conformidad con documental inserta al folio 6 de la segunda pieza del expediente, obteniéndose una diferencia a favor del actor de Bs. 388.090,50. 

Las indemnizaciones previstas en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, fueron calculadas en base al último salario integral devengado por el actor de Bs.10.707,84 diarios, más lo que corresponde por alícuotas de utilidades convencionales y bono vacacional legal. 

En consideración a todos los razonamientos anteriormente expuestos, se establece que la sumatoria de los beneficios acordados da como resultado la cantidad de Un Millón Ochocientos Sesenta y Cinco Mil Quinientos Cincuenta y Nueve Bolívares con Cinco Céntimos (Bs.1.865.559,05), la cual se condena a pagar. Así se establece. 

Además de los conceptos señalados, se condena al pago de los intereses sobre prestaciones sociales, los cuales deberán ser calculados por experticia complementaria del fallo, de conformidad de con lo establecido en el literal “c” del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo tomando en cuenta que el actor mantuvo una prestación de servicio desde el 02-07-2001 hasta el 09-11-2004, al monto que arroje dicha experticia deberá deducírsele la cantidad de Bs. 25.322,08, cancelados al actor por este concepto, de conformidad con la documental inserta al folio 6 de la sp. Así se establece. 

En lo que respecta a los intereses moratorios conforme a lo previsto en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, deberán cuantificarse desde la fecha de terminación de la relación laboral, es decir, desde el 09-11-2004, sobre la cantidad condenada a pagar. Así se establece. 

En cuanto a la Indexación esta procederá en caso de que la demandada no cumpliere voluntariamente con el presente fallo y deberá ser calculada sobre el monto total condenado a pagar desde la fecha que se decrete la ejecución hasta la materialización de esta, de conformidad con el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del trabajo. Así se establece. 

V 
DISPOSITIVO 

Este Tribunal Tercero de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Guarenas Administrando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley declara: 

Parcialmente Con Lugar la demanda incoada por el ciudadano Jesús Aníbal Rosas, en contra de las sociedades mercantiles Industrias Hanson & Hanson C.A. y Asesorarca C.A., todos identificados a los autos, en consecuencia; se condena solidariamente a estas últimas a cancelar al prenombrado ciudadano, la cantidad de Un Millón Ochocientos Sesenta y Cinco Mil Quinientos Cincuenta y Nueve con Cinco Céntimos (Bs.1.865.559,05), correspondientes a Prestación de Antigüedad, Utilidades fraccionadas, Vacaciones fraccionadas, bono vacacional fraccionado, diferencias de salarios mínimos e indemnizaciones por despido injustificado de conformidad con los artículos 108, 175, 225, 223, 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, los cuales se pormenorizan en la motivación del texto integro de la sentencia. 

Así mismo, se acuerda el pago de las diferencias que resulten de la experticia complementario del fallo que ordena este tribunal respecto a intereses sobre prestaciones sociales conforme al artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como los intereses moratorios conforme a lo previsto en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela desde el día 09-11-2004, y en caso de no cumplimiento voluntario, procederá la indexación de acuerdo a lo previsto en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sobre la cantidad condenada a pagar, la cual será determinada mediante experticia complementaria del fallo, que ordenará el Tribunal que conozca de la ejecución del presente fallo. Así se decide. 

No hay condenatoria en costas dado el carácter parcial del presente fallo. 

Se ordena la publicación de la presente decisión en la página WEB del Tribunal Supremo de Justicia en el site denominado Región Miranda. 

Dado, sellado y firmado en la sala del Despacho del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Guarenas. 

En Guarenas a los 26 días del mes de mayo del 2006. Años 196° de la Independencia y 147° de la Federación. 


Milagros Hernández 
Juez de Juicio 
Abog. Fabiola Gómez 
La Secretaria 


NOTA: En esta misma fecha se dictó y publicó el presente fallo siendo las 2:30 p.m. 

Abog. Fabiola Gómez 
La Secretaria. 

Expediente 822-05. 
MHC/FG. 
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Se inicia el presente procedimiento por demanda de cobro de prestaciones sociales y demás beneficios laborales derivados de la Ley Orgánica del Trabajo, incoado por el ciudadano EUSTACIO RAMON LAGUNA Venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad No. 1.416.659 y domiciliado en la ciudad de Punto Fijo, Municipio Carirubana del Estado Falcón., debidamente representado por los abogados LIZAY SEMECO y GREGORIO PEREZ VARGAS; Inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros- 106.571, 34.917 respectivamente,. La cual correspondió al Tercero de Primera Instancia de Sustanciación Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, según distribución hecha en fecha Veinticinco (25) de Enero del año Dos Mil Siete (2007), en contra de la SOCIEDAD MERCANTIL POLICLINICA DE ESPECIALIDADES, para que convinieran o fueren condenados por este tribunal a la declaratoria de pago de prestaciones sociales y otros conceptos laborales, alegando el actor en su demanda lo siguiente: 
Que comenzó a prestar sus servicios personales e ininterrumpidos para la sociedad mercantil denominada Policlínica de Especialidades, C.A, iniciándose su relación laboral en fecha Veinticuatro (24) de Agosto de Mil Novecientos Ochenta y Cuatro (1.984) y culminando en fecha Treinta (30) de Noviembre del año dos mil Seis (2006). 
Que trabajo bajo la modalidad de trabajador a domicilio, que el mismo le prestaba a la policlínica el servicio de lavandería, servicio que según el actor realizaba en su hogar, todas las mañanas con sus propios instrumentos , asumiendo el transporte, que se presentaba en la sede de la policlínica , retiraba las sabanas, fundas, toallas, y se las llevaba a su casa, las lavaba, las planchaba, utilizando detergentes que adquiría con su propio dinero y al día siguiente entregaba a ropa lista, y, y retiraba la que ellos le entregaban y así sucesivamente. Acotando el actor que ya fue agostada la vía amistosa sin lograr acuerdo alguno, por lo que acude ante este tribunal a que se le cancelen sus prestaciones sociales por la relación laboral que unió a la policlínica de especialidades con el actor por un tiempo de Veintidós años (22) Tres (03) meses y Seis (06) días bajo la modalidad de trabajador a domicilio. 
Por los motivos antes expuestos reclama de conformidad con la Ley Orgánica del Trabajo los siguientes montos y conceptos los cuales se encuentran detallados en el escrito libelar y se dan aquí por reproducidos: 
Indemnización a cancelar por el cambio en el sistema para calcular las prestaciones de conformidad con el artículo 666 de la Ley Orgánica del Trabajo: 
1.- desde el 24 de agosto de 1.984 hasta el 19 de junio de 1.997 abarcó un periodo de doce (12) años, Nueve (9) meses y Veintiséis (26) días, por lo que le corresponde un mes (1) por año, es decir trece (13) meses de salario mensual (Bs. 380.000,00) lo que arroja la cantidad de BS. 4.940.000,00 por concepto de indemnización por antigüedad de conformidad con el artículo 666 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
2.-de igual forma la ley establece que se tome como fecha de corte el tiempo laborado desde la fecha de ingreso del trabajador hasta el día 31 de Diciembre de 1.996, para ese entonces el trabajador tenia doce (12) años cuatro (04) meses y siete (07) días, debiéndosele cancelar 12 meses de salario tomando como base el último salario devengado por el trabajador, de Bs. 380.00, 00, lo que arroja la cantidad de Bs. 4.560.000,00. 
Total a cancelar por concepto de corte de cuenta de conformidad con el artículo 666 de las Ley Orgánica del Trabajo a junio de 1.997 es de Bs. 9.500.000,00 
3.- Por concepto de Antigüedad: De conformidad con el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama la cantidad de Bs. 24.068.206,00, correspondiente a un tiempo de servicio de Nueve (09) años Siete (07) meses lo que suma 660 días de antigüedad legal que al ser multiplicados por los respectivos salarios integrales arrojan tal cantidad. 
4.- Por concepto de Utilidades De conformidad con el artículo 174 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama la cantidad de Bs. 17.250.000,00, calculada a razón de 410 días, con su último salario básico de Bs. 50.000,00, ello deriva de que la policlínica cancela a sus trabajadores 60 días de bonificación de fin de año. 
5.- Por concepto de Vacaciones: De conformidad con el artículo 219 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama la cantidad de Bs. 79.650.000,00, correspondiente a todo el periodo laborado , a razón de 1.593 días de salario básico a Bs. 50.000,00. 
6.- Por concepto de Bono Vacacional: de conformidad con el artículo 225 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama la cantidad de Bs. 17.250.000,00, correspondiente a todo el periodo laborado, calculada a razón de 410 días de salario básico por Bs. 50.000,00. 

Por concepto de Bono de Alimentación: tal como lo contempla la ley de alimentación para los trabajadores, reclama por el período desde el 15 de septiembre del 1.998 (fecha en la cual entro en vigencia la mencionada ley hasta la fecha del despido (30 de noviembre del 2006) trascurrieron un total de 2.245 días que multiplicados por Bs. 18.86 diarios, que constituyen el 0,50 del valor actual de la unidad tributaria totalizando la cantidad de Bs. 39.400.704,00. 

7.- Por concepto de Indemnización sustitutiva de preaviso: De conformidad con el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo reclama la cantidad de 3.000.000,00, calculada a razón de 60 días por el último salario. 

Solicitando además los respectivos intereses de mora sobre las cantidades reclamadas y la indexación. 

Del monto total de la demanda: todos estos conceptos alcanzan la cantidad de Bs. CIENTO NOVENTA MILLONES CIENTO DIECIOCHO MIL NOVECIENTOS DIEZ BOLÍVARES (Bs. 190.118.910,00). 

Sin embargo se desprende de las actas procesales que posteriormente al auto de admisión de la demanda el cual fue en fecha 31 de enero del 2007, la representación judicial de la parte actora reformo el libelo de la demanda incluyendo en el petitorio el Lucro Cesante derivado que según el actor la parte patronal jamás lo inscribió en el seguro social obligatorio y siendo que al cumplir los 60 años nace para el trabajador el derecho a gozar de pensión de vejez , al no inscribirlo la empresa se le esta cercenando al trabajador el derecho al disfrute de dicha pensión, por los motivos antes expuestos reclama la cantidad al cantidad de Bs. 198.000,000,00, cantidad derivada de 132 meses de su último salario a Bs. 1.500.000,00, tomando el tiempo desde que el ciudadano actor cumplió los 60 años hasta la fecha del despido (30 de noviembre del 2006). 
Del total demandado TRECIENTOS OCHENTA Y OCHO MILLONES CIENTO DIESIOCHO MIL NOVECIENTOS DIEZ BOLIVARES (Bs. 388.118.910,00) 

Notificada la demanda, el Ocho (08) de Marzo del 2007 compareció por ante el Tribunal Tercero de Primera Instancia de Sustanciación Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, la Abogada LIZAY SEMECO debidamente inscrita en el inpreabogado bajo el número 106.571 ,en representación del ciudadano EUSTACIO RAMON LAGUNA en su condición de parte actora , por la otra parte comparecieron las abogadas JANNETH DEL CARMEN ARIAS y ANA BELLA BENITES, inscritas en el Inpreabogado bajo los Nro 104.554 y 29.395 respectivamente en su carácter de apoderadas judiciales de la parte demandada POLICLINICA DE ESPECIALIDADES, Luego de varias prolongaciones, sin logarse conciliar ni mediar las posiciones de las partes, en la oportunidad procesal de dar contestación al fondo de la demanda, lo hicieron en los siguientes términos: 
Negando que la policlínica de especialidades hay mantenido relación laboral alguna con el ciudadano Eustacio Ramón Laguna, rechazando consecuencialmente todos los conceptos y montos solicitados en el escrito libelar. 
Indicando que la actividad desarrollada por el ciudadano actor se desarrollo dentro del ámbito mercantil, y no dentro del ámbito laboral, siendo que el ciudadano Eustacio prestaba para la clínica el servicio de lavandería y luego este emitía una factura que la empresa le cancelaba , tratándose pues de una relación mercantil entre dos personas jurídicas. 
Indicando que la relación que unía al ciudadano actor conjuntamente con la clínica están ausentes todos los electos que caracterizan una relación laboral, como la supervisión por la parte patronal, la subordinación. Por lo que su representada no está sujeta a las obligaciones a que se contrae la Ley Orgánica del Trabajo. 

Una vez concluida la Audiencia preliminar, agregadas las probanzas de ambas partes y consignada la respectiva contestación a la demanda, le corresponde conocer a este Juzgado en la etapa de juzgamiento, quien habiendo celebrado la Audiencia de juicio pasa a decidir el fondo de la causa en el lapso señalado por la ley adjetiva labora, en los siguientes términos con fundamento en las argumentaciones que siguen: 

DECISIÓN 

ANALISIS Y VALORACION DE LAS PRUEBAS 

A. PRUEBAS PROMOVIDAS POR LA PARTE ACTORA 

DE LA PRUEBA DOCUMENTAL 

En lo que respecta a las pruebas documentales promovidas por la parte actora observa este Tribunal que las mismas en su contenido están constituido por recibos de pago, que no fueron enervados por la parte contraria, en consecuencia se le da valor probatorio de conformidad con el artículo 77 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se valora. 

DE LA PRUEBA DE INFORMES 

Con respecto a esta prueba se constata que la misma no fue evacuada oportunamente, de manera que este Tribunal no tiene materia sobre la cual emitir algún juicio de valor 


DE LA PRUEBA DE TESTIGOS 

Observa el tribunal que solo se evacua oportunamente la testimonial de la ciudadana MIRIAN ARIAS, la cual manifestó tener conociendo de la relación que vinculó al ciudadano Eustacio Laguna con la empresa Policlínica de Especialidades de manera referencial, lo cual no resulta suficiente a esta juzgadora para considerar la presente testigo como una prueba que otorgue certeza a las circunstancias de hecho que se pretenden probar en la presente causa. Así se resuelve- 


Con relación al resto de las testimoniales estas no fueron evacuadas por tal motivo este Tribunal no tiene materia sobre la cual emitir algún juicio de valor.Asi se resuelve. 

PRUEBA DE INSPECCIÓN JUDICIAL 

En lo que concierne a esta a esta prueba la misma se valora de conformidad con el artículo 111 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo otorgándole a la misma valor probatoria, siendo de utilidad para demostrar las circunstancias de hecho que se han discutido en esta causa, en especial la caracterización del trabajo a domicilio. Así se valora. 


B.- PRUEBAS PROMOVIDAS POR LA PARTE DEMANDADA 


Con relación a las documentales contentivas de recibos de pagos, que no fueron desechados en este proceso se valoran de conformidad con el articulo 77 ejusdem y las mismas hace prueba de la forma como el actor recibió la remuneración por los servicios prestados a la empresa demandada.
. 
Con respecto a las documentales denominadas Facturas, las mismas no fueron enervadas y se valoran, en el sentido de que ante el tipo de relación que se venia desarrollando entre el ciudadano Eustacio Laguna y Policlínica de Especialidades desde el año 1995, se pretendía desvirtuar tal relación en fraude a la Ley, cuando en realidad existía un vinculo laboral, de estas Facturas se desprenden pagos periódicos y con montos fijos. Así lo aprecia este Tribunal con base al Principio que rige la materia laboral de la Primacía de la Realidad o de los Hechos, sobre la forma o apariencia de los actos derivados de la relación jurídico laboral De igual forma se aprecia el Registro de Comercio que de estatutos de la Firma Mercantil Multiservicios Laguna y del comprobante de Retención de Impuesto Sobre La Renta, que surgen cuando ya el actor tenía un tiempo considerable relacionado laboralmente con la demandada, de manera que debe imperar el Principio de la Conservación de la relación de trabajo bajo la presunción de continuidad de la relación de trabajo, que ante la duda de su extinción o no de esta debe prevalecer su subsistencia; que a criterio de este Tribunal se pretendía desvirtuar el hecho cierto del trabajo. ASI SE VALORA. 

En lo relativo al acta transaccional entre la demandada POLICLINICA DE ESPECIALIDADES y la ciudadana FLOR ARIAS DE LAGUNA, este Tribunal considera tal documental irrelevante a la presente causa en el sentido de que si bien es cierto una de las partes resulta ser la demandada la otra persona constituye una persona ajena a la presente causa..ASI SE DECIDE. 


PRUEBAS DE INFORMES. 
Estas pruebas de informe constituidos por requerimientos a la ONIDEX y al IVSS, fueron acordada no ser evacuadas en la audiencia de juicio en virtud de la aceptación de las circunstancias de hecho que se pretendían probar, esto es la vinculo matrimonial entre el actor y la ciudadana Flor Arias y la inscripción del trabajador el Seguro Social, respectivamente),en tal sentido esta Sentenciadora no tiene juicio de valor que hacer al respecto, ni análisis que desarrollar al respecto ,sobre todo en las condiciones en que se pudo haber dado la inscripción en el IVSS del actor, a los fines de determinar con mayor precisión las obligaciones del régimen de seguridad social que se discute en la causa que se decide, a través del Lucro cesante exigido por el accionante.. Así se resuelve . 


DEL CONTROVERTIDO 

De los alegatos manejados en el caso in specie aprecia este Tribunal que la delimitación de la controversia se encuentra circunscrita e el hecho de determinar si la relación que vinculó al ciudadano EUSTACIO RAMON LAGUNA y la empresa POLICLINICA DE ESPECIALIDADES, C.A. es de carácter mercantil o de carácter laboral, por lo que se hace necesario la aplicación de la ley sustantiva laboral que consagra las relaciones o regímenes especiales laborales. Así tenemos que el Artículo 291 de la Ley Orgánica del Trabajo señala lo siguiente: 

“ARTÍCULO 291.-Toda persona que en su habitación, con ayuda de miembros de su familia o sin ella, ejecuta un trabajo remunerado bajo la dependencia de uno o varios patronos, pero sin su vigilancia directa, utilizando materiales e instrumentos propios o suministrados por el patrono o su representante, es trabajador a domicilio y estará amparado por las disposiciones contenidas en los artículos siguientes” 

El artículo antes trascrito desarrolla las características que le dan configuración al trabajador a domicilio, concibiéndolo además como una modalidad especial de trabajo. Este tipo de trabajo ha sido catalógalo también en la doctrina como una relación de trabajo atípica, por la forma muchas veces clandestina y en fraude a la Ley en que se desenvuelve esta modalidad de trabajo; más sin embargo el hecho de que este tipo de relación se encuentra expresamente regulada por la ley las convierte más que una relación atípica o modalidad de contrato de trabajo en una forma especial o parcialmente atípica de prestación de servicio. 

Así tenemos que las principales características del trabajo a domicilio, pueden resumirse de la siguiente manera: 
Primero: El servicio se presta por lo general, en la casa de habitación del trabajador. 
Segundo: La falta de vigilancia directa por parte del empleador o de su representante, puesto que el servicio se presta a distancia, en un lugar distinto al de la sede de la empresa. Esta falta de vigilancia no excluye el elemento de subordinación o dependencia, ya que el empleador siempre conserva el poder y determina la dirección u orientación a la labor que es ejecutada a domicilio. 

Tercero: La ayuda de los miembros de la familia en la ejecución del trabajo. 

Cuarto: La posibilidad de que el trabajador aporte total o parcialmente los instrumentos o materiales de trabajo. 

Quinto: La remuneración en esta modalidad de trabajo es por lo general pactada a destajo o por pieza, de acuerdo al resultado o producto de la labor. 

Ahora bien, siguiendo el mismo orden de ideas resulta de interés hacer mención de las normas que regulan el derecho mercantil, especial la codificación de comercio, a fin de determinar lo alegado por la parte demandada cuando señala que la relación que vinculo al actor con la empresa demandada es estrictamente mercantil y no laboral. 

Así tenemos que el Código de Comercio regula las relaciones comerciales o mercantiles, rige las obligaciones de los comerciantes en sus operaciones mercantiles y los actos de comercio, aunque sean ejecutados por no comerciantes. (Artículo 1° del Código) de Comercio adicionalmente al Derecho Común o al Derecho Civil (En sus Artículos 7°, 10°, 109°, 527°.1028 Ord.1°, 1092). Tendiendo además regulación constitucional tales como el artículo 212 y 112 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

En su contexto el Código de Comercio en su Artículo 2° establece los actos de comercio y el estudio de la Doctrina los ha clasificado o dividido en actos objetivos de comercio y actos subjetivos de comercio Es decir que existe doctrinalmente una dualidad teórica que pretende explicar lo que es el llamado “acto de comercio”, y en este sentido se consideran actos de Comercio subjetivos los cuales adquieren su carácter comercial por una declaración imperativa de la Ley y so tales aun contra la voluntad de quien los ejecuta, por fuerza legal; y por otra parte, tenemos los actos de comercio objetivos que se tornan mercantiles solos cuando los realiza un comerciante. O sea, que los objetivos dan vida al comerciante; los subjetivos lo presumen y por tanto no existen si falta el presupuesto; es decir el comerciante. (EMILIO VALVO BACA) 

El Código de Comercio, entonces rige las obligaciones que deriven de los actos del comerciante (los actos subjetivos de comercio), pero es objetiva la ley venezolana en el sentido de que lo primero que hay que determinar es el acto objetivo de comercio. Después de determinado el acto objetivo de comercio el concepto de comerciante está supeditado al acto objetivo de comercio, puesto que es comerciante quien realiza actos de comercio en forma habitual. Así el Artículo 10 ejusdem señala que “Es comerciante quien hace del comercio su profesión habitual. 

De manera que resulta de interés considerar los actos de comercio a fin de establecer las zonas limítrofes que atraen, al caso de marras, al Derecho Mercantil o al Derecho Laboral. 

Para el primero de los casos normativas observa este Tribunal que la actividad desempeñada por el Ciudadano Eustacio Ramón Laguna no se encuentra subsumida dentro de las señaladas expresamente en el Artículo 2° del Código de Comercio que van numeral 1° al 23. 

Por otra parte no se encuentra demostrado en autos que el actor antes, señalado, haya hecho del comercio de la lavandería su profesión habitual. Y ello es así porque solo consta la prestación de un servicio persona a la empresa demandada. No existe prueba en el expediente que demuestre que el servicio prestado por el actor en el campo de la lavandera lo haya efectuado de manera habitual para diferentes personas, bien naturales o jurídicas. Por lo tanto no debe ser considerado como un comerciante y consecuencialmente no se deriva su contrato u obligación con la parte demandada como un acto mercantil o de comercio. Es decir que ha de descartarse que la relación que vinculó al actor con la empresa demandada resultare ser mercantil. ASI SE DECIDE. 

Queda pendiente, entonces dilucidar si la relación entre ambas partes es de carácter laboral en aplicación del Articulo 291 de la Ley del Trabajo que regula el Régimen Especial del Trabajador a Domicilio. 

Sobre este concepto regulado de forma especial por el legislador venezolano con el propósito y razón de proteger el hecho social trabajo para que las personas con la prestación de sus servicios, se provean de los medios materiales para satisfacer sus necesidades y los de su grupo familiar, se sustenta la fundamentación la argumentación lógica del caso bajo estudio. Y es así porque descartada la relación mercantil constata este órgano administrador de justicia que las circunstancias de hecho probadas en la esta causa conllevan a verificar que efectivamente el servicio prestado por del actor a la empresa demandada se subsume en las características propias de un trabajo a domicilio en los términos señalados en el articulo 291 ejesdum. 
En Primer lugar porque efectivamente el actor desempeñaba su labor en su domicilio, con ayuda de su familia; así se constató con la prueba de Inspección judicial practicada por este Tribunal, quien “in situ” percibió a través de los sentidos que el domicilio del ciudadano lo constituye una casa de habitación y no una empresa o sociedad prestadora habitual de servicio de lavandería, con implementos suficientes como para prestar un servicio habitual a terceras personas. También se constata de los recibos de los servicios públicos que fueron presentados en la evacuación de esta prueba que los mismos se corresponden con la categoría de servicios públicos residenciales y no con una tarifa comercial, lo cual le resulta ser un indicio probatorio a este Tribunal para demostrar que efectivamente estamos frente a un trabajo prestado a domicilio. 

Aplicando además, el test de laboralidad en los aspectos que le son atinentes a es casi en por lo especial del régimen regulado se observa que: Que el horario para este régimen es de libre acción por el trabajador por el sitio donde se desarrolla el mismo; que recibía un beneficio considerado salario por resultar montos fijos en su cuantía a y el tiempo para recibirlos, aunado al hecho que del recibo de pago de los mismos se lee que se correspondía con “quincenas”, es decir de manera periódica; quedo demostrado en autos que el trabajo elaborado era entregado de forma personal, o sea que el vinculo era intuito personae; aun cuando tal como lo regula la Ley recibiera ayuda de su familia, lo cual es permisible por la norma y no desvirtúa el vinculo .Igual sucede con la utilización y suministro de implementos y materiales, lo cual permite por ser un régimen especial la dotación de estos elementos por parte del mismo trabajador. 
En cuanto al factor subordinación técnica, este para estos caso se torna difuso toda vez que a este tipo de trabajadores se les exige resultado, sin que pueda el patrono supervisar su manera efectiva su elaboración, en el caso sub judice el ciudadano Eustacio Laguna diariamente suministraba ropa y enseres de lencería a la clínica demandada y con ello obtenía periódicamente la remuneración por el servicio prestado. En lo concerniente a la jornada de trabajo la misma Ley Orgánica del Trabajo en su Artículo 294 excluye a estos trabajadores del régimen de limitación de la jornada de trabajo y ello se explica por la autonomía de que goza el trabajador a domicilio en cuanto a la organización de su trabajo y el tiempo requerido para ello. El salario recibido no resulta ser una ganancia exagerada que no pudo haber devengado otro trabajador de su misma categoría utilizando una jornada de trabajo completa..y con todos los beneficios legales durante el tiempo que dura la relación. En lo que respecta al factor de ajenidad si entendemos el trabajado por cuenta ajena involucra la integración del trabajador a la unidad productiva dirigida por otro, es decir aquel quien articula los factores a que ello se destinen (lo que se conoce como la amenidad en la combinación de los factores de producción) y, consecuentemente ejerce los poderes de dirección y disciplina del proceso. 

En otras palabras el trabajador ingresa en una organización colectiva de trabajo diseñada por o para otros. En el caso bajo estudio en ciudadano Eustacio Laguna se integró al factor productivo de servicio de la demandada de forma originaria, por cuanto quedo demostrado en autos (tanto de la declaración de parte como de la misma aceptación de la exigencia al trabajador de registrar posteriormente una sociedad) ya que resultaba imposible que dentro de una empresa prestadora de servicios médicos y de salud no constara con un área de lavandería, situación que fue asumida por la prestación persona a domicilio del actor. Siendo finalmente la demandada quien se apropia originariamente de los resultados de ese trabajo ejecutado a domicilio y exigiendo lo mismo, con lo cual determina el poder de mando en cabeza de la empresa demandada.- 


De lo señalado se concluye que la actividad realizada por el ciudadano Eustacio Laguna se enmarca como un trabajador a domicilio, tal y como lo establece el Artículo 291 de la Ley Orgánica del Trabajo, antes trascrito, por cuanto se encuadran en todas las características que lo determinan; esto es la ejecución del trabajo en su habitación, con ayuda de su familia, percibiendo una remuneración periódica ; bajo la dependencia de otro ( demandada), pero sin su directa vigilancia; utilizando materiales e instrumentos propios. En consecuencia le corresponden los conceptos patrimoniales que se derivaron de esa relación de trabajo y en ese sentido se acuerdan las cantidades que fueron detallas en la parte narrativa de esta decisión por Prestaciones Sociales y que hacen un total de CIENTO NOVENTA MILLONES CIENTO DIECIOCHO MIL NOVECIENTOS DIEZ BOLIVARES CON CERO CENTIMOS DE BOLIVA (BS.190.118.910, 00). 


Con relación al concepto de lucro cesante que solicita el actor este Tribunal considera pertinente considerar la conceptualización que maneja la Doctrina significándolo como el daño experimentado por el acreedor por un no aumento de su patrimonio por habérsele privado de una ganancia a la cual tenia derecho, privación que se debió al incumplimiento, estando establecido en el Artículo 1273 del Código Civil. Estos daños se generan por la pérdida que haya sufrido y por la utilidad de que se le haya privado, salvo las modificaciones y excepciones sobre las responsabilidades contractuales que la doctrina y la legislación han estado de acuerdo en determinar concluyendo que existen tres grandes modos o formas de determinar la reparación de los daños provenientes del incumplimiento de una obligación contractual; que son a saber: la determinación efectuada por el juez, la efectuada por la propia ley y la efectuada por las parte. 

De estas tres le interesa desarrollar a esta juzgadora la segunda que se refiere a la determinación de la responsabilidad contractual fijada por la ley. De allí tenemos que existen situaciones en las cuales le Ley determina una reparación fija por el incumplimiento de una obligación de origen contractual; ello ocurre principalmente en las obligaciones que tienen por objeto el pago de sumas de dinero y en las indemnizaciones previstas en a Ley del Trabajo y en las normas que regulan la institución del Seguro Social. Sobre estas últimas la Doctrina ha sostenido que más que disposiciones sobre responsabilidad civil son normas de orden público que se establecen en virtud de disposiciones de alcance social y así se constata del Artículo 10° de la Ley Orgánica del Trabajo. Caso en el cual estamos presentes al quedar determinada la relación laboral entre el actor y la empresa demandada 

Y verificada como ha sido que en realidad por el tiempo de servicio y la edad del trabajador hoy accionante, debió gozar de los beneficios que integran la seguridad social y entre ellos el que protege la vejez. Es por ello que el demandante reclama una indemnización por cuanto la accionada no cumplió con su deber de inscribirlo en el Instituto de los Seguros Sociales a los fines de enterar las cotizaciones correspondientes. 
Mas sin embargo la Sala de Casación social en casos semejantes ha establecido criterio señalando que aún cuando el trabajador no tiene la legitimidad para demandar indemnizaciones por el incumplimiento del patrono, así como la aplicación de sanciones administrativas. No obstante, los daños y perjuicios reclamados; (en este caso como Lucro Cesante), si bien parten de la falta del patrono para con el Instituto de los Seguros Sociales Venezolano, tiene su fuente jurídica en el hecho invocado de tener derecho a su Pensión de Jubilación por el IVSS desde que cumplió los 60 años; es decir desde el mes de marzo de 2002 (según se constata de copia de la cédula de identidad del actor que corre inserta al folio 06 del expediente), y que por falta de esta se vio en la necesidad de suplir sus gastos médicos en de desmedro de su patrimonio y hoy de carecer de una pensión por vejez; ocasionándole indudablemente daños y perjuicios en su contra como acreedor del sistema de seguridad social con base a un derecho que tiene rango constitucional. 
El Artículo 123 de nuestra Constitución establece obligaciones para los particulares de cumplir sus responsabilidades sociales y participar solidariamente en la promoción y defensa de los derechos humanos como fundamento de la convivencia democrática y la paz social. 
Es decir a la luz de este Articulo y de la sentencia dictada el 25 de enero de 2005 por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (Caso: CANTV; ponente Iván Rincón Urdaneta) no puede eximirse a ningún patrono de sus responsabilidades sociales dentro del sistema de seguridad social y dentro de éste, lo correspondiente a la pensión de jubilación como derecho humano imprescriptible (cumplidos los requisitos de edad del actor y la antigüedad según la ley y/o convenio respectivo). 
Es decir que resulta ser un asunto de orden público, como seria en este caso, que el mismo patrono procure la resolución pronta de su obligación ante el IVSS, para la obtención de la pensión de jubilación de este instituto. 
De manera que debe el demandado cumplir con su responsabilidad social frente al trabajador y frente al Estado, con fundamento en el Articulo 131 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 
En consecuencia debe este Tribunal declarar procedente la exigencia del actor con relación al concepto de indemnización por lucro cesante, el cual debe ser cumplida por la patronal demandada en la forma que señala la parte dispositiva del la presente decisión. Con lo cual se satisfacen las peticiones exigidas por el demandante. En virtud de que la parte demandada nada probó que le favoreciere para eximirlo del cumplimiento de este petitorio-ASI SE DECIDE. 


DISPOSITIVO DEL FALLO 

Por los razonamientos antes expuestos este Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la ley declara. 

CON LUGAR La demanda EUSTACIO RAMON LAGUNA, en contra de la Sociedad de Responsabilidad Limitada POLICLINICA DE ESPECIALIDADES,C.A., ambos plenamente identificados, por concepto de Prestaciones Sociales y Bono Alimentario. En consecuencia se ordena a la parte demandada cancelar al actor A) La cantidad de CIENTO NOVETA MILLONES CIENTO DIECIOCHO MIL NOVECIENTOS BOLIVARES CON CERO CENTIMOS DE BOLIVAR (BS,190.118.910) por concepto de Prestaciones Sociales y Bono alimentario, el cual por haber culminado la relación se actualiza en su pago ; y B) Con relación a la procedencia del LUCRO CESANTE se ordena a la demanda POLICLINICA DE ESPECIALIDADES, C.A. cumplir con el Régimen de Seguridad Social a tal efecto deberá enterar al Instituto Venezolano de Los Seguros Sociales dentro su incumplimiento y realizar toda la tramitación correspondiente para regularizar el status de pensionado por vejez al demandante lo cual deberá acreditar en el expediente ante el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución al cual le toque la ejecución de este fallo una vez quede definitivamente firme, de lo contrario deberá el Juez de Primera Instancia aplicar las sanciones previstas en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en concordancia con los Artículos 86, 131, 132 y 253 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela que obligan a la Solidaridad y responsabilidad social de la demandada y a la colaboración con los fines del Estado y como integrantes del sistema judicial. 

De igual forma se acuerda el pago sobre las Prestaciones Sociales por Antigüedad alegada de igual forma por la parte actora de conformidad con el Artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, para lo cual se acuerda una Experticia Complementaria del fallo, con un único experto , el cual tomará como base las Tasas indicadas por el Banco Central de Venezuela tomando como referencia la tasa promedio entre la Activa y la Pasiva de los seis principales Bancos Comerciales del país, considerando como fecha de inicio aquella en se generó el derecho hasta aquella en que efectivamente se efectúe el pago de los mismos. 

Así mismo se establece, en caso de no cumplimiento voluntario de esta sentencia , se condenara al pago de los intereses de mora sobre las cantidades condenadas, las cuales serán calculadas a la tasa del mercado vigente , establecida por el Banco Central de Venezuela para los intereses sobre prestaciones sociales, y correrán desde la fecha del decreto de ejecución hasta la materialización de esta , entendiéndose por este ultimo la oportunidad del pago efectivo , en el lapso establecido en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, igualmente procede la indexación o corrección monetaria sobre las cantidades condenadas, por concepto de prestaciones sociales las cuales serán calculadas desde el decreto de ejecución hasta su materialización , entendiéndose por esto ultimo a oportunidad del pago efectivo, dichos intereses serán calculados a través de una experticia complementaria del fallo, con un (01) único experto contable el cual será designado por este tribunal. Todo de conformidad con el articulo 185 Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 
Para el caso de la anterior experticia acordada se faculta al Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución a ordenar se efectúen los ajustes a que hubiere lugar en caso de un incumplimiento voluntario de la presente sentencia. . 

Dada, firmada y sellada en la sala del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón. En Punto Fijo a los diecinueve (19) días del mes de Julio del año Dos mil siete (2007) Años 196° de la Independencia y 147° de la Federación. 
LA JUEZ TITULAR 

ABG. MIRVA SILVA GARCIA 
LA SECRETARIA 

ABG. ROSALY MUÑOZ CHIRINO 

En esta misma fecha de hoy, siendo las 03 23 p.m., se dictó, publicó y registró la anterior Decisión, previo cumplimiento de las formalidades de ley. Y se habilita el tiempo necesario para su impresión por desperfectos de conexión en el sistema juris 2000 
LA SECRETARIA 

ABG. ROSALY MUÑOZ CHIRINO 
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REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
JUZGADO SUPERIOR SEGUNDO DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL ESTADO CARABOBO 

Valencia, 8 de Febrero del año 2006 
195° y 146° 


EXPEDIENTE N°: GP02-R-2005-000841 

Suben las presentes actuaciones a este Tribunal con motivo del RECURSO APELACIÓN interpuesto la abogada ENIHZER RODRÍGUEZ, en su carácter de apoderada judicial de la accionada contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 21 de Noviembre del año 2005, en el juicio que por cobro de Prestaciones Sociales incoare el ciudadano CONSTANTINO VALENCIA contra la Sociedad de Comercio “HIPER CARABOBO B.B.C.” C.A., representados judicialmente por las abogadas MORELVIA GARCÍA, IRVING ALTUVE y JEANNETTE MENDEZ la parte actora y los abogados FRANCISCO IZARRA, DALIA MUJICA, DANIEL IZARRA, ENIHZER RODRÍGUEZ y EFRAIN VELASQUEZ la accionada.- 

Se observa de lo actuado a los folios 146 al 166, que Juzgado Primero de Primera de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 21 de Noviembre del año 2005, dictó sentencia definitiva declarando "PARCIALMENTE CON LUGAR", la acción incoada. 

Frente a la anterior resolutoria la parte accionada ejerció el recurso ordinario de Apelación, motivo por el cual las presentes actuaciones fueron recibidas en esta Alzada. 

En la oportunidad de la Audiencia de Apelación el apoderado judicial de la accionada – recurrente alegó que tal como señaló en la Audiencia de Juicio que ninguna de las empresas para las que alega el actor prestó servicios financia a la otra, no significa que no constituyan una unidad económica, pero son empresas distintas, ya que una se dedica a vender carne y la otra a un equipo de Baloncesto; igualmente arguyó que el actor trabajó como supervisor de carnicería para “Hipercarnes San Diego” C.A., para la cual señaló trabajó con carácter de exclusividad, con la que celebró una transacción ante el Juzgado Sexto de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de esta Circunscripción Judicial, durante periodos que alega trabajo para la accionada, por lo que niega la relación de trabajo, así mismo, señaló que al actor se le cumplió el sueño de jugar por lo que se le permitió participar en un juego, que por lógica un jugador importado que puede ganarse 5000$, no va a trabajar como carnicero con un salario de Bs. 300.000 ó Bs. 400.000; la Juez de la recurrida señaló que debía determinar los elementos de la relación de trabajo, para lo que consideró que existía relación de trabajo, que no había cosa juzgada, que la era una alegato nuevo por parte de la accionada señalar que existe una Unidad Económica, posteriormente se contradice con respecto a la cosa juzgada y el grupo económico, lo cual no es cierto ya que trabajaba en la carnicería y se le cumplió el sueño de participar en un juego, por lo que solicitó se revoque la sentencia dictada por el A quo y en consecuencia declare sin lugar la acción. 

En la oportunidad concedida a la parte actora, ésta alegó que de conformidad con la Ley del Deporte el actor se considera deportista profesional, que no se celebró contrato entre el actor y la accionada, así como tampoco existía contrato celebrado con otros jugadores, tal como se evidencia de la evacuación de la prueba de testigos, lo que no significa que la relación de trabajo no haya existido, de la declaración del entrenador se desprende que el actor no entrenaba con la regularidad debido por su trabajo; que la Federación Nacional de Básquet lo reconoce como jugador de la liga, por lo que considera que existe un relación de trabajo entre el actor y la accionada, por lo que aceptan la sentencia dictada en primera instancia, por lo que solicitan sea declarada sin lugar la apelación ejercida.- 

En atención a lo alegado por las partes en la Audiencia Oral y Pública de Apelación, este Tribunal pasa analizar los alegatos de las partes en el escrito libelar y en la contestación de la demanda, a los fines de determinar la pretensión del actor y lo aceptado y contradicho por la demandada.- 

El actor alegó en el libelo de la demanda, que a mediados del 2002 fue seleccionado por el ciudadano Rafael Escalante, para formar parte de equipo de baloncesto, a fin de adquirir una franquicia para participar ante la Liga Nacional de Baloncesto, por lo que deseaba participar en los campeonatos anuales, que inicialmente se agruparon bajo el nombre de HIPERCARNES SAN DIEGO, cuyo nombre poseía la empresa mercantil que mayoritariamente financiaba el equipo y para el cual el ciudadano Rafael Escalante prestaba sus servicios como administrador; que el día 02 de diciembre del 2002, inició a prestar servicios personales para la Sociedad de Comercio “HIPERCARNES SAN DIEGO” C.A. y al mismo tiempo formaba parte del equipo de Baloncesto para el cual participó como equipo debutante en el Campeonato de la Liga Nacional de Baloncesto, temporada 2003 que se inició en Julio y culminó en noviembre 2003. 
Igualmente, arguyó que el actor pasó del equipo de “Hipercarnes San Diego” C.A. al equipo de “Hiper Carabobo B.B.C,” C.A. bajo la dependencia del ciudadano Rafael Escalante, quien fungía como administrador de la primera y como representante legal de la segunda, que a partir del 29 de agosto del año 2003 cobró vida legalmente el equipo de baloncesto “Hiper Carabobo B.B.C,” C.A, que los entrenamientos se iniciaron el 01 de junio del 2003, de 9:00 a.m. a 1:00 p.m. de lunes a viernes; que iniciado el campeonato de Liga Nacional de Baloncesto temporada 2003, el actor tenía como obligaciones la disponibilidad absoluta para asistir a todos los juegos que le fueran designados con subordinación a los dueños, entrenadores y directores técnicos, así como las clínicas deportivas como actividades complementarias, cumplir con las normas del equipo, de la Liga Nacional y la Federación; que el actor ingresó al equipo con el carácter de jugador profesional importado para la temporada 2003, como relevo del jugador de nacionalidad norteamericana ASKIA JONES, quien se encontraba lesionado de la rodilla, quien no podía jugar durante todas las series y con tal cualidad el actor estaba en la obligación de estar presente en todos los partidos y jugar con tal condición, cuando así fuese ameritado; así mismo, alegó que de acuerdo con las normas de la Liga Nacional de Baloncesto, cada club, está en la obligación de presentar un jugador extranjero en cada uno de los partidos, el cual deberá estar oficialmente inscrito y totalmente apto para jugar a juicio de la comisión técnica, y la falta de jugador extranjero, es penalizada con multa de hasta Bs.500.000,00 por juego.- Que el actor fue calificado como jugador extranjero para la temporada 2003 ya que poseía doble nacionalidad, a saber, venezolana y griega, que se desempeñó en actividades deportivas en Atenas Grecia como jugador de baloncesto a nivel profesional en 1998, circunstancias éstas que fueron debidamente certificadas por el equipo “Hiper Carabobo” B.B.C. C.A. y por la Federación Nacional de Baloncesto, que así se le identifica en la ficha técnica del equipo, lo cual es uno hecho público y notorio difundido por los medios de comunicación regional, nacional y por la página Web del equipo (inactiva en éstos momentos). 

Agregó además, que la empresa “Hiper Carabobo” B.B.C. C.A. no cumplió su obligación de hacer el contrato escrito.- Que el actor debió recibir CINCO MIL DÓLARES AMERICANOS (5.000 $) MENSUALES, EN EQUIVALENTE EN MONEDA NACIONAL al cambio oficial para la fecha (Bs.1.600,00 por dólar), por lo que estima era el salario que para esa temporada percibiría el jugador a quien el actor iba a reemplazar y/o relevar, valer decir el jugador americano ASKIA JONES, en virtud del principio “a trabajo igual, desempeñado en puesto, jornada, y condiciones de eficiencia también iguales, debe corresponder salario igual” (Art.135 LOT); que el actor no recibió ningún tipo de remuneración durante los 6 meses de duración que comprendió tanto el período de entrenamiento como todas las series del campeonato temporada 2003. 

Finalmente alegó que al requerirle al ciudadano Rafael Escalante la cancelación de las remuneraciones éste amenazó con despedirlo del trabajo que como supervisor regularmente ocupaba en “Hipercarnes San Diego” C.A., lo que constituyó abuso de poder según el artículo 1185 Código Civil, quien valiéndose de su condición de supervisor en “Hipercarnes San Diego” C.A. y representante legal de “Hiper Carabobo B.B.C,” C.A, le negó la remuneración que le correspondía como jugador profesional importado, que para la temporada 2004 el actor no fue llamado a participar en ningún juego y que hasta la presente fecha no ha tenido ninguna notificación de haber dejado de pertenecer al equipo “Hiper Carabobo” B.B.C. C.A., ni de haber sido objeto de sanción disciplinaria por lo que interpreta por usos y costumbres, que en la temporada anterior y la de éste año el actor sigue siendo reserva del club donde terminó la temporada anterior, que no se le ha entregado carta de libertad para formar parte de otro equipo, por lo que ha permanecido inhabilitado para jugar en ésta temporada, alega el despido indirecto y violación al derecho al trabajo, a no ser discriminado, a que le sea respetada su condición integral como deportista profesional, el respeto a su honor, a su propia imagen y a su reputación.- 

Reclama, que se reconozca la relación de trabajo y el despido indirecto, que se conceda el pase ó carta de libertad para formar parte de otro equipo, los Salarios retenidos y no cancelados, los Intereses de mora, la Prestación de Antigüedad, las Vacaciones, Bono de fin de año, Indemnización por despido, Preaviso, Intereses por prestaciones sociales, Daños y perjuicios (lucro cesante y daño moral), Corrección Monetaria (indexación), así como las Costas.- 

La accionada en el escrito de contestación admitió como cierto, que entre el ciudadano Rafael Escalante y Enrique Rodríguez constituyeron en fecha 29 de agosto del año 2003 una compañía denominada “HIPER CARABOBO” BBC, C.A., que el actor trabajó con carácter de exclusividad para “HIPERCARNES SAN DIEGO”, C .A en el periodo del 02 de enero del año 2003 al 07 de junio del año 2004, tal como consta en transacción debidamente homologada por ante Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo; igualmente alegó que el actor confesó en libelo y en la transacción que trabajó para la Sociedad de Comercio “Hipercarnes San Diego” C.A. como supervisor de carnicero, en los mismos períodos de tiempo que alega era también jugador profesional de baloncesto, así mismo, negó que el actor haya trabajador para la Sociedad de Comercio “HIPER CARABOBO B.B.C”. C.A. 

Negó, rechazó y contradijo lo siguiente que el actor trabajó para “HIPER CARABOBO B.B.C”, C.A, así como todos y cada uno de los hechos, conceptos y cantidades alegadas por el actor en el escrito libelar, negó la jornada señalada por el actor, motivando el rechazo en que nunca existió relación de trabajo, negó que se deba conceder pase ó carta de libertad al actor porque no existió relación de trabajo.- 

Alegó que existe una transacción homologada ante el Juzgado Sexto de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo en una demanda anterior de fecha 10 de agosto del año 2004, el actor alegó ser Supervisor de Carnicero de “HIPERCARNES SAN DIEGO”, C.A y en la actual demanda alega ser JUGADOR PROFESIONAL DE BALONCESTO IMPORTADO, por lo que considera se declare sin lugar la acción.- 

A los fines de la decisión el Tribunal observa: 
Ha determinado la doctrina y la jurisprudencia que el deporte puede presentarse como un espectáculo teatral o como una actividad profesional, como espectáculo teatral se ha dicho y considerado que son aquellas personas que se presentan para mostrar su conocimiento en el arte, que han aprendido con maestría ante la presencia de numeroso público que han sido atraídos por la fama del profesional, asimilándose entonces a clubes deportivos, organizaciones o empresas de espectáculos públicos que se proponen lucrar con la exhibición del equipo contratado. 

En consecuencia debe entenderse ésta actividad y desde éste punto de vista como una actividad profesional, en donde el deportista con ésta naturaleza ha sido contratado por la entidad deportiva, mediante una remuneración y quedando en consecuencia, sometido el contratado, a sus obligaciones, a un determinado régimen y ostentando los derechos nacidos precisamente del vínculo que con la sociedad en cuestión le ligan, es decir, por cuenta de otro, creyendo quien decide entonces que estamos en presencia de un contrato de trabajo. 

El autor Deveali ha dicho al referirse a los jugadores profesionales, que ese contrato de trabajo, así conceptuado, debe denominarse contrato de actividad. 

Así mismo, ha considerado la doctrina y la jurisprudencia que no se considerara deportista profesional, o lo que es lo mismo, deportista no profesional, aquellos que no tiene remuneración del ejercicio del deporte, cuyas obligaciones no existen como tales, a no ser en la medida en que él (el deportista no profesional), haya querido someterse voluntariamente, siendo claro que no mantiene relación laboral de ningún tipo con la sociedad o entidad deportiva a la que pueda pertenecer. 

La Ley Orgánica del Trabajo en su artículo 302, establece: que los deportistas que actúen con carácter profesional mediante una remuneración, bajo la dependencia de otra persona, empresa o entidad deportiva, se consideraran trabajadores, así mismo, el artículo 303 eiusdem, señala que el contrato de trabajo que suscriban los trabajadores debe hacerse por escrito, donde se establecerán todas las condiciones pertinentes a la relación de trabajo, régimen de cesiones, traslados o transferencias; de igual manera, el artículo 313 eiusdem, señala la no violación del principio de igualdad salarial, la circuntancia de que se estipulen salarios diferentes para trabajos iguales, en razón de la categoría del evento, partido o funciones de los equipos, o de las experiencia o habilidad de los trabajadores. 

De las actas procesales que conforman el expediente, específicamente de la contestación de la demanda, se constata que la accionada negó la existencia de la relación laboral, alegando que el actor nunca prestó servicios para la accionada, lo que constituye un hecho negativo absoluto, por lo que en el presente caso es el actor el que tuvo la carga de probar la naturaleza de la relación que le unió con la accionada. 

Al respecto ha reiterado la Doctrina y la Jurisprudencia que si la demandada niega de manera absoluta la existencia de la relación laboral, se convierte en un hecho negativo absoluto, correspondiéndole al trabajador la carga de la prueba, de lo que se deduce que la carga de la prueba en los juicios laborales tiene como finalidad principal, el de proteger al trabajador de la desigualdad en que se encuentra frente al patrono, pero si por el contrario éste último niega tal relación le corresponde aquel demostrarla.- 

Establecido lo anterior, corresponde entonces determinar, conforme a las pruebas aportadas por ambas partes y especialmente las aportadas por el accionante, si en efecto existió una relación de trabajo con la demandada, en virtud de lo cual, será preciso examinar las pruebas traídas a los autos, a fin de determinar si existen hechos que haga presumir la existencia de la relación laboral, de la siguiente manera, a saber: 

Con respecto a la constancia, marcada “A”, de fecha 22 de Junio del año 2004, emanada de la Federación Venezolana de Baloncesto, suscrita por el ciudadano Gustavo Anselmi Espin Coordinador de Personal, (folio 27) este Tribunal la aprecia, de la cual se desprende que el actor formó parte de equipo “HIPER CARABOBO B.B.C”, C.A. en el Campeonato de Liga Nacional en calidad de importado en la Temporada del año 2003.- 

Con respecto al documento constitutivo estatutario de la Sociedad de Comercio “HIPER CARABOBO B.B.C”, C.A., marcado “B”, (folios 28 al 33), este Tribuna lo aprecia y le otorga todo su valor probatorio. 

Con respecto a las documentales, marcados “C”, “D”, “E”, “F”, “G” y “H”, que corren a los folios 34 al 40, los cuales fueron desconocidos en su contenido y firma por la accionada por emanar de un tercero y no ratificadas conforme al artículo 431 del Código de Procedimiento Civil, quien decide le da todo su valor probatorio, en razón de que las mismas están certificadas por la Liga Nacional de Baloncesto.- 

Con respecto a las copias fotostáticas del expediente signado con el Nº GP02-L-2004-000741, (folio 41 al 59), este Tribuna las aprecia en todo su valor probatorio, por no haber sido tachadas por la accionada y demuestran que el actor prestó servicios para la mencionada en el periodo comprendido entre el día 02 de enero del año 2003 al 07 de junio del año 2004. Y ASÍ SE APRECIA.- 

Con respecto al ejemplar que contiene las Condiciones Generales de Competencia para la temporada 2004 (folios 60 al 65), y que consta en auto, a través de la Prueba de Informes emanada de la Federación Venezolana de Baloncesto, este Tribunal lo aprecia en todo su valor probatorio, a los fines de determinar las condiciones del juego que establece la Liga Nacional de Baloncesto.- 
Con respecto a las documentales que corren a los folios 66 al 68, emanadas de una página web, este Tribunal las desecha, en razón de que las mismas no aportan elementos de convicción para quien decide.- 

Con respecto a la deposición de la testigo Marina Andrades, este Tribunal la desecha, en razón de que de su declaración se desprende que existe amistad manifiesta con el actor, lo que no garantiza imparcialidad en sus dichos. 

Con respecto a la deposición del testigo Arturo López Viña, este Tribunal lo desecha por evidenciar en sus dichos amistad con el actor, lo que no garantiza su imparcialidad.- 

Con respecto a los testigos Karina Coronel y Audilio Mirabal, promovidos por el actor, este Tribunal los desecha, en razón de que los mismos fueron declarados desiertos, por no comparecer a la Audiencia de Juicio, oportunidad fijada para su evacuación. 

Con respecto a la resulta de la prueba de informes solicitada por el actor a la Federación Venezolana de Baloncesto, este Tribunal la aprecia en todo su valor probatorio. 

Con respecto a la prueba de informes solicitada por el actor a la Sociedad de Comercio “HIPERCARNES SAN DIEGO” C.A, este Tribunal no lo aprecia, en razón de que sus resultas no constan a los autos.- 

Con respecto a las copias fotostáticas simples del escrito libelar, marcada B, y de las copias certificadas de la transacción celebrada en el expediente signado con el N° GP02-L-2004-000741, marcada “C”, que corren a los folios 74 al 83, las mismas se analizaron en las pruebas del actor. 
Con respecto a la deposición del ciudadano Alison García testigo promovido por la accionada, este Tribunal lo aprecia y le da todo su valor probatoria, en razón de no haber contradicción en sus dichos.- 

Con respecto a la declaración del ciudadano Rafael Infante, este Tribunal la precia en todo su valor probatorio, por no encontrar contradicción en sus dichos. 

Con respecto a los ciudadanos Alexander Tovar, Almiro Cuello, Carlos Villasmil, Edecio Ladera, Elvis Burgillos, Ali Tovar, Meter Kvietek, Nelsi Pacheco, Billi Aspilla, Johan Pérez, Sergio Castillo, Wilmer Luna, Angel Meneses, Rafael Colmenares, promovidos como testigos por la accionada, el Tribunal los declara desiertos, por no comparecer a la Audiencia Oral y Pública de Juicio, oportunidad para su evacuación. 

Analizados así los puntos controvertidos en el presente caso, cabe observar que el actor ha pretendido demostrar la existencia de una relación de trabajo con la empresa deportiva “Hiper Carabobo” B.B.C, C.A, a quien por las razones señaladas arriba, igualmente le corresponde probar tal relación de trabajo, con vista a la negativa absoluta de la accionada, de ser cierta la relación de trabajo alegada, en consecuencia quien decide, tomando en consideración de la declaración dada por el propio actor de la no existencia de un contrato de trabajo, del desconocimiento de la remuneración a devengar, señalando en su declaración que él considera que la remuneración que merece debía de ser la que devengaba el jugador profesional sustituido, sin tener certeza de las condiciones en que prestaba el servicio, así como el reconocimiento hecho de que quien le pagaba su salario y remuneración era la sociedad de comercio “Hipercarnes San Diego” C.A. cuando jugaba para el equipo “Hiper Carabobo” B.B.C, C.A, y quien reconoció como patrono en la temporada en que dice haber jugado para la accionada, ya que era ésta, quien le pagaba la remuneración, le concedía el permiso para las prácticas, para jugar con el equipo, por lo que es evidente que el actor es un deportista no profesional, es decir, que ejercitó el deporte de manera voluntaria, se sometió a las condiciones impuestas en esa temporada, tal como lo alegó, para cubrir la ausencia del deportista profesional Askia Jones en el equipo “Hiper Carabobo B.B.C,” C.A. y que a su decir, para evitar la sanción que por el no cumplimiento de la cláusula 34 de las condiciones de la Liga Nacional de Baloncesto, que impone se incluya en el equipo un jugador extranjero, lo que no podría nunca entonces, de acuerdo a la doctrina y a la Ley citada entenderse que el actor pueda denominarse como un deportista profesional. 

De lo expuesto, y en el entendido de que el accionante si ciertamente, pudo estar inscrito en la Liga Nacional de Baloncesto como jugador, no es menos cierto, que no quedó demostrado la existencia de una remuneración por parte de la accionada, que no estaba bajo su dependencia y subordinación, y que si bien es cierto, pudo formar parte de un equipo, no es menos cierto y con fundamente al análisis del expediente, de la doctrina y de la ley, el ciudadano CONSTANTINO VALENCIA no tuvo el carácter de profesional y no mantuvo relación laboral con la Sociedad de Comercio “Hiper Carabobo B.B.C,” C.A. 

DECISION 
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, Administrando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por Autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el RECURSO DE APELACIÓN ejercido por la parte accionada, SIN LUGAR la acción incoada por el ciudadano CONSTANTINO VALENCIA TRIANTAFYLLOU, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 13.104.971 contra la Sociedad de Comercio “HIPER CARABOBO B.B.C,” C.A. y en estos términos queda REVOCADA la sentencia recurrida. 

No hay condenatoria en costas por la naturaleza de la acción propuesta.- 

PUBLIQUESE, REGISTRESE Y DEJESE COPIA. 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en Valencia, a los ocho (8) días del mes de Febrero del año 2006. Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación. 


BERTHA FERNANDEZ DE MORA 
JUEZ SUPERIOR 
La Secretaria 
Joanna Chivico 
En la misma fecha se público y registró la anterior sentencia, siendo las 09:00 a.m. 
LA SECRETARIA 
Joanna Chivico 
BFdeM/JCh/amb.- 
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Parte Actora: Eugenio Antonio González, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 4.395.439.- 

Parte Demandada: Otelio Pitocco Di Gregorio, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 8.686.523.- 

Apoderado Judicial de la demandada: Jorge Vega Mejía y Antonio Miranda Zambrano.- 

MOTIVO: Cobro de Prestaciones Sociales.- 

Se inicia el presente juicio por demanda de cobro de prestaciones sociales y otros conceptos, incoada por el ciudadano Eugenio Antonio González, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 4.395.439 asistido del abogado Leonardo Ledezma Infante inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 27.478 en contra del ciudadano Otelio Pitocco Di Gregorio. 

Siendo la oportunidad para decidir en el presente caso, este Tribunal procede a hacerlo previa las consideraciones siguientes: 

Señala la parte actora, en su libelo de demanda que: “ …comencé a prestar mis servicios para el ciudadano Otelio Pitocco Di Gregorio en su finca “ Roble Largo” desde el 5 de enero del 2.001 donde ocupaba el cargo de Operador de maquinarias Pesadas de Primera y devengaba un salario diario de 14.285,71 bolívares que era redondeado en al cantidad de 100.000,00 bolívares semanales a lo que debo señalar que dicho salario se mantuvo así desde el mismo momento en que ingresé a trabajar con el referido ciudadano, o sea que desde el 5 de enero de 2.001, así continuo todo el año 2.002 y hasta la fecha del despido indirecto, o sea el 20 de agosto del 2.004, contradiciendo de esa manera todo lo relacionado y establecido en contrataciones vigentes, según lo establecido en el Tabulador de oficios y salarios, vigentes desde el 1 de diciembre del 2.003… (relación que duró hasta el 20 de agosto del 2.004) fecha en la cual dicho patrón me dijo que agarrara unos tres meses de descanso, sin pago alguno, debido a la temporada de invierno y que por ello era inútil el uso de las máquinas…tenía que permanecer en la finca los domingos y fines de semana, de todos los meses del año, ya que eran los días que el patrón llegaba a la misma… realizaba todo tipo de trabajo obrero común y corriente, chofer, mecánico y labores agrícolas en su totalidad, de la misma manera debía trasladarme a otros sitios del país a realizar trabajos pesados con la máquina… nunca llegué a disfrutar de mis vacaciones respectivas así como en semana santa, navidades y feriados… Quiero resaltar las horas extras, los bonos vacacionales y días feriados no forman parte de la presente reclamación… los días feriados como lunes y martes de carnaval, 19 de abril, 1 de mayo, 24 de junio, 5 de julio, 24 de julio, muchos domingos de cada mes… en virtud de la situación irregular en que me encontraba, dado el despido indirecto realizado por mi contratante fue por lo que acudí ante la Oficina del Ministerio del Trabajo…de lo cual acompaño Acta donde queda demostrada la relación laboral…para el momento del despido indirecto devengaba un salario de 428.571,30 bolívares mensuales.- 
…Demando de conformidad con el tabulador de Oficios y salarios vigente a partir del 1 de diciembre del 2.003 que corresponde al sindicato Único de la Industria de la Construcción y la Madera del Estado Guárico.. 
1.- por concepto de Preaviso art. 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, 60 días equivalente a 1.401.000,oo bolívares. 
2.-Por concepto de indemnización, articulo 125 de la Ley Orgánica del trabajo 30 días equivalente a700.500,oo bolívares. 
3.- Por concepto de antigüedad art. 108 de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con lo establecido en el contrato colectivo vigente 225 dias equivalente a 5.253.750,oo bolívares. 
4.-Por concepto de utilidades, art. 174 de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con el artículo 49 del contrato colectivo. 300,64 días equivalente a 7.019.944,oo bolívares. 
5.- Por concepto de vacaciones no disfrutadas, art. 119 de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con el articulo 56 del Contrato Colectivo, 210,64 días equivalente a 4.918.444,oo bolívares. 
Total 19.293.638,oo bolívares. 
6.- Mas la diferencia salarial retenida desde el 1 de diciembre del 2.003 hasta el 20 de agosto del 2.004 a razón de 9.064,28 bolívares diarios. Que multiplicados por 264 días hace u total de 2.392.969,90 bolívares. 
7.- Indexación o corrección monetaria. 
8.- Intereses moratorios.- 
Se admitió la presente demanda, se ordenó la notificación del demandado, se aperturó la audiencia preliminar, las partes no pudieron terminar el juicio en dicha etapa preliminar y el demandado contesta la demanda en los siguientes términos: 

DE LOS HECHOS ADMITIDOS 

1.- Que el accionante prestó servicio como trabajador rural en la Finca “Roble Largo”. 
2.- Que la relación de trabajo se inició en fecha 5 de enero del 2.001. 
3.- Que la fecha de egreso fue el 20 de agosto del 2.004. 
4.- El salario devengado fue de 100.000,oo bolívares semanal. 

DE LOS HECHOS CONTROVERTIDOS 

1.- Negó que el trabajador haya sido despedido por cuanto abandonó su sitio de trabajo y jamás regresó. 
2.- Negó que el salario haya sido de 428.571,30 bolívares. 
3.-Negó que el oficio del accionante fuese operador de maquinaria pesada de primera, por cuanto el mismo era trabajador rural. 
4.- Negó que estuviere amparado por la Convención Colectiva de Trabajo celebrada por la Cámara Venezolana de la construcción y la Federación de Trabajadores de la Industria de la Construcción, maderas, conexas y similares de Venezuela por cuanto solo desarrollaba actividades relacionadas con la agricultura (siembra de maíz, sorgo, y frutos menores como ají dulce, pimentón lechosa y parchita) y pecuaria con la cría de ganado vacuno. 
5.- Negó que se le despidiera, ya que a consecuencia de sus continuas faltas, al presentarse en estado de ebriedad, y a fin de que resolviera sus problemas, todos de índole personal era conveniente que disfrutara de sus vacaciones que tenía vencidas.- 
6.- Negó que el accionante tuviera que pasar los domingos en la FINCA ROBLE LARGO, laborando, por cuanto pasaba los domingos tomando licor en la finca.- 
7.- Negó que el demandante tuviera que trasladarse a otros lugares como La Guaira, Cúa y Charallave, a los fines de ejecutar trabajos pesados con las máquinas. 
8.- Negó que el accionante no disfrutara los días feriados, o de descanso por cuanto él los tomaba a su elección. 
9.-Negó que el salario fuese de 23.350,00 bolívares diarios por no ser trabajador de la construcción sino rural. 
10.-Negó el Preaviso, las utilidades, diferencia salarial establecidas en la Convención Colectiva de la Industria de la Construcción. 
Solicitó que se le descontara el preaviso, por haber abandonado el trabajo y no dar el correspondiente aviso de conformidad con el articulo 107 de la Ley Orgánica del Trabajo y que por el tiempo de servicio le corresponde al trabajador la cantidad de 4.801.065,20 bolívares y haber recibido la cantidad de 6.800.000,00 bolívares se le aplique la compensación. 

LIMITES DE LA CONTROVERSIA 

Vistos Los alegatos expuestos por el actor en el libelo y la conducta asumida por el demandado, quien admitió la existencia de la relación de trabajo; en atención a los principios procesales probatorios en materia laboral consagrado en el artículo 72 de la ley Orgánica Procesal del Trabajo donde se establece la distribución de la carga de la prueba, la cual para el caso en comento se aplicará de la siguiente manera: 
Corresponde a la parte demandada, ya que de acuerdo a la contestación de la demanda fue admitida la relación de trabajo, la fecha de ingreso y la fecha de egreso. 
Así pues; según como el demandado diere contestación a la demanda, se fijará la distribución de la carga de la prueba en el proceso laboral, invirtiéndose la carga de la prueba cuando el demandado admita la prestación de un servicio personal, aún cuando el accionado no la califique como relación laboral.- Cuando el demandado no rechace la existencia de la relación, se invertirá la carga de la prueba en lo que se refiere a todos los restantes alegatos contenidos en el libelo que tengan conexión con la relación laboral, por lo tanto es el demandado quien deberá probar. 
En cumplimiento de la actividad juzgadora, esta sentenciadora pasa de seguidas a valorar cada uno de los instrumentos probatorios promovidos por la parte demandada, con el objeto de desvirtuar la pretensión del actor, en base a que éste solicita se le aplique la Convención Colectiva que ampara a los trabajadores de la industria de la construcción por considerarse trabajador (operador) de maquinarias pesadas y por tal aplicable tal normativa y el demandado alega que no le es aplicable por cuanto el mismo desempeña una actividad estrictamente rural y en cumplimiento de su carga probatoria, promueve los siguientes instrumentos: 
1.- Promueve Constancia de productor agropecuario expedida por el Ministerio de Producción y Comercio. 
2.- Registro agrario del fundo Roble Largo por ante el Instituto Nacional de Tierra. 
3.- Constancia de inscripción de Predio en el Registro de la Propiedad Rural del Ministerio de Agricultura y Cría. 
Evacuadas como fueron en la audiencia de juicio los documentos anteriores, promovidos en fotocopias, se trata de documentos emanados de oficinas administrativas, de organismos de la administración pública nacional, es decir se trata de documentos administrativos que gozan de la presunción de veracidad, que al no ser rebatidos por la parte a quien se le opone tienen pleno valor lo contenido en estos documentos, teniéndose por cierto que el fundo Roble Largo propiedad de Otelio Pitocco Di Gregorio está inscrito en la Oficina Rural del Ministerio de Agricultura y Tierras.- 
4.- Fotocopia de documento debidamente autenticado por ante la Notaría de San Cristóbal el 25 de febrero del 2.004, mediante el cual la sociedad mercantil agropecuaria Roble largo C.A. arrienda a Otelio Pitocco un extensión de terreno ubicado en el hato Roble Largo.- 
5.-Registro de hierro marcador, registrado por ante el Ministerio de Agricultura y Tierras, Registro de hierro marcador de ganado por ante la Oficina Subalterna de Registro, al ser documentos públicos tienen pleno valor, dejando por cierto que el ciudadano Otelio Pitocco posee un hierro marcador de ganado y que es arrendatario del lote de terreno ubicado en la finca Roble largo. 
6.- Legajo de tres recibos firmados por el demandante relativo a adelanto de prestaciones. 
7.-Legajo de facturas de compra o retiro de de abono, urea, insecticida, de la empresa Agroisleña firmadas por el demandante.- 
Los anteriores numerales 6 y 7 se tratan de documentos privados emanados de la parte actora y al no ser desconocidos se valoran y se tiene por cierto que el actor recibió parte de las prestaciones sociales, además de que el actor recibió insumos de la empresa Agroisleña por encargo del demandado.- 
8.- Guía de movilización y recepción de sorgo desde la finca el Roble hasta los silos de Chaguaramas y guía de movilización de sorgo desde la finca Roble Largo hasta los silos de la empresa Agroisleña, vía Chaguramas, Estado Guárico, al tratarse los mismos de documentos firmados por el actor y no descocidos se tiene por cierto el hecho de que recibió el producto y lo trasladó en nombre del demandado. 
9.- Solicitó informe al Banco de Venezuela sobre línea de crédito de la cartera agrícola y sobre el tipo de interés del crédito, al respecto consta a los autos informe rendido por la entidad Bancaria que señala que el ciudadano Otelio Pitocco es cliente de la Institución, beneficiario de una línea de crédito Agropecuaria, que goza del interés propio del sector, de conformidad con su condición de productor agropecuario inscrito en el Ministerio de Agricultura y Tierras bajo el N° 12.07.0.3.416, y remitió copia certificada de documento auténtico que prueba el referido crédito, teniéndose como cierto y con pleno valor el informe rendido por el Banco. 

Una vez valorado cada una de las instrumentales, aportadas por el demandado, pasa a valorar la declaración de los testigos de la siguiente forma: 
Las declaraciones testimoniales de los ciudadanos José Laurencio Castro, Eloy José Milano y Juan Coronado, portadores de las cédulas de identidad Nros. 7.293.580,8.690.064 y 13.650.797 respectivamente, este Tribunal les da pleno valor probatorio a sus dichos por cuanto fueron claros, precisos y contestes en relación a que conocían al ciudadano Eugenio González, que los trabajadores de la Finca Roble Largo propiedad del demandado utilizaban los tractores D4, D-6, D-7 para abrir picas, caminos, hacer lagunas, desforestar, y algunas veces para sembrar; que recibían el pago semanal de manera regular, sin atrasos; que no sabían las razones por el cual había dejado de trabajar el Sr. Eugenio González en la finca propiedad del demandado; que las actividades que realizaba el demandante en la finca era la misma que hacían los demás obreros como sembrar, cosechar, reparar líneas, ganadería, montar a caballo, recoger el ganado, chofer. 

En cuanto a la declaración del testigo Ramón Ramos promovido por el actor tenemos que de sus dichos se desprende que conocía al ciudadano Eugenio González porque habían trabajado juntos en la finca Roble Largo; que el demandante trabajaba como operador de máquinas pesada en la Finca Roble Largo propiedad del demandado; que el demandado alquilaba las máquinas pesadas y mandaba al ciudadano Eugenio González a realizar trabajos fuera de la finca Roble Largo haciendo deforestaciones, laguna y carreteras; este Tribunal, considera que por cuanto en el caso de autos no existe prueba alguna que corrobore las deposiciones de éste y que pueda dar nacimiento a la valoración concatenada de la declaración del testigo, el mismo debe desecharse, y así se decide.- 
Con respecto a la declaración testimonial de la ciudadana María Reyes portadora de la cédula de identidad No. 8.997.721, este Tribunal considera que sus deposiciones no merecen fe por cuanto son vagas, imprecisas y contradictorias, en consecuencia la misma debe desecharse, y así se decide.- 

Ahora bien, una vez determinado que uno de los puntos controvertidos es la especial condición o la naturaleza de la labor desempeñada por el actor y la aplicación o no de la Convención Colectiva de los trabajadores de la industria de la construcción, se pronuncia en los siguientes términos: 

El Trabajador Rural está identificado por el legislador dentro del capítulo de los regímenes especiales, tal como lo afirma el articulo 315 de la Ley Orgánica del Trabajo cuando define al trabajador rural como el que presta un servicio en un fundo agrícola o pecuario, en actividades que sólo pueden cumplirse en el medio rural. Además de clasificar al trabajador rural en permanente, temporero u ocasional, dependiendo del tiempo que esté a disposición del patrono, regula las horas ordinarias de trabajo y los días feriados y ordinarios debido a las condiciones especiales que rodea el trabajo en el campo, es decir el que está dedicado a la agricultura o la cría, y en virtud de esas regulaciones especiales, es que deben ser valorados las condiciones de trabajo para aplicar la norma, ya que prima facie existe la presunción de que quien trabaje en un fundo agrícola o pecuario es un trabajador rural y de que esas actividades sólo pueden ser realizadas en el medio rural. 

En el presente caso, el demandado logró demostrar con las documentales y por las declaraciones de los testigos, que el actor trabajaba en un fundo dedicado a la agricultura y ganadería, y que la actividad que realizaba el actor era de operador o conductor de maquinaria para el uso del campo, en la cual desmontaba, desforestaba, abría caminos y carreteras dentro de la finca, buscaba los insumos agrícolas, combustible para la máquina de trabajo, e.t.c., además de declarar el propio actor que vivía en la finca y que ese era su lugar de habitación, situación que ocurre frecuentemente en los trabajadores del campo, igualmente declaró el actor (mediante el interrogatorio de parte efectuado por este Tribunal de acuerdo a las facultades establecidas en el artículo 103 de la Ley Orgánica del Trabajo) que había hecho lagunas, labores éstas que sólo pueden realizarse en el fundo, o en el medio rural, es decir, no podían ser realizadas en otro lugar que no fuera el fundo explotado por el demandado, lo que lleva a concluir que las actividades realizadas por el actor eran actividades que sólo pueden ser ejecutadas por un trabajador rural. 

Por cuanto quedó demostrado, por las referidas pruebas, que el demandado explotaba un fundo denominado Roble Largo, en la que se sembraba, cosechaba, criaba ganado, se vacunaba el ganado, tenía crédito agrícola, en fin se trata de un actividad desarrollada en un fundo agrícola y pecuario, no pudiendo el actor reclamar los beneficios que le corresponden a los trabajadores de la Industria de la construcción a pesar de que operaba una máquina pesada, actividad ésta que no solo es propia de los trabajadores de la Industria de la Construcción; es así como la misma Convención Colectiva enmarca su ámbito de aplicación a toda la empresa o empleador del sector construcción y a los trabajadores que presten servicios conforme a las definiciones de empresa o empleador y trabajadores establecidos en la convención tal como es definido al empleador o patrono como: Las empresas constructoras propiamente dichas afiliadas a las cámaras para el momento de la instalación de la reunión Normativa Laboral o que lo hubieren hecho posteriormente. Y a los Trabajadores como aquellos que desempeñen los oficios que estén contemplados en el tabulador de oficios de la presente convención colectiva. 

En tal sentido, debe esta sentenciadora evaluar estos dos escenarios y una vez analizado las condiciones del trabajo realizado por el actor y las condiciones o características del sujeto demandado como patrono; el cual es una persona natural, no una empresa o persona de carácter jurídico dedicada a la industria de la construcción, requisito necesario para que existe el vinculo entre patrono y trabajador y que el trabajador realizaba actividades sólo en un mismo fundo agrícola y pecuario, oficios que sólo pueden realizarse en dicho fundo, para beneficio del patrono en una actividad que no se puede calificar como comercial sino agrícola y pecuaria, en actividades propias de la faena del campo, que a pesar de que en el momento en que el legislador clasificó al trabajador del campo, se contaba con un escenario natural de trabajo muy distinto al de esta época, donde de ha generalizado, hoy en día con la tecnificación y modernización para la prestación del servicio en el campo o en el área rural, es de conocimiento común que existen diferentes tipos de maquinarias para desarrollar las diferentes actividades que se realizan en la explotación de un fundo agrícola y pecuario, dependiendo también de las condiciones de tiempo ya que en época de invierno se ejecutan actividades distintas a las de verano, y por conocimiento común se sabe que en la explotación de un fundo se ejecutan obras que involucran el empleo de maquinarias de diferentes tipos, es decir para realizar deforestación, rastreo, siembra, abrir caminos internos, hacer lagunas, e.t.c. todas estas actividades propias del medio rural y que necesariamente hoy en día las ejecuta el hombre trabajador con ayuda de esa importante herramienta de trabajo, como lo son las maquinarias, que por máximas de experiencia se entiende son operadas por los mismos trabajadores del campo; llevando al actor a confundir la naturaleza del servicio de un trabajador rural con un trabajador ordinario amparado por normas como lo son las convenciones colectivas, creadas para reglar una condición de trabajo determinada, como el área de la Industria de la Construcción, sin embargo, analizando las características del mismo se aprecia que el oficio no deja de ser rural, por cuanto el mismo no podría ser prestado en lugar distinto al natural como lo es la finca, y la labor o actividad fue netamente agrícola o pecuaria y no la construcción con fin comercial, por lo tanto es un trabajador sometido al régimen especial del trabajador rural bajo la aplicabilidad de las normas establecidas en la Ley Orgánica del Trabajo y no las establecidas en la Convención Colectiva de la Industria de la construcción. Y así se decide.- 

Resuelto los puntos referidos la naturaleza de la labor desarrollada por el actor, y sobre la norma aplicable corresponde de seguidas para esta Juzgadora determinar las causas de la terminación de la relación de trabajo, y las indemnizaciones correspondientes a la terminación del vínculo laboral. De acuerdo a la contestación de la demanda, se negó el despido alegando el abandono al trabajo, correspondiéndole al demandado la carga de la prueba y en atención a las mismas, (documentales y testificales), no logró el demandado probar tal hecho por lo que se tiene como admitido que el despido se realizó sin justa causa. Y así se declara. 

Por todas estas razones, y en atención al despido injustificado del cual fue objeto el actor, le corresponden al actor las indemnizaciones correspondientes al despido injustificado establecidas en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir 120 días calculados al salario de cuatrocientos mil bolívares mensual y la indemnización sustitutiva del preaviso de 60 días calculadas al salario de cuatrocientos mil bolívares mensual, además de corresponderle lo relativo a la prestación de antigüedad, una vacación vencida, las vacaciones fraccionadas Bono Vacacional, más el bono vacacional fraccionado, Bonificación de fin de año calculados al salario de cuatrocientos mil bolívares y una vez calculados se declara que le corresponde por prestaciones sociales la cantidad de seis millones cuatrocientos veintisiete mil trescientos treinta y dos bolívares con setenta y ocho céntimos, (Bs.6.427.332,78) y valorados los documentales aportados por el demandado contentiva de adelanto de prestaciones suma un total de seis millones setecientos setenta mil bolívares ( Bs. 6.770.000,00) por lo que se concluye que ha sido satisfecha la deuda del patrono para con el trabajador.- Y así se declara. 


DISPOSITIVO 

En razón de los fundamentos de hecho y de derecho antes expuestos, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela, administrando justicia y por autoridad de la Ley declara: 
PRIMERO: SIN LUGAR, la demanda que por cobro de Prestaciones Sociales ha incoado el ciudadano: Eugenio Antonio González, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 4.395.439 en contra del ciudadano Otelio Pitocco Di Gregorio, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 8.686.523. 
SEGUNDO: Por la naturaleza del fallo, no hay expresa condenatoria en costas para el actor, de conformidad con el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.- 
Una vez vencido el lapso para la publicación del presente fallo, déjese transcurrir el lapso para que las partes ejerzan los recursos legales pertinentes. 
Publíquese, Regístrese y déjese copia. 
Dada, firmada y sellada en la Sala de despacho del Tribunal Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Guárico, en la ciudad de San Juan de los Morros, a los quince (15) días del mes de junio de 2005. Años 195º de la Independencia y 146º de la Federación La…………… 
Juez, 
Zurima Bolívar Castro 
La Secretaria, 
Abg. Ninolya Suárez 
En la misma fecha, siendo las 3:30 p.m., se publicó la anterior sentencia, y se dejó la copia ordenada. 

Secretaria, 

Resumen de la Dispositiva: 
En razón de los fundamentos de hecho y de derecho antes expuestos, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela, administrando justicia y por autoridad de la Ley declara: 
PRIMERO: SIN LUGAR, la demanda que por cobro de Prestaciones Sociales ha incoado el ciudadano: Eugenio Antonio González, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 4.395.439 en contra del ciudadano Otelio Pitocco Di Gregorio, venezolano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad N° 8.686.523. 
SEGUNDO: Por la naturaleza del fallo, no hay expresa condenatoria en costas para el actor, de conformidad con el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.- 
Una vez vencido el lapso para la publicación del presente fallo, déjese transcurrir el lapso para que las partes ejerzan los recursos legales pertinentes.
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ASUNTO ANTIGUO Nº 26046 
ASUNTO PRINCIPAL Nº LH22-L-2003-000065 

SENTENCIA DEFINITIVA 

PARTE DEMANDANTE: JOSE LUIS GARCIA, venezolano, mayor de edad, soltero, transportista, titular de la cédula de identidad Nº 9.323.920, domiciliado en Mérida, Estado Mérida. 

APODERADOS JUDICIALES DE LA PARTE DEMANDANTE: ORLANDO DE JESUS DAVILA RAMIREZ y JOSE LUIS ACEVEDO RODRIGUEZ, venezolanos, titulares de las cédulas de identidad Nos. 8.045.533 y 10.104.442, abogados en ejercicio, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 37.142 y 70.199, domiciliados en Mérida, Estado Mérida. 

PARTE DEMANDADA: Sociedad Mercantil “GOLCAN, S.A.”, inscrita en Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el 21 de octubre de 1.996, bajo el Nº 54, Tomo 89-A, representada por su Presidente, ciudadano THOMAS HANS FRITSCHE, suizo, mayor de edad, comerciante, titular de la cédula de identidad Nº 81.803.172, domiciliado en la ciudad de Cabudare, Estado Lara. 

APODERADOS JUDICIALES DE LA PARTE DEMANDADA: GUMERCINDA GUZMAN CONTRERAS Y JOSE CRISPULO GUZMAN CONTRERAS, venezolanos, titulares de las cédulas de identidad Nos. 8.045.353 y 8.001.748 respectivamente, abogados en ejercicio, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 56.413 y 74.747 en su orden, domiciliados en Mérida Estado Mérida. 

MOTIVO: COBRO DE PRESTACIONES SOCIALES Y OTROS CONCEPTOS LABORALES. 

ANTECEDENTES PROCESALES 

En el juicio que por Prestaciones Sociales y otros Conceptos Laborales incoado por ante el extinto Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, por el ciudadano JOSE LUIS GARCIA, contra la Sociedad Mercantil “GOLCAN, S.A.”, recibido en fecha once (11) de agosto de 2005, en este Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio quien, se avocó al conocimiento de la causa en esta misma fecha y, estando la causa en el supuesto contenido en el artículo 197, numeral 4 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo pasa esta Juzgadora, a decidir la presente en los siguientes términos: 

I 
ALEGATOS DE LAS PARTES 

PARTE ACTORA 
El demandante alega que comenzó a prestar sus servicios desde el 01 de diciembre de 1.999 para la empresa demandada, como transportista, hasta el 16 de febrero de 2.002, es decir laboró 2 años, 2 meses y 15 días, con 3 viajes semanales hacia el occidente y centro del país, cargando materia prima. Que, el 16 de febrero de 2.002, al regresar de su viaje, el patrono Thomas Hans Fritsche Muttenzea, le participó que ya no prestaría más los servicios para la empresa, sin indicar justificación alguna. Que, al reclamarle las Prestaciones Sociales, que por ley le corresponde, por el tiempo de servicio prestado, este se ha negado a cancelárselas, alegando que no esta obligado a ello. Que, su última contraprestación fue la cantidad de Bs. 600.000,oo lo que equivale a Bs. 20.000,oo diarios. Que, reclama Antigüedad, Fideicomiso, Vacaciones vencidas y fraccionadas, Bono Vacacional, Días de Descanso, Bonificación de fin de año, Preaviso, Indemnización por Antigüedad e Indemnización sustitutiva del Preaviso, las costas, costos y honorarios profesionales. Estima la demanda en Bs. 7.593.200,oo 

PARTE DEMANDADA 


La parte accionada, niega que haya existido entre ella y el actor alguna relación laboral, ya que lo que existió fue una prestación de servicio de transporte, a través de un contrato verbal, entendiéndose como tal, aquel que tiene lugar entre el expedidor o remitente, que da la orden de transporte y la persona o empresario que se encarga de hacerlo efectuar en su nombre y por cuenta de otro, o bien entre uno de ellos y el porteador que se encarga de efectuarlo. Niega, rechaza y contradice que el inicio de la supuesta relación laboral haya sido el 1 de diciembre de 1.999, hasta el 16 de febrero de 2.002, pues lo que existió fue un contrato verbal de transporte que se inició a principio del mes de marzo de 2.000, cuando José Luis García se presentó a ofrecer sus servicios como transportista independiente con un camión 350 que dijo era de su propiedad, contratándose de manera verbal como se prestaría el servicio de transporte, acordándose los fletes y las rutas con las tarifas correspondientes, que incluía los peajes y el combustible, realizándose el primer viaje el 17 de marzo del 2.000, cancelándosele todos los fletes por los viajes realizados por el ciudadano José Luis García, quien firmó cada uno de los recibos de egreso, siendo el último viaje el 18 de julio de 2.002, cuando notificó el aumento de las tarifas del transporte, lo cual por la situación económica no fue aceptada. 
Niega, rechaza y contradice, que el actor devengará una remuneración mensual de Bs. 600.000,oo o el equivalente a Bs. 20.000,oo diarios, ya que se le pagaba era el flete por viaje realizado. 
Niega, rechaza y contradice, que la supuesta relación haya finalizado el 16 de febrero de 2.002, como lo alega el demandante, al decir que trabajó bajo la subordinación y dependencia de la demandada, ininterrumpidamente por 2 años, 2 meses y 15 días como transportista, ya que lo que existió fue un contrato verbal de transporte, habiendo realizado su último flete el 18 de julio de 2.002, fecha en la cual retiró un flete en la empresa denominada Frigorífico Industrial Santa Bárbara, según nota de despacho Control Nº 011942, suscrita por José Luis García y el gerente administrativo de esa empresa. 
Niega, rechaza y contradice, que se le adeude la cantidad de Bs. 7.593.200,oo, por las cantidades reclamadas en el libelo de demanda, por los diferentes conceptos allí especificados. 


II 
MOTIVACIONES PARA DECIDIR 

Evidencia este Tribunal que los límites en los cuales ha quedado planteada la controversia, conforme a la pretensión deducida por el actor en su libelo y las defensas opuestas por la parte demandada en su contestación, van dirigidos a determinar si la relación entre el actor y la accionada, era laboral o era un contrato de transporte, si le corresponden o no los conceptos y cantidades reclamadas en el libelo y cuál fue la fecha de inicio y terminación de la relación existente entre las partes. 

Ahora bien, de acuerdo con lo previsto en el artículo 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el Régimen de Distribución de la Carga de la Prueba en materia Laboral, se fijará de acuerdo con la norma en la que el accionado dé contestación a la demanda. En este sentido, el demandado en el Proceso Laboral tiene la carga de probar todos aquellos alegatos nuevos que le sirvan de fundamento para rechazar las pretensiones del Actor. 
En tal sentido, este tribunal trae a colación la sentencia dictada en fecha 11 de Mayo de 2004 por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, donde se dejó sentado: 
“…En innumerables sentencias, la Sala de Casación Social ha dejado sentado el criterio a seguir en cuanto a la distribución de la carga de la Prueba en materia laboral a tenor de lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo (norma esta vigente en la etapa de primer grado de jurisdicción del presente proceso, hoy derogada por el artículo 72 de la Ley Orgánica Procesal del trabajo), una de ellas ha sido la Sentencia Nº 444 de fecha 10 de Julio del año 2.003, la cual señaló…”Así mismo, en sentencia de fecha 28 de Mayo del año 2.002 en el caso Efraín Valoy Castillo Cabello contra distribuidora de bebidas Mar Caribe CA. (BRAHMA), con ponencia del Magistrado Juan Rafael Pérez Perdomo, en alusión al último aparte de la sentencia Transcrita anteriormente y en la que resolvió un caso similar al que nos ocupa actualmente, señaló lo siguiente..” (…) 
Pues bien de la sentencia precedentemente expuesta se puede extraer las siguientes consideraciones con respecto a la distribución de la carga de la prueba en los procesos en materia laboral: 
1. El demandado tiene la carga de probar la naturaleza de la Relación que le unió al Trabajador, cuando en la contestación de la demanda haya admitido la prestación de un servicio personal y no la califique de naturaleza laboral, por ejemplo la califique de mercantil. (Presunción Iuris Tantum, establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo).
2. El demandante tiene la carga de probar la naturaleza de la Relación que le unió con el Patrono, cuando el demandado en la Litis Contestación haya negado la prestación de un Servicio personal. 
3. Cuando el demandado no niegue la existencia de la Relación laboral, se invertirá la carga de la Prueba en lo que se refiere a todos los restantes alegatos contenidos en el Libelo que tengan conexión con la Relación Laboral: Es decir, es el demandado quien deberá probar la improcedencia de los Conceptos que Reclama el Trabajador. Asimismo, tiene el demandado la carga de probar todos aquellos alegatos nuevos que le sirvan de fundamento para rechazar la pretensión del actor. 
4. Se tendrán como admitidos aquellos hechos alegados por el demandante en su libelo, que el demandado no niegue y rechace expresamente en su contestación, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los actos, alguna prueba capaz de desvirtuar los alegatos del actor. 
5. Se tendrán como admitidos aquellos hechos alegados por el demandante en su libelo, cuando el demandado no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar los alegatos del actor. 
6. Sobre este último punto la Sala ha insistido que es importante que los jueces analicen el motivo de la omisión de fundamentos de la contestación, puesto que puede tratarse de hechos negativos absolutos, es decir, aquellos que no implican a su vez ninguna afirmación opuesta, ya que son indeterminados en el tiempo y en el espacio, siendo por lo tanto de difícil comprobación por quien niega, por lo que le corresponde a la parte que los alegó – al trabajador- la carga de aportar pruebas pertinentes a fin de demostrar la ocurrencia de tales hechos. 
Asimismo, ha insistido la Sala, que aun cuando el demandado en la litis contestación, no haya rechazado los alegatos expuestos por el actor en su libelo o que una vez realizado el rechazo no haya fundamentado el mismo, los jueces estarán en la obligación de analizar si los conceptos que integran la pretensión deducida son opuestos a condiciones distintas o exorbitantes a las legales, puesto que de ocurrir tal circunstancia, es evidente que debe declararse la improcedencia de lo reclamado”… 

En atención con la Jurisprudencia citada anteriormente y tal como se verifica en el escrito de contestación de la demanda, la empresa demandada admitió una Prestación de servicio personal, pero alegó la terminación de la relación laboral por abandono espontáneo del trabajador. En consecuencia, le corresponde a la demandada la carga de la Prueba de los hechos por ella alegados. 
Quedando como Hechos no Controvertidos: 
• Que existió una relación entre las partes. 

Por otra parte, quedaron como Hechos Controvertidos: 
• Si la relación entre el actor y la accionada, era laboral o era un contrato de transporte. 
• Si corresponden o no los conceptos y cantidades reclamadas en el libelo. 
• La fecha de inicio y terminación de la relación existente entre las partes. 

III 
PRUEBAS Y VALORACION DE LAS MISMAS 

Pruebas de la Parte Demandante. 
I.- Valor y mérito jurídico de la Contestación de la demanda, donde se convalida con dicho acto el término para el avocamiento de la presente causa. 
Se considera que esta invocación tiene vinculación con los principios de adquisición procesal y comunidad de la prueba, que el Juez está en el deber de aplicar de oficio siempre, sin necesidad de alegación de parte; por lo que las mismas serán utilizadas para demostrar las pretensiones y excepciones, sin importar la persona que lo promueva; razón por la cual al no ser promovido un medio probatorio susceptible de valoración, esta Juzgadora considera que es improcedente valorar tales alegaciones. Así se decide. 

II.- Valor y mérito jurídico del Acta levantada por ante la Inspectoría del Trabajo donde el representante de la empresa “GOLCAN S.A.” hizo caso omiso a la citación enviada para tratar el caso de las prestaciones sociales, pudiendo presentarse y desmentir la relación laboral, sin embargo no se presentó porque no tiene los elementos para demostrar la inexistencia laboral. 
Este documento público administrativo, consta en las actas del expediente en original, en el folio 8. No fue tachado o impugnado por la parte demandada, por lo tanto, quien juzga le otorga mérito y valor probatorio. Así se decide. 

III.- Valor y mérito jurídico a la relación de trabajo iniciada el 1 de diciembre de 1.999 hasta el 16 de febrero de 2.002, donde el actor laboró bajo dependencia y subordinación de la empresa“GOLCAN S.A.” 
IV.- Valor y mérito jurídico a la contradicción de la demandada al no desvirtuar la relación laboral en la contestación de la demanda, señalando “negamos que exista tal relación laboral, sino que por el contrario lo que existió fue una relación comercial basada en un contrato verbal de trabajo, habiéndose cancelado todos los fletes realizados por el ciudadano José Luis García”. La parte demandada dice que existió una relación comercial, pero si esto fuera cierto, el demandante no le hubiera trabajado con su camión a la empresa y los recibos que están firmados como viáticos para los viajes, fueran facturas de ventas que José Luis García le hiciera a la empresa “GOLCAN S.A.” Con dichos recibos quedan evidenciados los viajes que realizaba mensualmente. 
V.- Valor y mérito jurídico de la contradicción de la demandada, donde señala que rechaza la existencia de la relación laboral “por que existió fue un contrato verbal de transporte”, no estando de acuerdo con los elementos utilizados para desvirtuar con falsedades la relación laboral existente, dice que fue una relación de transporte y por otra parte dice que fue comercial 

Considera quien Juzga que lo promovido en los particulares III, IV y V, no son medios susceptibles de valoración, por lo tanto se abstiene de hacerlo. Así se decide. 

VI.- TESTIFICALES. Solicita oír la declaración de los ciudadanos MILTON ANTONIO MERCADO, JAVIER RIVAS, FREDDY GERARDO MONTILLA, WUILMER JOSE RIBAS, CARLOS MERCADO, RAFAEL RAMON GARCIA TORO, JUAN CARLOS MONSALVE Y JOSE ELIÉCER SANTIAGO, domiciliados los 3 primeros en la ciudad de Mérida Estado Mérida y los restantes en Timotes, Municipio Miranda del Estado Mérida. Con el fin de probar que el ciudadano José Luis García, fue trabajador subordinado de la empresa “GOLCAN S.A.” 
Los ciudadanos Milton Antonio Mercado, Javier Rivas, Freddy Gerardo Montilla, Rafael Ramón García Toro, Juan Carlos Monsalve y José Eliécer Santiago no comparecieron a rendir sus declaraciones por ante el Tribunal comisionado, el día fijado para tal fin, por lo tanto quedan desechados del proceso. Así se decide. 
Los ciudadanos Wuilmer José Ribas y Carlos Mercado, rindieron sus declaraciones el día fijado, de sus dichos se observa que fueron contestes en afirmar, que conocen a José Luis García y que este trabajaba como transportista en la empresa “GOLCAN S.A.”, así mismo son contestes en afirmar que solo trabajaba para esta empresa y el tiempo que duró en la misma. A esta Juzgadora, estos testimonios le merecen confiabilidad, por lo tanto les otorga valor probatorio. Así se decide. 

Pruebas de la Parte Demandada. 
I.- Valor y mérito jurídico del libelo de la demanda, en cuyo texto el actor José Luis García, manifiesta que prestó servicios como transportista para la empresa “GOLCAN S.A.” 
Se considera que esta invocación tiene vinculación con los principios de adquisición procesal y comunidad de la prueba, que el Juez está en el deber de aplicar de oficio siempre, sin necesidad de alegación de parte; por lo que las mismas serán utilizadas para demostrar las pretensiones y excepciones, sin importar la persona que lo promueva; razón por la cual al no ser promovido un medio probatorio susceptible de valoración, esta Juzgadora considera que es improcedente valorar tales alegaciones. Así se decide. 

II.- DOCUMENTAL. Valor y mérito de los comprobantes de egreso expedidos por la empresa “GOLCAN S.A.”, con el objeto de demostrar que lo que existió entre las partes fue un contrato verbal de transporte, el cual se inicio en los primeros días del mes de mayo del 2.000, conviniéndose la forma como se prestaría el servicio de transporte, los fletes que se pagarían, así como los pagos que realizó la empresa por todos y cada uno de los fletes realizados a las ciudades allí mencionadas, los cuales fueron suscritos por el demandante. 
Se encuentran agregados al expediente en los folios 68 al 85, en originales, no fueron tachados, impugnados o desconocidos, quien Juzga le otorga pleno valor probatorio. Así se decide. 

III.- Valor y mérito de la factura, nota de despacho de control Nº 001942, suscrita por José Luis García. A objeto de demostrar que nunca existió tal relación laboral, sino por el contrario existió un contrato de transporte con su respectivas interrupciones, habiendo realizado el último flete el 18 de julio del 2.002, fecha en la cual retira de la empresa Frigorífico Industrial Santa Bárbara, la materia prima para ser transportada a la empresa “GOLCAN S.A.” A tal efecto de conformidad con el artículo 431 del Código de Procedimiento Civil solicita la ratificación del documento por parte de la ciudadana ACDIELA U. DE PEREZ, gerente administrativo de la empresa Frigorífico Industrial Santa Bárbara. 
Al folio 105 del presente expediente, se encuentra original de la factura promovida, no fue tachada, impugnada o desconocida por la parte actora, fue igualmente ratificada por la otra parte que la suscribe, es decir por la Gerente administrativo Acdiela U. De Pérez, por lo tanto este Tribunal, le otorga pleno valor probatorio. Así se decide. 

IV.- INFORMES. De conformidad con el artículo 433 del Código de Procedimiento Civil, solicita se requiera al Ministerio de Infraestructura, si el vehículo tipo camión 350, marca Chevrolet, Placas 926X66, es propiedad de José Luis García. Con el objeto de demostrar que el contrato de transporte era prestado con un vehículo propiedad de José Luis García. 
En los folios 164 al 169 se encuentra el Informe solicitado, se trata de un documento público administrativo, no fue tachado o impugnado, sin embargo considera, esta Jurisdicente que el mismo no ilustra sobre los hechos controvertidos de este proceso y lo desecha del proceso. Así se decide. 

IV.- TESTIFICALES. Solicita oír la declaración de los ciudadanos IVAN BELTRÁN, JUAN CARLOS QUINTANILLO, SANTIAGO OLIVO, ADALBERTO BRICEÑO MORENO y NORELYS MORENO VILLAMIZAR, titulares de las cédulas de identidad Nos. 1.448.514, 1.301.028, 5.758.355, 2.617.732 y 12.797.512 respectivamente, domiciliados los 2 primeros en la ciudad de Mérida Estado Mérida y los restantes en Timotes, Municipio Miranda del Estado Mérida. A objeto de demostrar que lo que existió entre José Luis García y la empresa “GOLCAN S.A.” fue un contrato de transporte y la forma como se prestaría dicho transporte. 
Los ciudadanos Iván Beltrán y Santiago Olivo, no comparecieron a rendir sus declaraciones por ante el Tribunal comisionado, el día fijado para tal fin, por lo tanto quedan desechados del proceso. Así se decide. 
Con relación a los ciudadanos Juan Carlos Quintanillo, Adalberto Briceño Moreno y Norelys Moreno Villamizar, rindieron sus declaraciones en el Tribunal comisionado. De sus dichos se observa, que son muy parcos en sus repuestas, si embargo manifiestan que conocen a las partes de este proceso, en relación al ciudadano José Luis García, saben y les consta que era transportista en la empresa “GOLCAN S.A.”, a la fecha de inicio y terminación de la prestación de servicios por parte del demandante José Luis García, manifiestan no recordarla, quien Juzga les otorga valor probatorio. Así se decide. 

IV 
MOTIVA 

Del estudio efectuado en forma exhaustiva de las actas que conforman el expediente, observa este Tribunal, en la forma en que la demandada dio contestación a la demanda, admitió que el ciudadano JOSE LUIS GARCIA, mantuvo una relación con ella, a través de un contrato verbal de transporte, desde los primeros días del mes de marzo del 2.000 hasta el 18 de julio del 2002. De acuerdo con los términos de la contestación, la carga probatoria corresponde a al parte demandada, quien reconoció la relación entre ella y el actor, pero negando que fuera de índole laboral, por lo que se impone considerar la presunción establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, en cuyo caso se tiene en principio como cierta la existencia del vinculo laboral, salvo que quede desvirtuado con las pruebas de autos, demostrando la accionada que la relación era de naturaleza distinta a la laboral. 

La Jurisprudencia señalada en el capitulo II del presente fallo, en cuanto a la carga de la prueba, señala: 
“… 1. El demandado tiene la carga de probar la naturaleza de la Relación que le unió al Trabajador, cuando en la contestación de la demanda haya admitido la prestación de un servicio personal y no la califique de naturaleza laboral, por ejemplo la califique de mercantil. (Presunción Iuris Tantum, establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo).” No obstante que la carga de la prueba descansa en la parte accionada y, que por virtud de ello el actor estaba exonerado de la prueba sobre sus alegatos, este Tribunal por aplicación del principio de la comunidad de la prueba, apreciará todas las pruebas presentadas. 
En los procesos laborales para establecer la existencia de la relación de trabajo, el legislador estableció un conjunto de presunciones legales. El artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, contiene una presunción legal que admite prueba en contrario, al disponer que se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba, salvo en aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral. 
En interpretación de la citada norma legal, la Sala de Casación Social, de nuestro máximo Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia N° 61, de 16 de marzo de 2000, expresó conforme a lo previsto en el artículo 1.397 del Código Civil, que ésta presunción legal, dispensa de toda prueba a quien la tiene a su favor, la cual permite, partiendo de las consecuencias de un hecho conocido -la prestación de un servicio personal- establecer un hecho desconocido -la existencia de una relación de trabajo- salvo prueba en contrario, es decir, cuando el patrono logre desvirtuar la existencia de la relación por no cumplirse alguna de las condiciones para su existencia. 
El artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, señala la presunción de laborabilidad: “Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba (…)”. La parte actora demanda el cobro de prestaciones sociales y la parte demandada en el escrito de Contestación a la demanda, basa su defensa en la inexistencia de una relación. 
La calificación de una relación jurídica como de naturaleza laboral, depende de la verificación en ella de los elementos característicos de este tipo de relaciones, a tal efecto la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, ha asumido por vía jurisprudencial, para calificar como de laboral la relación, la presencia en la relación de los siguientes 3 elementos: Ajenidad, dependencia y salario. 

La Ley Orgánica del Trabajo, en el capitulo VII, Sección Primera, en los artículos 327 al 332, contempla El trabajo en el Transporte Terrestre, a tal efecto el artículo 327,señala: 
“ El trabajo de los conductores y demás trabajadores que presten servicio en vehículos de transporte urbano o interurbano, sean estos públicos o privados, de pasajeros, de carga o mixtos, se regirá por las disposiciones de esta sección además de las contenidas en esta Ley que le sean aplicables, en cuanto aquéllas no la modifiquen.” 
Señala igualmente el artículo 329 ejusdem: 
“El salario podrá estipularse por unidad de tiempo, por viaje, por distancia, por unidad de carga o por u porcentaje del valor del flete, siempre que dicha estipulación no viole el límite máximo de la jornada, ni infrinja normas de seguridad. 
Parágrafo Primero.- Cuando el salario se haya estipulado por viaje, si éste sufriere retardo o prolongación en su duración por causa que no le sea imputable, el trabajador tendrá derecho a un aumento proporcional de su salario, pero no podrá disminuírsele si el tiempo de viaje se reduce. 
Parágrafo Segundo.- En el transporte extraurbano, el patrono deberá pagarle al trabajador los gastos de comida y alojamiento que deba realizar. 
El trabajador tendrá derecho a que se le pague el salario en caso de interrupción del servicio, cuando la causa de ella no le sea imputable.” 

En el caso de marras, la accionada niega que haya existido entre ella y el actor alguna relación laboral, que lo que existió fue una prestación de servicio de transporte, a través de un contrato verbal, acordándose los fletes y las rutas con las tarifas correspondientes, que incluía los peajes y el combustible. Observa quien juzga, de las pruebas aportadas por las partes, de las declaraciones de los testigos, de los recibos o comprobantes de egreso, que el ciudadano José Luis García, prestaba sus servicios personales para la demandada en forma regular y permanente. A tal efecto el artículo 113, de la Ley Orgánica del Trabajo, señala: 
“Son trabajadores permanentes aquellos que por la naturaleza de la labor que realizan, esperan prestar servicios durante un periodo de tiempo superior al de una temporada o eventualidad, en forma regular e ininterrumpida.” 

Consta igualmente, de manera clara que el actor prestaba sus servicios de forma personal, hacía los viajes de manera directa, no por intermedio de otro. En la declaración de la ciudadana ACDIELA U. DE PEREZ, Gerente de Administración de la empresa Frigorífico Industrial Santa Bárbara, empresa que mantenía relación comerciales con la empresa aquí demandada, al ratificar el documento promovido por la accionada, indica que los pedidos a esa empresa los hacía directamente el ciudadano THOMAS FRITSCHE, así como los pagos los efectuaba directamente a través de depósitos bancarios o a través de cheques y nunca en efectivo, lo que hace presumir que el ciudadano José Luis García, transportaba la mercancía bajo las ordenes de THOMAS FRITSCHE, configurándose de esta manera una subordinación del actor frente a su patrono. 

Del análisis hecho anteriormente, de los artículos transcritos, de las declaraciones de los testigos promovidos, de los comprobantes de egreso o recibos presentados por las partes, infiere este Tribunal que el trabajador, estaba al servicio de su patrono al momento en que era requerido, para realizar cualquier viaje al sitio que le era asignado. Así mismo de los recibos presentados por la parte patronal, de ellos se observa, que hay una continuidad en los servicios prestados, que el trabajador recibía su remuneración mensual, de acuerdo a los viajes realizados, tal como lo señala el artículo 329 de la Ley Orgánica del Trabajo, antes trascrito. 

Por lo tanto, quien Juzga considera, que en el presente caso, se configuran todos los elementos o características propias de una relación de trabajo, como son: la relación de dependencia, ajenidad, el pago de un salario, etc., en consecuencia queda establecido que el ciudadano JOSE LUIS GARCIA era un trabajador permanente de la empresa demandada “GOLCAN, S.A.”, que los unió una relación de tipo laboral. Así se decide. 

Establecido lo anterior, y de la manera como han quedado determinados los hechos en virtud del principio de la carga de la prueba, pasa esta juzgadora a pronunciarse sobre otro de los hechos controvertidos en el presente proceso, como es la fecha de inicio y terminación de la relación laboral. El actor indica que se inició el 01 de diciembre de 1.999 y finalizó por despido el 16 de febrero del 2.002, por su parte la demandada manifiesta que se inicio el 17 de marzo del 2.000, haciendo el último viaje el 18 de julio de 2.002. No consta en autos, alguna prueba que desvirtúe lo alegado por el actor en su libelo en relación a la fecha de inicio de la relación laboral, por lo que se establece como cierta la alegada por este, es decir que se inició el 1 de diciembre de 1.999. Igualmente en relación a la fecha de terminación, consta en el expediente en el folio 86, la nota de despacho, del Frigorífico Industrial Santa Bárbara, S.A. que como ya se estableció anteriormente fue ratificada en juicio por la Gerente Administrativo de la empresa, la misma tiene como fecha de despacho el 18 de julio de 2.002, suscrita por el demandante José Luis García, por lo que se tiene esta, como la fecha cierta de terminación de la relación laboral. Así se decide. 

Otro hecho controvertido lo constituye el salario devengado por el actor. El demandante manifiesta que percibía un salario mensual de Bs. 600.000,oo y la parte accionada alega en la contestación, que se le pagaba los fletes por los viajes realizados. 
En aplicación del nombrado principio de la carga de la prueba en materia laboral, el patrono con las documentales que promovió no logró desvirtuar lo dicho por el trabajador, máxime si la relación laboral se inicio en el año 1.999 y solo trae a autos, recibos correspondientes desde de marzo 2.000 a octubre 2.001. 
Al respecto, es conveniente transcribir parte de la sentencia de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia de fecha 19 de junio de 2003 (Caso J.I. Ruíz contra Polibarq C.A.) que señala: “… Ahora bien, ciertamente los alegatos de la parte demandada en la contestación de la demanda negaron el salario pretendido por el trabajador, … sin embargo, de conformidad con el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo y la interpretación que la doctrina jurisprudencial le ha dado, en efecto, le corresponde a la parte demandada, es decir, al patrono la carga de probar el salario que según su criterio le corresponde, una vez que ha sido reconocida la relación laboral existente y negado el monto devengado por el trabajador como salario…” Por lo tanto considera, esta Juzgadora, no existiendo prueba en contrario, como cierto lo alegado por el actor en su libelo, es decir, que su salario mensual era de Bs. 600.000,oo Así se decide. 

Establecida la fecha de inicio y terminación de la relación laboral, corresponde a quien juzga pronunciarse si fue por abandono espontáneo o a través de despido injustificado. El actor alega que el ciudadano THOMAS FRITSCHE, le manifestó que ya no prestaría mas sus servicios para la empresa, sin indicar las causas de la misma, por su parte la accionada alega que terminó, cuando el ciudadano José Luis García, le notificó el aumento de las tarifas del transporte, lo cual por la situación económica no fue aceptada, estos alegatos no fueron probados, la parte demandada no trajo a los autos pruebas que desvirtuaran lo alegado por el actor en su libelo; por lo tanto al no ser promovido un medio susceptible de desvirtuar lo alegado por el demandante, este Tribunal da como ciertos lo dicho por el actor en el libelo, es decir que fue despedido injustificadamente. Así se decide. 

Planteado el presente proceso, como precedentemente se ha determinado, ha quedado establecido que la relación laboral duró dos (2) años, siete (7) meses y diecisiete (17) días, dicho todo lo anterior, en relación con las prestaciones sociales, corresponde verificar los conceptos y cantidades reclamadas por el actor en su libelo y establecer el pago de los mismos: 

FECHA DE INGRESO: 01/12/1.999 
FECHA DE EGRESO: 18/07/2.002 
TIEMPO DE SERVICIO: 2 años, 7 meses y 17 días 
ULTIMO SALARIO MENSUAL: Bs. 600.000,oo 
SALARIO DIARIO: Bs. 20.000,oo 

I.- PRESTACION DE ANTIGÜEDAD. 
Artículo 108, Parágrafo 24.051,85 Primero, literal a) de la Ley Orgánica del Trabajo. 
152 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 3.040.000,oo 

II.- VACACIONES CUMPLIDAS. 
Artículo 219 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
31 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 620.000,oo 

III.- BONO VACACIONAL. 
Artículo 223 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
15 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 300.000,oo 

IV.- VACACIONES FRACCIONADAS. 
Artículo 225 y 219 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
9,87 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 197.400,oo 

V.- UTILIDADES. 
Artículo 175 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
30 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 600.000,oo 

VI.- INDEMNIZACION DE ANTIGÜEDAD. 
Artículo 125, ordinal 1 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
90 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 1.800.000,oo 

VII.- INDEMNIZACION SUSTITUTIVA DEL PREAVISO. 
Artículo 125, literal a) de la Ley Orgánica del Trabajo. 
60 días x Bs. 20.000,oo = Bs. 1.200.000,oo 

Totalizando la cantidad de SIETE MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS BOLIVARES (Bs. 7.757.400,oo). 

V 
DISPOSITIVO 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley declara: 

PRIMERO: CON LUGAR la demanda por Cobro de Prestaciones Sociales y Otros Conceptos Laborales, incoada por el ciudadano JOSE LUIS GARCIA, contra la Sociedad Mercantil “GOLCAN, S.A.”, representada por su Presidente, ciudadano THOMAS HANS FRITSCHE, plenamente identificados en autos. 

SEGUNDO: Se condena a la Sociedad Mercantil “GOLCAN, S.A.”, representada por su Presidente, ciudadano THOMAS HANS FRITSCHE, a pagar al ciudadano JOSE LUIS GARCIA, la cantidad de SIETE MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS BOLIVARES (Bs. 7.757.400,oo) por los conceptos indicados en la parte motiva del presente fallo. 

TERCERO: Se ordena el pago de lo intereses generados por la prestación de antigüedad, para lo cual el Tribunal de Ejecución, a través de una experticia complementaria del fallo, de conformidad a lo establecido en el literal “c” del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo. Realizada mediante experto, el cual deberá al efectuar el cálculo de dichos intereses, tomar en cuenta desde la fecha en que nace el derecho a la antigüedad en la relación laboral, hasta la fecha de terminación de la relación laboral, el cual deberá considerar para ello, las tasas de interés publicadas por el Banco Central de Venezuela, a fin de que estas tasas se apliquen sobre el monto que en definitiva corresponda pagar al trabajador por cada mes laborado. 

CUARTO: Se ordena el pago de intereses de mora sobre la cantidad condenada a pagar, dichos intereses deberán ser calculados a través de una experticia complementaria del fallo, de conformidad a lo establecido en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en concordancia con los artículos 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y de conformidad a lo establecido en el literal “c” del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual se realizará mediante la designación de un experto, desde la fecha de terminación de la relación laboral hasta la ejecución de la sentencia 

QUINTO: Se ordena la corrección monetaria sobre la cantidad condenada a pagar, a través de la misma experticia complementaria del fallo, mediante el mismo experto, el cual deberá considerar para ello, el índice inflacionario publicado por el Banco Central de Venezuela, acaecido en el país entre la fecha de admisión de la demanda y la de ejecución del fallo, a fin de que este índice se aplique sobre el monto que en definitiva corresponda pagar al trabajador, excluyendo los lapsos no imputables a las partes, como sería: a) Vacaciones judiciales del año 2.003. b) Del 6 de octubre de 2004 hasta el 16 de noviembre de 2004 (período en el cual se suprimió el extinto Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo y se crearon los correspondientes Tribunales del Trabajo). c) Desde el 23 de diciembre de 2004 al 09 de enero de 2005 (vacaciones judiciales). d) Desde el 14 al 18 de febrero de 2005, fecha en que no hubo despacho, en virtud de los sucesos acaecidos en el Estado Mérida. e) Durante los días 23, 24 y 25 de marzo de 2005, días no laborables en este Circuito Judicial. f) El día 19 de abril de 2005, día feriado. g) Los días 23 y 24 de junio de 2005, día del Abogado y día feriado. h) Desde el 4 de julio al 02 de agosto de 2.005, fecha en que no hubo despacho, por curso de capacitación de los Jueces. i) Desde el 15 de agosto al 15 de septiembre de 2.005, fecha en que no hubo despacho, por vacaciones judiciales. j) 12 octubre de 2005, día feriado. k) Del 21 al 25 de noviembre de 2005, días en que no hubo despacho en los Tribunales de Primera Instancia del Trabajo de esta Circunscripción Judicial. L) Los días 7 y 12 de diciembre, fechas en que no hubo despacho. 

SEXTO: Se condena en costas a la parte demandada, por haber vencimiento total. 

Cópiese y publíquese la presente sentencia. 
Dada, firmada, sellada y refrendada en el Despacho del Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, en Mérida a los catorce (14) días del mes de diciembre de dos mil cinco (2.005). Años 195º de la Independencia y 146º de la Federación. 

Dios y Federación 

La Jueza 


Dubrawska Pellegrini Paredes. 

La Secretaria 

Norelis Carrillo E. 


En la misma fecha se dictó y publicó el fallo que antecede, siendo las cuatro y diez minutos de la tarde (4:10 PM). 


Sria 
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MAGISTRADO PONENTE: HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
Exp. 14308

El Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, adjunto a oficio N° 1.355 de fecha 10 de diciembre de 1997, remitió a esta Sala el expediente contentivo del juicio que, por cobro de prestaciones sociales, intentara el abogado Otto Rafael Sánchez Naveda, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 8.298, actuando en su carácter de apoderado judicial de los ciudadanos MOISÉS ALMARZA, JUAN R. ARTEAGA, ALFREDO RIVERO, JESÚS MONTESINOS, FRANK LEAL, ERASMO PAZ, ORLANDO PÉREZ, DEGNYS ROSENDO, ORLANDO MEDINA y GREINSON ROMÁN, titulares de las cédulas de identidad números 1.047.292,  7.526.495, 8.604.988, 2.852.008, 9.506.115, 1.635.635, 9.511.454, 10.476.448, 9.525.343 y 10.699.637, respectivamente, contra la empresa SHIPPING COMPANY ALJA NV, a fin de que la Sala se pronuncie acerca de la consulta de jurisdicción.

El 21 de enero de 1998 se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó ponente al Magistrado Humberto J. La Roche, a los fines de decidir la consulta de jurisdicción.

Mediante auto de fecha 28 de febrero de 2000 se reasignó la ponencia ponente al Magistrado José Rafael Tinoco y se ordenó la continuación de la causa en el estado en que se encontraba.
En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y se reasignó la ponencia al Magistrado Hadel Mostafá Paolini, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

I
ANTECEDENTES
En fecha 24 de abril de 1994, los ciudadanos MOISÉS ALMARZA, JUAN R. ARTEAGA, ALFREDO RIVERO, JESÚS MONTESINOS, FRANK LEAL, ERASMO PAZ, ORLANDO PÉREZ DEGNYS ROSENDO, ORLANDO MEDINA y GREINSON ROMÁN, quienes prestaban sus servicios en calidad de Jefe de Maquinas, Aceitero, 2do Piloto, Capitán, Marino, Cocinero, Aceitero, Timonel, Marino y Marino, respectivamente, en la motononave carguero, de nacionalidad holandesa, M/V “ADVENTURE”, denominada actualmente “BIANCA”, propiedad de la sociedad mercantil SHIPPING COMPANY ALJA NV constituida en Curaçao, Antillas Neerlandesas, bajo el N° 63881, según las leyes de Antillas Neerlandesas y domiciliada en Curaçao, asistidos por el abogado Otto Rafael Sánchez Naveda, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Número 8.298, demandaron ante el Juzgado Tercero de Primera instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, a la mencionada empresa, por concepto de preaviso, antigüedad, fideicomiso, vacaciones y utilidades fraccionadas.

El 16 de junio de 1994, oportunidad de dar contestación a la demanda, los abogados César Curiel, Aurelio Fernández-Concheso y Marbella Abuim, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 3.959, 20.567 y 45.503, respectivamente, actuando en su carácter de apoderados judiciales de la empresa SHIPPING COMPANY ALJA NV, consignaron escrito donde, de conformidad con lo previsto en el ordinal 1° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, opusieron la cuestión previa de falta de jurisdicción del juez para conocer de la presente causa, alegando que la misma correspondía a un juez extranjero.

En sentencia interlocutoria de fecha 27 de julio de 1994, el Juzgado a quo declaró con lugar la cuestión previa opuesta y ordenó la consulta correspondiente ante esta Sala.

II
MOTIVACIONES PARA DECIDIR
Para decidir, la Sala observa:

La materia a dirimir por parte de este alto Tribunal en la presente consulta de jurisdicción, se circunscribe a precisar si corresponde el conocimiento de esta causa a los Tribunales de la República Bolivariana de Venezuela o, en su defecto, a una jurisdicción extranjera.

Los defensores de la demandada plantearon la falta de jurisdicción, en apoyo de lo cual alegaron que:

 “Mi representada, Shipping Company ALJA N.V., es una compañía domiciliada en Curaçao, y sin domicilio en la República de Venezuela.
Por su parte, la motonave “Bianca”, propiedad de mi representada y cuyas características se expresan en el libelo de demanda, es un buque de bandera Holandesa, sin relación alguna con la República de Venezuela.
(omissis)
Además, las obligaciones que falsamente pretenden invocar como existentes a cargo de mi representada los libelantes, no son obligaciones provenientes de contratos o hechos verificados en el territorio de la República o que deban ejecutarse en ella. No consta que el supuesto contrato de enganche de los tripulantes con el arrendatario de la embarcación, se haya celebrado en Venezuela. El artículo 335 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que antes que un trabajador entre a prestar servicio en un buque, deberá celebrar un contrato de enganche el cual se formalizará ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento.  Niego que exista dicho contrato de acuerdo con lo previsto por la expresada norma del Trabajo, y en consecuencia que el contrato en cuestión se haya verificado en el territorio de la República”.
El apoderado de los demandantes, al contestar la cuestión, adujo:

“... es el tribunal a su digno cargo el competente por cuanto la relación laboral del enganche nace en jurisdicción del Estado Falcón, sitio donde se embarcaron los tripulantes...”
Para declarar con lugar la cuestión, el Tribunal acogió, sustancialmente, los alegatos de la parte demandada, en especial al considerar que:

“... el actor en su libelo confiesa que la Motonave Bianca, es un buque de Bandera no Venezolana y que su propietaria es la Firma Shipping Company ALJA N.V. domiciliada en Curaçao, Antillas Neerlandesas. De estas dos simples enunciaciones vertidas en el texto libelar se advierte que los Tribunales Venezolanos carecen de Jurisdicción para conocer de la presente reclamación laboral, toda vez, que la Empresa demandada está domiciliada fuera del Territorio Patrio, aparte de que su domicilio es Curazao y finalmente la Motonave “B1ANCA” se encuentra en país extranjero.”

Esta Sala en anteriores oportunidades ha señalado que existe falta de jurisdicción o defecto de jurisdicción cuando el conocimiento de una controversia no atañe al Poder Judicial venezolano, bien por corresponder su conocimiento a los Órganos de la Administración Pública o a un juez extranjero; en el presente caso se plantea la falta de jurisdicción de los Tribunales venezolanos, de acuerdo al último de los supuestos mencionados.

En efecto, se desprende del expediente el ejercicio de una acción que tiene por objeto el cobro de prestaciones sociales, en virtud de las obligaciones asumidas por la demandada al enrolar a los demandantes en la motonave “BIANCA”.  Se evidencia que la empresa demandada SHIPPING COMPANY ALJA NV está constituida en Curaçao, Antillas Neerlandesas, bajo el N° 63881, según las leyes de Antillas Neerlandesas y domiciliada en Kaya Rooi Catooje # 88, Curaçao, por lo cual la empresa demandada es una naviera domiciliada fuera del territorio de la República de Venezuela; factor foráneo éste que impone analizar el asunto a la luz del Derecho Internacional Privado, con miras a precisar la jurisdicción para proveer sobre lo demandado, en favor de lo cual, debe procederse a la revisión de las fuentes del Derecho Internacional Privado, previstas en el artículo 10 de la nueva Ley de Derecho Internacional Privado, publicada en la Gaceta Oficial N° 36.511 del 06 de agosto de 1998, vigente a partir del 06 de febrero de 1999, cuyo texto establece:

“Artículo 1. Los supuestos de hecho relacionados con los ordenamientos jurídicos extranjeros se regularán, por las normas de Derecho Internacional Público sobre la materia, en particular, las establecidas en los tratados internacionales vigentes en Venezuela; en su defecto, se aplicarán las normas de Derecho Internacional Privado venezolano; a falta de ellas, se utilizará la analogía y, finalmente, se regirán por los principios de Derecho Internacional Privado generalmente aceptados.”
Conforme a las indicadas reglas, se observa que la empresa SHIPPING COMPANY ALJA NV, como se dijo, es una naviera constituida en la jurisdicción de la Isla de Curaçao, Antillas Neerlandesas, tal como se desprende del libelo de la demanda y del documento poder que cursa en autos, y, como quiera que entre Holanda y Venezuela no existe tratado alguno que regule lo referente a la materia de jurisdicción, se hace necesario el examen de las normas de Derecho Internacional Privado venezolano, a los fines de su determinación.

Así, debe señalarse que nuestra citada Ley de Derecho Internacional Privado en su Capitulo IX artículos 39 al 42, prescribe los criterios atributivos de jurisdicción, distinguiendo, además del supuesto general del domicilio del demandado en territorio venezolano, los supuestos relativos a acciones patrimoniales, acciones relativas a universalidades de bienes y acciones en materia de estado civil y relaciones familiares, cuando la parte demandada esté domiciliada en el extranjero.

En este particular, el mencionado artículo 39 de la Ley de Derecho Internacional Privado establece:

“Además de la jurisdicción que asigna la ley a los Tribunales venezolanos en los juicios intentados contra personas domiciliadas en el territorio nacional, los Tribunales de la República tendrán jurisdicción en juicios intentados contra personas domiciliadas en el exterior en los casos contemplados en los artículos 40, 41 y 42 de esta Ley.”
Los juicios a que se refieren los artículos citados en la norma transcrita son, entre otros:

“40: Los originados por el ejercicio de acciones de contenido patrimonial:
2) acciones relativas a obligaciones que deban ejecutarse en el territorio de la República o que se deriven de contratos celebrados o de hechos verificados en el mencionado territorio”.
Si bien es cierto que la parte demandada en el presente juicio, tiene su domicilio en el exterior, no es menos cierto que no se sometió de manera expresa - deberá constar por escrito - tal y como lo señala el artículo 44 de la Ley de Derecho Internacional Privado, a la jurisdicción extrajera, ya que no existe prueba documental sobre la existencia de un contrato. 

Lo que permite concluir que la demandada, SHIPPING COMPANY ALJA NV, al celebrar el referido contrato de servicio con los demandantes, no definió a los Tribunales de Curaçao Antillas Neerlandesas como la jurisdicción con capacidad para dirimir las controversias que surgieren en relación al referido contrato, de modo tal, que claramente se determina que los Tribunales venezolanos tienen jurisdicción para conocer y decidir la presente causa.

Asimismo, considera la Sala pertinente abundar en las razones que conducen a confirmar la jurisdicción del Poder Judicial venezolano en este caso, por cuanto las obligaciones laborales en virtud de las cuales se inició la demanda fueron celebradas en territorio de Venezuela.

Hay que advertir que el rango constitucional de los derechos laborales así como el orden público del trabajo contenido en el artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela señala que:

“...En las relaciones laborales prevalece la realidad sobre las formas o apariencias”.
Consagra lo que en doctrina se denomina el contrato realidad, principio éste también contemplado en la legislación sustantiva y que consiste en que el juez no debe atenerse a la declaración formal de las partes acerca de la naturaleza laboral o no de su relación jurídica, sino que debe indagar en los hechos la verdadera naturaleza jurídica de la relación.  En consecuencia, cada vez que el Juez verifique en la realidad la existencia de una prestación personal de servicio y que ésta sea subordinada, debe declarar la existencia de la relación de trabajo, independientemente de la apariencia o simulación formal que las partes puedan haberle dado a dicha relación.

Ahora bien, este principio está recogido en la disposición especial del régimen legal referente al trabajo a bordo de buques mercantes, que es la del contrato de enganche.

El Artículo 335 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que:

“A falta de una convención colectiva, antes de que los trabajadores entren a prestar servicio en un buque, deberán celebrar un contrato de enganche el cual se formalizará ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento.  Cuando dicho contrato no se celebre por escrito bastará la inclusión del trabajador en el rol de tripulantes del buque o el simple aprovechamiento de sus servicios”. (Subrayado de la Sala).
Se observa que el legislador señala que el contrato de enganche deberá celebrarse, preferentemente, por escrito y posteriormente formalizarse ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, es decir, que en principio debe atenerse a la declaración formal.  Pero adicionalmente señala la norma que el patrono estará obligado, legalmente, a inscribir al trabajador en el rol de tripulantes tal y como lo señala el artículo 333 eiusdem.  Vemos pues, cómo el legislador salvaguarda los intereses de los trabajadores del transporte marítimo estableciendo una forma o apariencia, mas sin embargo prevé y suple la falta o inexistencia del contrato al determinar que de no cumplirse con el primer supuesto de la norma será subsanado con la simple inclusión del trabajador en el rol de tripulantes, por lo tanto, el legislador determinó que en las relaciones laborares prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.

Atendiendo a los anteriores principios, se observa que en el caso sub júdice si bien es cierto que no consta en el expediente, tal y como lo señala el artículo en comento, el contrato de enganche formalizado ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, no es menos cierto que riela al folio 12 del mismo, el instrumento conocido como “rol de tripulantes” que es el documento expedido por el Capitán de Puerto a solicitud del capitán de la nave, con la lista del personal destinado al servicio de la nave, para que ese funcionario pueda autorizar la salida del buque, que en términos marinos se conoce como “Zarpe”.  Además, es de observar que todo buque debe llevar a bordo este documento, ya que es requisito obligatorio para poder desarrollar la actividad de navegación.

De conformidad con la norma transcrita, debe concluir esta Sala, que el rol de tripulantes constituye una prueba irrefutable de que los trabajadores fueron enganchados en Muaco, La Vela de Coro, Estado Falcón, consecuentemente la relación laboral sucedió en la jurisdicción del territorio de la República Bolivariana de Venezuela, plaza donde se embarcaron para prestar sus servicios en el buque, por lo tanto el mismo se regirá por el lugar de su celebración, se entiende pues, que el contrato fue celebrado en la ciudad de Coro, y por tanto, Venezuela es el país en donde el mismo se otorgó.  Consecuentemente, la relación laboral se regirá por la Lex Loci Contractus; y así se declara.

Además, la Ley Orgánica del Trabajo en su artículo 336 establece la figura de la relación de trabajo por viaje, la cual comprende el tiempo transcurrido desde el enganche del trabajador hasta concluir las operaciones del buque en el puerto que se convenga. Cuando no se haya determinado el puerto al que deba restituirse el trabajador, se tendrá por establecido el del lugar donde se le enganchó.  Esta mención es de verdadera importancia, porque es el derecho del trabajador a su repatriación, cuando se trata de viajes internacionales, no es justo que el trabajador pudiese ser dejado a su suerte en puerto extranjero, sin medios y recursos para volver al puerto de embarque; igualmente se aplica cuando el trabajador finaliza su contrato por viaje o por itinerario, el patrono deberá restituirlo o darle los medios suficientes para que el trabajador no sufra perjuicios, y si en el contrato no se ha establecido cuál es el puerto al cual deba ser trasladado el trabajador, se entenderá por el sitio donde se firmó el contrato o donde se enroló.  Visto lo anterior, en el caso de autos el patrono, aunque no se determinó el lugar de restitución, está en la obligación de repatriar al trabajador o trasladarlo al lugar de enrolamiento, es decir, Venezuela.

En fin, los demandantes son venezolanos; la demandada es una empresa domiciliada en Curaçao; se trata de un contrato de trabajo para la prestación de servicios abordo de un buque; las partes no se sometieron -expresa ni tácitamente- a la Jurisdicción de los Tribunales de Curaçao (Antillas Neerlandesas) y, en todo caso, lo atinente a relación laboral o contratos de trabajo es de orden público, todo lo cual conduce a la improcedencia de la falta de Jurisdicción, lo que en nada prejuzga acerca del fondo del asunto ni de otros extremos distintos de la mera jurisdicción que, en el caso, corresponde a los Tribunales venezolanos.  Así se declara.

III
DECISIÓN
Por todas las razones que anteceden, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de La Ley, DECLARA QUE LOS TRIBUNALES VENEZOLANOS SÍ TIENEN JURISDICCIÓN para conocer y decidir la acción intentada por los ciudadanos MOISÉS ALMARZA, JUAN R. ARTEAGA, ALFREDO RIVERO, JESÚS MONTESINOS, FRANK LEAL, ERASMO PAZ, ORLANDO PÉREZ, DEGNYS ROSENDO, ORLANDO MEDINA y GREINSON ROMÁN contra SHIPPING COMPANY ALJA NV, antes debidamente identificados.

Queda así revocada la decisión impugnada, emitida por el a quo en fecha 27 de julio de 1994.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los siete (07) días del mes de mayo de dos mil uno. Años 191° de la Independencia y 142° de la Federación.

         El Presidente, 

LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente - Ponente,

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO

                   Magistrada
La Secretaria,

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
EXP. N° 14308
HMP/ccj

Sent. Nº 00818
En ocho (8) de mayo del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00818.
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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia de la Magistrada Doctora CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

En el juicio por cobro de prestaciones sociales que sigue la ciudadana YENNIFER CAROLINA FICARRA DÍAZ, venezolana, titular de la cédula de identidad Nº V- 14.144.744, representada judicialmente por los abogados José Gaspar Cottoni, Alicia Figueroa, Yraima Polacre, Mariczel Figueroa, Miguel Ángel de Azevedo, Esteban Espinoza, inscritos en el Instituto de Previsión Social del abogado bajo los números 22.941, 21.525, 42.488, 105.001, 43.995 y 58.454 en su orden, contra la sociedad mercantil AEROPOSTAL ALAS DE VENEZUELA, C.A., inscrita inicialmente en el Registro Mercantil Quinto de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal del Estado Miranda, el 14 de noviembre de 1996, bajo el Nº 53, tomo 73-A- Qto, representada judicialmente por los abogados Horacio de Gracia Suárez, Karla Tabbakh Sayegh, Edwin Genie Loreto, María Alejandra Osorio Zabala, Vanessa Quintero Aguilera, Lorena Margarita Rodríguez Ibarra, Rafael Badell Madrid, María Amparo Grau de Togores, Álvaro Badell Madrid, Carmelo de Grazia Suárez, Nicolás Badell Benítez, John Gerardo Elías, David Márquez Parraga, Mauricio Cortez Valdez, Pamela Alexandra Quiroz, Diana Trias Bertorelli, Ángel Vázquez Márquez; Floribeth Lozada de Ntovas, Camilla Rieber Ricoy, María Gabriela Medina, Daniel Badell Porras y Builly Franco, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 84.032, 112.917, 64.994, 1.293, 64.533, 73.828, 85.399, 85.449, 22.748, 19.626, 26.361, 62.667, 84.032, 83.023, 85.854, 104.502, 107.601, 72.055, 85.026, 20.084, 73.574, 112.736, 105.937, 117.731, 112.917 y 89.786 respectivamente, el Juzgado Primero Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, publicó sentencia el 15 de diciembre de 2006, mediante la cual declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, parcialmente con lugar la demanda y confirmó el fallo proferido por el Tribunal Quinto de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial, en fecha 18 de octubre de 2006, que declaró parcialmente con lugar la demanda.

Contra la sentencia de alzada, la representación judicial de la parte demandante anunció oportunamente recurso de casación, el cual fue admitido y formalizado en el término legal. Hubo impugnación. 

El 12 de febrero de 2007, se dio cuenta del asunto y se designó ponente a la Magistrada doctora CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, quien con tal carácter suscribe la decisión. En esa misma fecha el magistrado Dr. JUAN RAFAEL PERDOMO, manifestó tener motivos de inhibición 

Declarada con lugar la inhibición, se procedió a convocar a la Magistrada suplente o conjuez respectivo, y previa aceptación, la Sala Accidental, quedó constituida el 3 de mayo de 2007 de la siguiente manera: Presidente Magistrado doctor OMAR ALFREDO MORA DÍAZ, Vicepresidente Magistrado doctor ALFONSO VALBUENA CORDERO, Magistrado doctor LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ, Magistrada Ponente doctora CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, Magistrado Suplente doctora NORA VÁSQUEZ de ESCOBAR. Se designó Secretario al doctor JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA y Alguacil al ciudadano Rafael Arístides Rengifo. 

Concluida la sustanciación del recurso, tuvo lugar la audiencia oral, pública y contradictoria en fecha treinta (30) de octubre de 2007, y se dictó el fallo oral e inmediato previsto en el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

En esta oportunidad, pasa la Sala a publicar la sentencia, de conformidad con lo establecido en la citada disposición legal, en los siguientes términos: 

DEL RECURSO DE CASACIÓN

CAPÍTULO I 

DEFECTO DE ACTIVIDAD

-I-

A la luz del artículo 168, numeral 1, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, delata infracción de los artículos 12, 15 y 243 ordinal 5º del Código de Procedimiento Civil, 11 y 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por considerar que la sentencia adolece del vicio de incongruencia negativa al no decidir sobre todo lo alegado y probado en autos.

Señala la formalizante, en su escrito recursivo:

(…) la recurrida evidencia que la Sentenciadora (sic) conoció todos los argumentos de estas horas laboradas, demandadas y no cobradas por mi representada en las cuales laboró horas antes de cada jornada y media hora después de terminada la misma, conoció también que la empresa admitió que no las pagó porque no estaban en el contrato, sin embargo la sentenciadora no se pronunció con respecto a esta petición ni tampoco con respecto a la admisión de estos hechos por parte de la accionada; de esta forma mi representada fue afectada porque se le negó la posibilidad de cobrar horas laboradas y demandadas en las cuales estuvo a disposición del patrono, que una vez excedida del máximo de horas permisible debían considerarse horas extras y consecuencialmente no permitió que mi representada cobrara su antigüedad sobre un salario integral superior al acordado en la sentencia, ni cobrara las incidencias de las diferencias de vacaciones, utilidades, bono vacacional; al no pronunciarse sobre estas horas laboradas y demandadas, omitió el análisis y valoración de los hechos señalados tanto en la demanda como en su contestación, violentó el principio de exhaustividad de la sentencia incurriendo en incongruencia negativa. 

Para decidir, la Sala observa:

En primer lugar se indica que la recurrente delató el vicio de incongruencia negativa, bajo el numeral 1 del artículo 168, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, supuesto recurrible bajo el amparo del numeral 3 eiusdem; no obstante, dado que ambos numerales comportan los supuestos de defecto de actividad recurribles en casación en materia laboral, y de conformidad con los artículo 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se procede a su estudio.

Así las cosas, del escudriñamiento de las actas procesales y de la sentencia recurrida, la Sala observa, que la demandante Jennifer Carolina Ficarra Díaz, reclamó el pago de horas extras diurnas, nocturnas, horas laboradas en domingos, días feriados y su inclusión como parte del salario integral diario; por su parte la sociedad mercantil demandada, negó la procedencia de los conceptos reclamados, arguyendo en su defensa que la trabajadora no laboró las horas extras alegadas en el escrito libelar, y que la trabajadora durante el discurrir del vínculo laboral prestó sus servicios en horas de vuelo efectivo de trescientas treinta ocho horas (338) con quince (15) minutos, las cuales fueron pagadas en su oportunidad, tal como se desprende de los recibos de nómina mensual que cursan agregados a los autos.

En ese mismo sentido, la recurrida, luego del análisis del acervo probatorio y con base al principio de exhaustividad de la sentencia, estableció el objeto del contradictorio, y determinó que no quedó demostrado que la ciudadana Yennifer Ficarra, laboró las horas extras demandadas, por lo que, mal puede, la recurrente imputar incongruencia negativa, por lo que, se declara sin lugar la denuncia. Así se decide.

-II-

Con fundamento en el artículo 168, numeral 1 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia la infracción de los artículos 12, 15 y 243 ordinal 5º del Código de Procedimiento Civil, 11 y 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por considerar que la sentencia adolece del vicio de incongruencia negativa, al no decidir sobre todo lo alegado y probado.

Argumenta la recurrente:

(…) Mi representada, al igual que todo el personal auxiliar de cabina estaba obligada a permanecer a disposición de la empresa durante el tiempo que se embarcaban pasajeros, el momento en el cual desembarcaban y en (sic) tiempo que transcurría entre el aterrizaje de un avión y el despegue para otro aeropuerto en el mismo avión, estas horas demandadas no fueron rechazadas expresamente en la contestación de la demanda, con lo cual se relevó a mi presentada de tener que probarlas.

(Omissis)

(…) De esta forma se confirma el conocimiento de la peticiones y defensas del proceso, que tenía la Juez ‘a quem’ (sic), debido a que le consta que mi representada laboró horas transcurridas entre el aterrizaje de un vuelo y el despegue de uno nuevo, que la empresa admitió que no las pagó porque no estaban en el contrato, sin embargo no se pronunció con respecto a la petición ni a la admisión de los hechos; de esta forma a mi representada se le afectó porque se le negó la posibilidad de cobrar horas laboradas y demandadas en las cuales estuvo a disposición del patrono, que una vez excedida del máximo de horas permisibles debían considerarse horas extras y consecuencialmente no permitió que (…) cobrara su antigüedad sobre un salario integral superior al acordado en la sentencia(…).

Respecto a la definición de jornada de trabajo para los trabajadores de regímenes especiales -transporte aéreo-, esta Sala en sentencia Nº 832 de fecha 21 de julio de 2004 (caso: Fernando Llorente Maldonado y otros, contra la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela), estableció:

Considera la Sala que es necesario establecer que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189 de la Ley Orgánica del Trabajo, se entiende por jornada de trabajo efectiva el tiempo durante el cual el personal está a disposición del patrono y no puede disponer libremente de su tiempo y realizar sus actividades personales. La frase legal el trabajador está a disposición del patrono debe interpretarse en el sentido de que el trabajador debe estar en la oficina, taller, hospital o sitio donde normalmente cumple su jornada ordinaria de trabajo. En este caso la hora de trabajo debe remunerarse como se remunera la jornada efectiva de trabajo, y si está fuera de los límites legales o convencionales de la jornada, debe remunerarse como hora extraordinaria de trabajo.

(Omissis)

En relación con el pago de la hora de llegada con antelación al vuelo fijado, aprecia la Sala que los literales a) y b) del 370 de La Ley Orgánica del Trabajo, imponen a los tripulantes de aviones obligaciones que deben cumplir antes de cada vuelo, por lo que debe considerarse que, aun cuando dichas obligaciones responden a un interés público, el piloto en dichos momentos, con dicha hora de antelación, está a disposición del patrono y no puede disponer libremente de su tiempo, actividad o movilidad. Entonces dicha hora de antelación al vuelo que debían cumplir los demandantes en el aeropuerto de Maiquetía debía ser considerada como parte efectiva de la jornada de trabajo.

Debe entenderse que cuando el contrato de trabajo establece que la remuneración será por sesenta (60) horas de vuelo mensuales, en el cálculo de cumplimiento de las mismas no debe incluirse únicamente el tiempo comprendido entre los despegues y aterrizajes, sino aunarse las horas de antelación que el piloto debe tener en la base de Maiquetía y en la cual realiza los trabajos preparatorios y está a disposición del patrono. Así, por ejemplo, si entre el despegue y el aterrizaje transcurrió dos (2) horas, deben computarse tres (3) horas de vuelo, por cuanto la hora de antelación, reiteramos, también debe computarse como hora de vuelo al ser parte de la jornada de trabajo.

Entonces, la hora de antelación que los pilotos debían tener en el aeropuerto de Maiquetía era parte de la jornada ordinaria de trabajo, salvo que se prestase después de haberse cumplido el límite convenido de sesenta (60) horas de vuelo, caso en el cual se debía pagar como hora extraordinaria.

Del extracto jurisprudencial transcrito, se establece que las horas de antelación a los vuelos efectuadas por los pilotos en el sitio de trabajo, deben ser consideradas como parte de su jornada ordinaria de trabajo, por lo que, el trabajador tiene el derecho al pago del salario correspondiente; en caso de que dicho servicio sea prestado luego de las horas pactadas en el contrato de trabajo, el trabajador  tiene derecho al recargo bajo el concepto de jornada extraordinaria.

En ese mismo sentido, se colige que las horas de antelación al vuelo cumplidas por los auxiliares de cabina “azafatas” -caso sub examine-, deben recibir igual tratamiento, que las horas de antelación realizadas por los pilotos de las aeronaves de líneas civiles, en virtud de que ambos trabajadores forman parte de la tripulación del transporte aéreo, los cuales generalmente son contratados para 60 horas de vuelo mensual.

Ahora bien, del escudriñamiento de la sentencia recurrida, se observa, que la parte demandante en su escrito libelar reclamó a) los períodos de antelación equivalentes a: una hora y treinta minutos en caso de vuelos nacionales; dos horas en caso de vuelos internacionales, b) los posteriores al vuelo: equivalentes a treinta minutos una vez aterrizada la aeronave; y c) el tiempo que discurren entre el aterrizaje y el despegue de otra aeronave -en una jornada diaria- bajo la calificación de “horas extras diurnas días de semana, horas extras nocturnas días de semana, horas diurnas días domingos y horas extras nocturnas días domingos”; no obstante, el ad quem, en aplicación de los artículos 6 parágrafo único y 177 de la Ley adjetiva laboral, en concordancia con los principios iuria novit curia e in dubio pro operario, debió calificar las horas de antelación al vuelo cumplidas por el personal de cabina “azafata” al igual que los pilotos como jornada ordinaria de trabajo, y ante tal omisión, se establece que el Juez de alzada erró al establecer el objeto del contradictorio, en consecuencia, subvirtió la carga probatoria, al establecer que corresponde a la demandante la carga de la prueba demostrar las horas de antelación al vuelo -en sus dos (2) categorías- y posteriores; empero no así en lo relativo a los domingos y días feriados, sustento suficiente para declarar con lugar la denuncia. Así se decide.

Declarada con lugar la denuncia, considera la Sala innecesario desplegar su actividad jurisdiccional sobre el estudio de las demás delaciones contenidas en el escrito recursivo, en consecuencia, se anula la sentencia recurrida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se desciende a las actas procesales y se dicta el mérito del asunto en los siguientes términos:

DE LA DECISIÓN DE MÉRITO

Sostiene la trabajadora Yennifer Carolina Ficarra Díaz, que en fecha 10 de mayo de 2001, mediante contrato de trabajo comenzó a prestar sus servicios como auxiliar de cabina de vuelo “azafata” para un período de vuelo de (60) horas mensuales, hasta el 30 de diciembre de 2004, fecha en la que presentó su renuncia voluntaria.

Expone que la sociedad mercantil demandada consideró como jornada de trabajo “las horas de vuelo efectivo”, empero, desconoció, el tiempo que estuvo a su disposición en las fases anterior y posterior a cada vuelo, consistentes en: noventa (90) minutos de anticipación en los casos de vuelos nacionales, ciento veinte (120) minutos en vuelos internacionales, treinta (30) minutos adicionales una vez terminado el último vuelo, el tiempo entre el aterrizaje de un avión y el despegue de la siguiente aeronave por jornada diaria, por lo que, a su decir, estaba a disposición del patrono durante todo ese tiempo, tal como se constata en cuadro descriptivo anexo; asimismo, señala que en caso de incumplir con el horario reseñado, la empresa mercantil Alas de Venezuela C.A., le sancionaba con impedir que cumpliera con la ruta de vuelo asignada.

Arguye que en virtud de desconocer dicho tiempo como jornada ordinaria de trabajo, la sociedad mercantil pagó los vuelos laborados en horario diurno, nocturno, domingos y días feriados con base al salario normal pactado por “horas de vuelo efectivo” y no con base al salario integral, vale decir, con las alícuotas por horas extras diurnas, nocturnas, recargos por domingos y días feriados.

Sostiene que de los últimos doce (12) recibos de pago que comprenden los meses de enero a diciembre del ejercicio fiscal 2004, percibió un salario básico mensual de tres millones cuatrocientos veinticuatro mil cuatrocientos treinta y ocho bolívares (Bs. 3.424.438,00), y un salario diario base de ciento catorce mil doscientos noventa y siete con noventa y dos céntimos (Bs. 114.297,92), que adicionado a las alícuotas de bono vacacional y utilidades, equivalentes: a doscientos noventa y dos bolívares con ochenta y seis céntimos (Bs. 292,86), y un mil ochocientos noventa y cinco bolívares con ochenta y seis céntimos (Bs. 1.895,86) respectivamente, arriba a un salario integral diario de ciento dieciséis mil cuatrocientos treinta y seis bolívares con setenta y nueve céntimos (Bs. 116.436,79).

Expone que con base a dicha remuneración procede a demandar el pago de sus prestaciones sociales y demás conceptos laborales, desglosados a saber, a) Antigüedad: diecinueve millones doscientos ochenta y nueve mil trescientos doce bolívares con veinticuatro céntimos (Bs. 19.289.312, 24); b) complemento articulo. 108 LOT: dos millones novecientos diez mil novecientos dieciocho bolívares con cincuenta y tres céntimos (Bs. 2.910.918,53); c) Vacaciones fraccionadas: setecientos cuarenta y dos mil seiscientos once bolívares con cincuenta céntimos (Bs. 742.611,50); d) Bono vacacional Fraccionado: seiscientos sesenta y seis mil cuatrocientos cuarenta y seis bolívares con veintidós céntimos (Bs. 666.446,22); e) Diferencia de vacaciones: cinco millones seiscientos diecisiete mil novecientos once bolívares con cincuenta y siete céntimos (Bs. 5.617.911,57); f) Diferencia de utilidades: cuatro millones seiscientos setenta y cuatro mil novecientos once bolívares con setenta y cuatro céntimos (Bs. 4.674.911,74) g) Horas extras diurnas: veintiocho millones cuatrocientos cuarenta y cuatro mil seiscientos sesenta y siete bolívares con ochenta y siete céntimos (Bs. 28.441.667,87); h) Horas extras nocturnas: diecisiete millones novecientos sesenta y ocho mil veintisiete bolívares con cuatro céntimos (Bs. 17.968.027,04); i) Horas diurnas domingos: dieciséis millones ciento cuarenta y dos mil cuatrocientos setenta y ocho bolívares con noventa céntimos (Bs. 16.142.478,90); j) Horas nocturnas domingos: cinco millones novecientos veintiséis mil cuatrocientos cuarenta y cuatro bolívares con diecisiete céntimos (Bs. 5.927.444,17); k) intereses por prestaciones sociales e intereses de mora e indexación judicial: trece millones novecientos cincuenta y siete mil ciento diez bolívares con veintitrés céntimos (Bs.13.957.110,23), la sumatoria de todos estos conceptos, arriba a la suma de ciento dieciséis millones trescientos treinta y ocho mil ochocientos cuarenta bolívares (Bs. 116.338.840,00). 

Por su parte la sociedad mercantil demandada, en la oportunidad de la contestación a la demanda, admitió que la ciudadana Yennifer Ficarra Díaz, prestó sus servicios como auxiliar de cabina “azafata” mediante la celebración de un contrato de trabajo.

Negó y rechazó que la ciudadana, debía presentarse con 90 minutos de anticipación para los vuelos de curso nacional y 120 minutos para los internacionales; asimismo, negó y rechazó que la demandante debía permanecer 30 minutos adicionales luego de realizar el último vuelo diario y que estuviere obligada a permanecer en el aeropuerto el tiempo que transcurriere entre el aterrizaje del avión y el despegue de otra aeronave en el transcurso de una misma jornada diaria.

Negó y rechazó el listado de horas extras presuntamente laboradas descritas en cuadro descriptivo en el escrito libelar, toda vez, que la referida ciudadana prestó un total de (338) horas extras con quince minutos a lo largo de la relación laboral, es decir, durante varios períodos, las cuales fueron pagadas tal y como se desprende de los recibos de nómina mensual.

Negó y rechazó el salario integral mensual de tres millones cuatrocientos veinticuatro mil cuatrocientos treinta y ocho bolívares (Bs. 3.424.438,00), en virtud de que el salario mensual pactado fue la cantidad de setecientos cincuenta y tres mil cuatrocientos cuarenta y ocho bolívares con sesenta y un céntimos (Bs. 753.448,61), tal y como se desprende de los recibos de pago que acompañó la demandante en el escrito libelar.

Negó y rechazó el salario diario integral de ciento dieciséis mil cuatrocientos treinta y seis bolívares con setenta y cuatro céntimos (Bs. 116.436,74), arguyendo que el salario diario integral fue la cantidad de veintiséis mil ciento sesenta y un bolívar con cuarenta y un céntimos (Bs. 26.161,41); asimismo, negó y rechazo el salario normal diario de ciento catorce mil doscientos cuarenta y siete bolívares con noventa y dos céntimos (Bs. 114.247,92) en virtud de que el mismo arriba a la suma de veinticinco mil ciento catorce bolívares con noventa y cinco céntimos (Bs. 25.114,95).

Negó y rechazó que adeude las cantidades reclamadas por concepto de horas extras diurnas, nocturnas, domingos y días feriados, en virtud de que tales conceptos fueron debidamente cancelados tal y como se evidencia de los recibos de nómina mensual, acompañados por la trabajadora en su escrito libelar. 

Negó y rechazó la estimación de la demanda en la suma de ciento dieciséis millones trescientos treinta y ocho mil ochocientos cuarenta bolívares (Bs. 116.338.840,00), aduce que pagó por concepto de prestaciones sociales la cantidad de cinco millones setecientos ochenta y ocho mil ochocientos setenta y cuatro bolívares con ochenta y tres céntimos (Bs. 5.788.874,83) tal y como se desprende de planilla de corte que cursa al folio 113 marcada con letra “D”. 

Constituye criterio reiterado de esta Sala de Casación Social, que en caso de que el actor demande conceptos que superen los límites legalmente establecidos, le corresponde la carga de la prueba, en virtud de que su procedencia en principio está condicionada a los términos establecidos en la Ley.

En este orden de ideas, corresponde a la parte demandante demostrar las circunstancias exorbitantes a los límites legales, entre ellas, la ocurrencia de las horas extras nocturnas, el cumplimiento de jornada en días domingos y días feriados.

Ahora bien, esta Sala en sentencia Nº 832 de fecha 21 de julio de 2004, (caso: Fernando Llorente Maldonado y otros, contra la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela) -reseñada ut supra-, estableció que en materia de jornada de transporte aéreo, las horas de antelación y posteriores al vuelo forman parte de la jornada ordinaria de trabajo de la tripulación de la nave, en consecuencia, vistos los términos en que la empresa accionada efectuó la contestación de la demanda, ésta debe demostrar que el tiempo de embarque y desembarque a cada vuelo dependiendo de su categoría nacional o internacional estaban incluidos dentro del salario de las sesenta (60) “horas de vuelo efectivo” pactadas en el contrato de trabajo, el pago de dichas horas, de la prestación de antigüedad y sus intereses, vacaciones y bono vacacional fraccionado, utilidades y sus diferencias reclamadas, la programación de los vuelos y el salario mensual de la trabajadora. 

Del escudriñamiento de las actas procesales, cursan a los folios 34 al 74, originales de nóminas de pago correspondientes a los ejercicios fiscales, de mayo a diciembre de 2001, enero a diciembre de 2002, enero a diciembre de 2003 y enero a diciembre de 2004; dichas instrumentales no fueron atacadas por la parte demandada, por lo que de conformidad con los artículos 10 y 77 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se les otorga valor de plena prueba, de cuyo contenido se constata el salario variable mensual que percibió la ciudadana Yennifer Ficarra Díaz, durante la vigencia de la relación laboral en el período comprendido del 10 de mayo de 2001 al 30 de diciembre de 2004 -vale decir, tres años (3) siete (7) meses y veinte (20) días-, los cuales se desglosan:

CUADRO Nº 1. 

SALARIO MENSUAL VARIABLE 

	AÑO 
	MES
	Salario

	2001
	Mayo
	Bs. 313.950,00

	2001
	Junio
	Bs. 448.500,00

	2001
	Julio
	Bs.481.928,75

	2001
	Agosto
	Bs.827.482,50

	2001
	Septiembre
	Bs.697.070.66

	2001
	Octubre
	Bs. 582.272,60

	2001
	Noviembre 
	Bs.251.160,00

	2001
	Diciembre
	Bs. 295.782,76


	AÑO 
	MES
	Salario

	2002
	Enero
	Bs. 262.880,80

	2002
	Febrero
	Bs.690.690,00

	2002
	Marzo
	Bs.502.320,00

	2002
	Abril
	Bs.623.295,40

	2002
	Mayo
	Bs. 251.160,00

	2002
	Junio
	Bs.429.269, 76

	2002
	Julio
	Bs.598.346,84

	2002
	Agosto
	Bs. 567.454,16

	2002
	septiembre
	Bs.508.354,00

	2002
	Octubre
	Bs.527.184,84

	2002
	Noviembre
	Bs.502.320,00

	2002
	Diciembre
	Bs. 502.320,00


	AÑO 
	MES
	Salario

	2003
	Enero
	Bs. 502.320,00

	2003
	Febrero
	Bs. 502.320,00

	2003
	Marzo
	Bs. 502.320,00

	2003
	Abril
	Bs.623.295,40

	2003
	Mayo
	Bs. 251.160,00

	2003
	Junio
	Bs.401.856,00

	2003
	Julio
	Bs.502.320,00

	2003
	Agosto
	Bs.651.509,40,

	2003
	septiembre
	Bs.251.160,00

	2003
	Octubre
	Bs.502.020,00

	2003
	Noviembre
	Bs.300.000,00

	2003
	Diciembre
	Bs. 635.000,00


	AÑO 
	MES
	Salario 

	2004
	Enero
	Bs.379.000,00

	2004
	Febrero
	Bs.792.000,00

	2004
	Marzo
	Bs.423.200,00

	2004
	Abril
	Bs.677.028,00

	2004
	Mayo
	Bs.335.000,00

	2004
	Junio
	Bs.418.800,00

	2004
	Julio
	Bs.735.000,00

	2004
	Agosto
	Bs.791.000,00,

	2004
	septiembre
	Bs.1.162.816,67

	2004
	Octubre
	Bs.591.150,00

	2004
	Noviembre
	Bs.816.900,00

	2004
	Diciembre
	Bs. 855.000,00


De igual manera, cursan a los folios 75 marcados con las letras D-1 y D-2 originales de recibos de pago de intereses sobre prestaciones sociales de fechas 31 de diciembre de 2001 y 31 de diciembre de 2002, por la cantidad de cincuenta y dos mil cuatrocientos noventa y cuatro bolívares con diecisiete céntimos (Bs. 52.494,17); seiscientos cincuenta y un mil novecientos veintidós bolívares con veintiséis céntimos (Bs. 651.922,26) respectivamente.

Cursan a los folios 75 y 76, marcados con las letras E-1, E-2 y E-3, originales de recibos de pago de vacaciones y bono vacacional correspondientes a los ejercicios fiscales 2002, 2003 y 2004, cuyos montos oscilaron respectivamente en: cuatrocientos sesenta y ocho mil novecientos treinta y dos bolívares (Bs. 468.932,00); quinientos dieciocho mil setecientos seis bolívares con setenta y nueve céntimos (Bs. 518.706,79), y setecientos veintisiete mil ochocientos un bolívar con ochenta y ocho céntimos (Bs. 727.801,88).

Asimismo, rielan a los folios 78 y 79, marcados con las letras F-1, F-2, F-3 y F-4, originales de recibos de pago de utilidades pertenecientes a los ejercicios 2001, 2002, 2003 y 2004, cuyos montos en su orden arribaron a las sumas de: setecientos veintiún mil seiscientos treinta y dos bolívares con ochenta céntimos (Bs. 721.632,80); doscientos sesenta mil doscientos veinticuatro bolívares con setenta y siete céntimos (Bs. 260.224,77); doscientos sesenta y dos mil novecientos noventa y cuatro bolívares con cuarenta y cuatro céntimos (Bs. 262.994,44) y setecientos treinta y ocho mil ochocientos setenta y un bolívar con dieciocho céntimos (Bs. 738.871,18).

Las precitadas instrumentales no fueron objeto de control por lo que de conformidad con los artículos 10 y 77 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se les otorga el valor de plena prueba de cuyo contenido se desprende el cumplimiento de la sociedad mercantil demandada Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., del pago de los conceptos de intereses sobre prestaciones sociales en los ejercicios fiscales 2001 y 2002, vacaciones y bono vacacional en los períodos 2002, 2003 y 2004, utilidades en los ejercicios fiscales 2001, 2002, 2003 y 2004, por las cantidades reseñadas ut supra.

Ahora bien, del escudriñamiento de las actas procesales, la Sala constata que no cursa agregado medios probatorios que demuestren que la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., pagó a la ciudadana Jennifer Carolina Ficara Díaz, el salario correspondiente a la jornada de antelación al vuelo en sus dos (2) categorías: nacional equivalente a noventa (90) minutos, e internacionales de ciento veinte (120) minutos; y la jornada posterior al cese del vuelo estimada en ambos casos en treinta (30) minutos.

No obstante a lo anterior, en la celebración de la audiencia oral y pública ante esta Sala, la representación judicial de la sociedad mercantil demandada, reconoció que existe programación de los vuelos para los pilotos, empero, no para el personal auxiliar de cabina “azafatas”,  que dicho personal debe presentarse de una (1) a dos (2) horas de antelación al vuelo, que las sesenta (60) “horas de vuelo efectivo”, que dichas horas son pagadas independientemente se haya efectuado el vuelo, que adicionalmente a las referidas (60) horas pactadas, las trabajadoras pueden prestar sus servicios por treinta (30) “horas de vuelo efectivo adicionales”, y que superado este límite, es que surge la procedencia del pago de horas extraordinarias, en consecuencia, vista la manifestación hecha por la demandada, y en distribución de la carga probatoria quedó demostrado para esta Sala, que la sociedad mercantil contrató los servicios de la ciudadana Jennifer Carolina Ficara Díaz, en su condición de personal auxiliar de cabina “azafata” por sesenta (60) “horas de vuelo efectivo”, que en dicho tiempo no está computado el tiempo de antelación y posterior al aterrizaje, que dicho personal debe presentarse de una (1) a dos (2) horas de antelación al vuelo, que no suministra los programas de vuelo al personal auxiliar de cabina. Así se decide.

Por su parte, los artículos 189 y 198 de la Ley Orgánica del Trabajo, establecen:

Artículo 189. Se entiende por jornada de trabajo el tiempo durante el cual el trabajador está a disposición del patrono y no puede disponer libremente de su actividad y de sus movimientos. 

Se considera que el trabajador está a disposición del patrono desde el momento en que llega al lugar donde deba efectuar su trabajo, o donde deba recibir órdenes o instrucciones respecto al trabajo que se ha de efectuar en cada día, hasta que pueda disponer libremente de su tiempo y de su actividad. 

Artículo 198. No estarán sometidos a las limitaciones establecidas en los artículos precedentes, en la duración de su trabajo: 

a) Los trabajadores de dirección y de confianza; 

b) Los trabajadores de inspección y vigilancia cuya labor no requiera un esfuerzo continuo; 

c) Los trabajadores que desempeñan labores que requieran la sola presencia, o labores discontinuas o esencialmente intermitentes que implican largos períodos de inacción durante los cuales las personas que las ejecutan no tienen que desplegar actividad material ni atención sostenida, y sólo permanecen en sus puestos para responder a llamadas eventuales; y 

d) Los que desempeñen funciones que por su naturaleza no están sometidos a jornada. Los trabajadores a que se refiere este artículo no podrán permanecer más de once (11) horas diarias en su trabajo y tendrán derecho, dentro de esta jornada, a un descanso mínimo de una (1) hora. 

Así las cosas, se entiende por jornada de trabajo el tiempo durante el cual el trabajador está a disposición del patrono, computado desde el momento que éste llega al sitio de trabajo, o donde deba recibir las órdenes para el servicio a prestar hasta que pueda disponer de su tiempo y actividad.

Adicionalmente, establece que no se encuentran sometidos a los límites de la jornada ordinaria los trabajadores de dirección, de confianza, de inspección o vigilancia, los trabajadores que desempeñen labores, discontinuas o esencialmente intermitentes que impliquen largos períodos de inacción en que los trabajadores sólo deban permanecer en sus puestos activos para responder a llamados eventuales y los que desempeñen funciones que por su naturaleza no están sometidos a jornadas, por lo que su jornada es de once (11) horas diarias con una (1) hora de descanso mínimo.

Advierte la Sala que la normativa que regula el Régimen Especial del Transporte Aéreo, prevista en los artículos 358 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo, establece específicamente que la jornada de trabajo de los tripulantes se regirá preferentemente por lo dispuesto en la Convención Colectiva de Trabajo, o por Resolución conjunta de los Ministerios del Trabajo y Transporte y Comunicaciones; por lo que deja la posibilidad de pactarlo mediante el contrato individual de trabajo.

Así las cosas, en el caso sub examine, quedó admitido por ambas partes la celebración de una contratación individual por sesenta (60) “horas de vuelo efectivo”, es decir, el comprendido a partir del despegue de la aeronave hasta su aterrizaje; sin embargo, para el despegue de la aeronave se requiere de la presencia de sus tripulantes, los cuales deben presentarse con antelación al embarque de los pasajeros para preparar el vuelo y posteriormente entregar la aeronave a sus autoridades, en este caso especifico, a la sociedad mercantil accioanda; en consecuencia, el tiempo que transcurre para el desarrollo de la actividad final “vuelo efectivo” , vale decir, los períodos de antelación y posteriores -en los términos reseñados-, deben ser computados como jornada ordinaria del servicio, en virtud de que estuvo a disposición del patrono.

Ahora bien, en aplicación del artículo 198 literal c) de la ley Orgánica del Trabajo, se establece que la jornada ordinaria de trabajo del personal auxiliar de cabina “azafatas” es de once (11) horas diarias y una (1) hora de descanso, en virtud de que por máximas de experiencia se conoce que su labor, está sometida-dependiendo de la categoría del vuelo, del tipo de aeronave, de las condiciones climáticas e itinerarios fijados por la empresa-, a períodos de inacción, empero, prestos al llamado para cumplir con su función una vez ordenada, en consecuencia, ese lapso en el que el trabajador, no puede disponer libremente de su actividad, se computa como jornada ordinaria de trabajo y el empleado tiene derecho a su pago. 

Cabe destacar, que al ser calificadas las horas de antelación y posteriores al vuelo como jornada ordinaria de trabajo, la trabajadora, tiene derecho al pago del salario retenido por la labor prestada, así como sus incidencias en los conceptos de prestación de antigüedad, intereses, vacaciones, bono vacacional y utilidades. Así se resuelve.

En este orden de ideas, se indica que no surge el recálculo del cincuenta (50%) por ciento por concepto de horas extras diurnas, ni el treinta (30%) por ciento de jornada nocturna, en los términos reclamados por la trabajadora, ni sus incidencias para formar el salario integral a efectos del cálculo y pago de la prestación de antigüedad y demás conceptos reclamados, salvo que la parte demandante demuestre que fuera de su jornada ordinaria diurna de once (11) horas prestó sus servicios para la sociedad mercantil accionada. Así se resuelve.

En sintonía con lo expuesto, y dado que la empresa Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., incumplió con la carga de la prueba de demostrar el pago de las horas de antelación y posteriores al vuelo, se ordena su pago conforme a la diferencia cuantificada por la trabajadora en su escrito libelar, únicamente en lo que respecta a los renglones de la jornada “diurna”, fecha, diferencia de tiempo, toda vez que la regla general es que la jornada ordinaria es la diurna, aunque en este tipo de labor, se pudiere presentar jornada mixtas, es decir, integrada por jornada diurna y nocturna, empero correspondía a la trabajadora demostrar éste hecho.

En aplicación a los parámetros indicados y su correspondiente operación aritmética, arriban los salarios retenidos en los períodos comprendidos del mes de mayo de 2001 a diciembre de 2004 a las sumas que se desarrollan infra:

CUADRO Nº 2

SALARIOS RETENIDOS
	Año 2001
	Valor de la hora 
	Diferencia de tiempo
	Salario retenido

	mayo 
	Bs.8.372,00
	14,98
	Bs. 125.412,56

	Junio
	Bs.8.372,00
	56,33
	Bs. 471.594,76

	Julio
	Bs.8.372,00
	65,13
	Bs.545.268,36

	Agosto
	Bs.8.372,00
	43,10
	Bs.360.833,02

	Septiembre
	Bs.8.372,00
	36,05
	Bs.301.810,06

	Octubre
	Bs.8.372,00
	35,72
	Bs.299.047,84

	Noviembre
	Bs.8.372,00
	68,55
	Bs. 573.900,60

	Diciembre
	Bs.8.372,00
	48,60
	Bs.406.879,20

	
	
	SUBTOTAL
	Bs. 3084.746,40


	Año 2002
	Valor de la hora 
	Diferencia de tiempo
	salario retenido 

	Enero
	Bs.8.372,00
	40,85
	Bs.341.996,20

	Febrero
	Bs.8.372,00
	27,35
	Bs.228.974,20

	Marzo
	Bs.8.372,00
	74,92
	Bs.627.230,24

	Abril
	Bs.8.372,00
	60,12
	Bs.503.324,64

	Mayo
	Bs.8.372,00
	10,55
	Bs.  88.324,60

	Junio
	Bs.8.372,00
	15,23
	Bs. 127.505,56

	Julio
	Bs.8.372,00
	53,43
	Bs.447.315,96

	Agosto
	Bs.8.372,00
	64,94
	Bs.543.677,68

	Septiembre
	Bs.8.372,00
	69,40
	Bs.581.016,80

	Octubre
	Bs.8.372,00
	38,63
	Bs.323.410,36

	Noviembre
	Bs.8.372,00
	49,10 
	Bs. 411.065,20

	Diciembre
	Bs.8.372,00
	27,92
	Bs.233.746,24

	
	
	SUBTOTAL
	Bs. 3.897.587,68

	Año 2003
	Valor de la hora 
	Diferencia de tiempo
	salario retenido

	Enero
	Bs.8.372,00
	20,42
	Bs.170.956,24

	Febrero
	Bs.8.372,00
	30,32
	Bs.253.839,04

	Marzo
	Bs.8.372,00
	41,42
	Bs.346,768,24

	Abril
	Bs.8.372,00
	83,48
	Bs.698.894,56

	Mayo
	Bs.8.372,00
	42,15
	Bs.352.879,80

	Junio
	Bs.8.372,00
	17,43
	Bs.145.923,96

	Julio
	Bs.8.372,00
	69,90
	Bs.551.715,80

	Agosto
	Bs.8.372,00
	55,15
	Bs.461.715,80

	Septiembre
	Bs.8.372,00
	44,57
	Bs.373.140,04

	Octubre
	Bs.10.000,00
	52,52
	Bs.522.000,00

	Noviembre
	Bs.10.000,00
	53,53 
	Bs.583.300,00

	Diciembre
	Bs.10.000,00
	86,30
	Bs.863.000,00

	
	
	SUBTOTAL
	Bs.4.862.418,04


	Año 2004
	Valor de la hora 
	Diferencia de tiempo
	salario retenido

	Enero
	Bs.10.000,00
	33,23
	Bs.332.300,00

	Febrero
	Bs.10.000,00
	33,82
	Bs.338.200,00

	Marzo
	Bs.10.000,00
	41,20
	Bs.412.000,00

	Abril
	Bs.10.000,00
	35,83
	Bs.358.300,00

	Mayo
	Bs.10.000,00
	45,32
	Bs.453.200,00

	Junio
	Bs.11.666,67
	58,79
	Bs.685.833,52

	Julio
	Bs. 11.666,67
	51,33
	Bs.598.850,17

	Agosto
	Bs.11.666,67
	87,00
	Bs.1.015000,29

	Septiembre
	Bs. 11.666,67
	   3,90
	Bs.    45.500,01

	Octubre
	Bs.11.666,67
	54,33
	Bs.633.850,18

	Noviembre
	Bs. 11.666,67
	38,23
	Bs.446.016,74

	Diciembre
	Bs.11.666,67
	67,45
	Bs.786.916,89

	
	
	SUBTOTAL
	Bs.6.105.967,80


La suma de salario retenido por concepto de jornada diurna durante los períodos comprendidos del 10 de mayo de 2001 al 30 de diciembre de 2004, totaliza diecisiete millones novecientos cincuenta mil setecientos diecinueve bolívares con noventa y dos céntimos (17.950.719,92).

Así las cosas, se advierte que el salario retenido mensualmente debe ser adicionado al salario base variable mensual que percibió la trabajadora Yennifer Carolina Ficarra Díaz, en el período comprendido del 10 de mayo de 2001 al 30 de diciembre de 2004, a efectos de establecer el salario normal de la trabajadora, lo cual en términos numéricos asciende a:

CUADRO Nº 3

SALARIO NORMAL 
	Año 
	Mes
	Salario Percibido
	Salario Retenido
	Salario Normal Mensual

	2001
	Mayo
	Bs. 313.950,00
	Bs. 125.412,56
	Bs.439.362,56

	2001
	Junio
	Bs. 448.500,00
	Bs. 471.594,76
	Bs. 920.094,76

	2001
	Julio
	Bs.481.928,75
	Bs.545.268,36
	Bs. 1027.197,11

	2001
	Agosto
	Bs.827.482,50
	Bs.360.833,02
	Bs. 1.188.315,52

	2001
	Septiembre
	Bs.697.070.66
	Bs.301.810,06
	Bs. 998.880,72

	2001
	Octubre
	Bs. 582.272,60
	Bs.299.047,84
	Bs. 881320,44

	2001
	Noviembre 
	Bs.251.160,00
	Bs. 573.900,60
	Bs. 825060,6

	2001
	Diciembre
	Bs. 295.782,76
	Bs.406.879,20
	BS. 702661,96


	Año 
	Mes
	Salario Percibido
	Salario Retenido 
	Salario Normal Mensual

	2002
	Enero
	Bs. 262.880,80
	Bs.341.996,20
	Bs. 604.877,00

	2002
	Febrero
	Bs.690.690,00
	Bs.228.974,20
	Bs. 919.664,20

	2002
	Marzo
	Bs.502.320,00
	Bs.627.230,24
	Bs. 1.129.550,24

	2002
	Abril
	Bs.623.295,40
	Bs.503.324,64
	Bs. 1.126.620,04,

	2002
	Mayo
	Bs. 251.160,00
	Bs.88.324,60
	Bs.   339.484,60

	2002
	Junio
	Bs.429.269, 76
	Bs. 127.505,56
	Bs. 556.775,32

	2002
	Julio
	Bs.598.346,84
	Bs.447.315,96
	Bs. 1.045.662,8

	2002
	Agosto
	Bs. 567.454,16
	Bs.543.677,68
	Bs. 1.111.131,84

	2002
	Septiembre
	Bs.508.354,00
	Bs.581.016,80
	Bs. 1089.370,8

	2002
	Octubre
	Bs.527.184,84
	Bs.323.410,36
	Bs. 850.595,20

	2002
	Noviembre
	Bs.502.320,00
	Bs. 411.065,20
	Bs. 913.385,20

	2002
	Diciembre
	Bs. 502.320,00
	Bs.233.746,24
	Bs. 536.066,24


	Año
	Mes
	Salario Percibido
	Salario Retenido
	Salario Normal Mensual

	2003
	Enero
	Bs. 502.320,00
	Bs. 170.956,24
	Bs. 673.276,24

	2003
	Febrero
	Bs. 502.320,00
	Bs.253.839,04
	Bs. 304.159,4

	2003
	Marzo
	Bs. 502.320,00
	Bs.346,768,24
	Bs. 346.768,24

	2003
	Abril
	Bs.623.295,40
	Bs.698.894,56
	Bs. 1.322.144,56

	2003
	Mayo
	Bs. 251.160,00
	Bs.352.879,80
	Bs. 604.039,80

	2003
	Junio
	Bs.401.856,00
	Bs.145.923,96
	Bs. 547.779,96

	2003
	Julio
	Bs.502.320,00
	Bs.551.715,80
	Bs. 1.054.035,8

	2003
	Agosto
	Bs.651.509,40,
	Bs. 461.715,80
	Bs. 1.113.225,2

	2003
	Septiembre
	Bs.251.160,00
	Bs. 373.140,04
	Bs.   624.300,04

	2003
	Octubre
	Bs.502.020,00
	Bs.522.000,00
	Bs. 1.024.020,00

	2003
	Noviembre
	Bs.300.000,00
	Bs. 583.300,00
	Bs.    883.300,00

	2003
	Diciembre
	Bs. 635.000,00
	Bs. 863.000,00
	Bs. 1.498.000,00


	Año 
	Mes
	Salario Percibido
	Salario Retenido
	Salario Normal Mensual

	2004
	Enero
	Bs.379.000,00
	Bs. 332.300,00
	Bs. 711.300,00

	2004
	Febrero
	Bs.792.000,00
	Bs.338.200,00
	Bs. 1.130.200,00

	2004
	Marzo
	Bs.423.200,00
	Bs.412.000,00
	Bs.   835.200,00

	2004
	Abril
	Bs.677.028,00
	Bs.358.300,00
	Bs. 1.035.328,00

	2004
	Mayo
	Bs.335.000,00
	Bs.453.200,00
	Bs.   788.200,00

	2004
	Junio
	Bs.418.800,00
	Bs.685.833,52
	Bs. 1.104.633,52

	2004
	Julio
	Bs.735.000,00
	Bs.598.850,17
	Bs. 1.333.850,70

	2004
	Agosto
	Bs.791.000,00,
	Bs. 1.01500,29
	Bs. 1.806.000,29

	2004
	Septiembre
	Bs.1.162.816,67
	Bs.45.500,01
	Bs. 1.20.8316,68

	2004
	Octubre
	Bs.591.150,00
	Bs.633.850,18
	Bs. 1.22.5000,18

	2004
	Noviembre
	Bs.816.900,00
	Bs.446.016,74
	Bs. 1.262.916,74

	2004
	Diciembre
	Bs. 855.000,00
	Bs.786.916,89
	Bs. 1.641.916,89


Determinado el salario normal, y en virtud de la distribución de la carga de la prueba, debe esta Sala pronunciarse sobre la procedencia de los conceptos  reclamados por la trabajadora Yennifer Carolina Ficara Díaz, en consecuencia, dado que la parte demandante incumplió con la carga de la prueba en cuanto a demostrar que prestó sus servicios en horario nocturno, días feriados y domingos, resulta improcedente la condenatoria por dichos conceptos. Así se decide. 

Ahora bien, en virtud de que las horas de antelación y posteriores al vuelo constituyen jornada ordinaria de trabajo, por lo cual la trabajadora tiene derecho a su pago como salario retenido, a efectos de su inclusión el salario normal variable mensual para sus correspondientes efectos de ley, como prestación de antigüedad, intereses, vacaciones bono vacacional y utilidades, y siendo que la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., incumplió con el apgo de dichas horas, se le ordena a pagar a favor de la trabajadora Yennifer Carolina Ficarra Díaz-, las diferencias de los conceptos demandados bajo los parámetros que se desarrollan a continuación:

1) Se ordena el cálculo de la diferencia de vacaciones, bono vacacional vencidos y fraccionados, de conformidad con los artículos 219, 221 y 223 de la Ley Orgánica del Trabajo, a razón de quince (15) días en el primer año por concepto de vacaciones vencidas y siete (7) por bono vacacional, con sus correspondientes días adicionales, tomando como fecha de inicio de la relación laboral el 10 de mayo de 2001 y fecha de egreso el 30 de diciembre de 2004, lo que se traduce en veintidós (22) días para el período vacacional 2001-2002; veinticuatro (24) días para el período 2002-2003; veintiséis (26) días para el año 2003-2004; y quince (15) días para la fracción del período vacacional 2004-2005, dicho cálculo se efectuara mediante experticia complementaria del fallo, a través de la designación de un único experto nombrado por el Tribunal de Ejecución que resultare competente, el cual, deberá establecer el quantum de dichos conceptos tomando para ello el salario normal mensual promedio derivado de la sumatoria de los doce (12) ingresos percibidos por la trabajadora en cada mes descritos en la motiva del fallo (cuadros Nº 3) Así se decide.

2) Se ordena el cálculo de la diferencia por concepto de utilidades para la fracción del ejercicio fiscal 2001, años 2002, 2003 y 2004, la cual se efectuara a través de experticia complementaria del fallo, mediante la designación de un único experto nombrado por el Tribunal de Ejecución que resultare competente, el cual de conformidad con el artículo 145 de la Ley Orgánica del Trabajo, deberá establecer el quantum a razón de quince (15) días por año, para los períodos citados, tomando para ello el salario normal promedio derivado de la sumatoria de los doce (12) ingresos percibidos por la trabajadora en cada ejercicio fiscal. Así se decide.

3) Se ordena el pago de la prestación de antigüedad, de conformidad con el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, a razón de cinco (5) días por cada mes a partir del tercer mes ininterrumpido de la prestación de servicio, tomando como fecha de ingreso el 10 de mayo de 2001 y fecha de egreso el 30 de diciembre de 2004, lo que se traduce en 45 días para el primer año, 60 para el segundo año, 62 para el tercer año y 64 para el último año; dicho cálculo se efectuará mediante experticia complementaria del fallo, a través de la designación de un único experto nombrado por el Tribunal de Ejecución que resultare competente, el cual aplicará el salario mensual integral variable que percibió la trabajadora en cada mes, que está conformado por el salario percibido, el salario retenido descrito en la motiva del fallo (cuadro Nº 3) y previa inclusión de las alícuotas de bono vacacional y utilidades respectivamente. Así se decide.
4) Se ordena el pago de la cantidad de diecisiete millones novecientos cincuenta mil setecientos diecinueve bolívares con noventa y dos céntimos (17.950.719,92), por concepto de salario retenido durante los períodos comprendidos del 10 de mayo de 2001 al 30 de diciembre de 2004. Así se decide.

5)De conformidad con el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se ordena el pago de los intereses de mora generados por las cantidades condenadas a pagar -reseñadas ut supra- contados a partir de la fecha de terminación del vínculo laboral -30 de diciembre de 2004- hasta la oportunidad del pago; cálculo que se efectuará mediante experticia complementaria del fallo, mediante la designación de un único experto nombrado por el Tribunal de Ejecución que resultare competente, el cual de conformidad con el artículo 108 literal c) de la Ley Orgánica del Trabajo, deberá aplicar las tasas fijadas por el Banco Central de Venezuela para el cálculo de los intereses de mora. Dichos intereses no serán objeto de capitalización, ni indexación. Así se decide.

6) Se ordena la corrección monetaria de las sumas condenadas, desde la fecha de admisión de la demanda hasta la oportunidad del pago efectivo, que será calculada mediante experticia complementaria del fallo a través de un solo experto nombrado por el Tribunal de Ejecución que resultare competente, el cual deberá tomar en consideración los índices oficiales de inflación emitidos por el Banco Central de Venezuela, a fin de obtener el valor actual de las obligaciones condenadas. Así se decide.

7) Efectuada la experticia complementaria del fallo con base a los parámetros establecidos, se ordena deducir de la cantidad que resultare a pagar la suma de tres millones setecientos cincuenta y cuatro mil veintiséis bolívares con veintinueve céntimos (Bs. 3.754.026,29), que comprende: a) setecientos cuatro mil cuatrocientos dieciséis bolívares con trece céntimos (Bs. 704.416,13), por concepto de pago de intereses sobre prestaciones sociales en los períodos fiscales 2001 y 2002; b) un millón setecientos quince mil cuatrocientos cuarenta bolívares con sesenta y siete céntimos (Bs. 1.715.440,67), por concepto de pago de vacaciones y bono vacacional correspondientes a los períodos 2001-2002, 2002-2003 y 2003-2004; y c) la suma de un millón trescientos treinta y cuatro mil ciento sesenta y nueve bolívares con diecinueve céntimos (Bs. 1.334.169,19) por concepto de utilidades en los períodos fiscales 2001, 2002, 2003 y 2004. Así se decide.

DECISIÓN

En mérito de las consideraciones anteriores, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1) CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la representación legal de la parte demandante Yennifer Carolina Ficarra Díaz; 2) ANULA el fallo proferido por el Juzgado Primero Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de fecha 15 de diciembre de 2006; y 3) PARCIALMENTE con lugar la demanda.

Dada la naturaleza del fallo no hay condenatoria en costas.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a fin de que sea remitido al Juzgado de Sustanciación, Medicación y Ejecución competente. De conformidad con el artículo 176 de la ley Orgánica Procesal del Trabajo, remítase copia certificada del presenta fallo al Juzgado Superior de origen

No firman la presente decisión, el Magistrado Doctor LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ, y la Magistrada Suplente Dra. NORA VÁSQUEZ de ESCOBAR por no asistir a la audiencia por motivos justificados.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  veinte  (20) días del mes de noviembre  de dos mil siete. Años: 197º de la Independencia y 148º de la Federación.

	Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

	Vicepresidente,

_____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO
	Magistrado,

_________________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ 

	Magistrada Suplente,

______________________________

NORA VÁSQUEZ DE ESCOBAR
	Magistrada Ponente,

__________________________________

CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

	Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA


R.C. Nº AA60-S-2007-180

Nota: Publicada en su fecha a 

El Secretario;
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EXPEDIENTE NUMERO: 02-1658 
MAGISTRADO PONENTE PERKINS ROCHA CONTRERAS 

En fecha 19 de julio de 2002, se dio por recibido en esta Corte oficio N° 612-02, de fecha 3 de julio de 2002, emanado del Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental, anexo al cual remitió copia certificada expediente contentivo de la pretensión de amparo constitucional interpuesta por la ciudadana MARGARITA VASQUEZ RAMÍREZ, con cédula de identidad número 10.675.385, asistida por los abogados Daniel Arteaga Bravo y Aura González Ojeda, inscritos en el Inpreabogado bajo los números 4.299 y 41.062 respectivamente, contra el MUNICIPIO AUTÓNOMO ROSARIO DE PERIJÁ, del Estado Zulia. 

Dicha remisión se efectuó en virtud de la apelación interpuesta por la abogada Aura González Ojeda, contra la sentencia de fecha 18 de marzo de 2002 dictada por el mencionado Juzgado, mediante la cual se declaró parcialmente con lugar la pretensión de amparo interpuesta. 

En fecha 26 de julio de 2002, se dio cuenta a la Corte, y por auto separado de esa misma fecha se designó ponente al Magistrado Perkins Rocha Contreras. 

En fecha 29 de julio de 2002, se pasó el expediente al Magistrado ponente. 

Revisadas las actas procesales que conforman el presente expediente, esta Corte pasa a decidir previas las siguientes consideraciones: 

I 
DE LA PRETENSIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL 

La ciudadana Margarita Vásquez Ramírez, asistida por los abogados Daniel Arteaga Bravo y Aura González Ojeda, interpuso pretensión de amparo constitucional, en los siguientes términos: 

Que desde el 18 de octubre de 1995, ingresó a prestar sus servicios en la Alcaldía del Municipio Autónomo Rosario de Perijá del Estado Zulia, como obrera en la Junta Parroquial Rosario de Perijá, devengando como último salario semanal la cantidad de cuarenta y un mil bolívares (Bs. 41.000,00). 

Que en fecha 4 de junio de 2001, recibió de parte del Administrador Anselmo Romero, comunicación emanada de la Coordinación de Recursos Humanos de la Alcaldía Rosario de Perijá, de fecha 1 de junio de 2001, suscrita por el Coordinador de Personal, abogado Ediccio Romero Carmona, mediante la cual se le informó que la Alcaldía decidió prescindir de sus servicio desde ese día, por haber incurrido en una causal de despido justificado prevista en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

Que considera el despido como ilegal por ser violatorio de la estabilidad en el empleo y de la protección a la maternidad y a la familia que consagra la Constitución Nacional en sus artículos 76, 89 y 93, así como los artículos 379 al 395 de la Ley Orgánica del Trabajo, debido a que se encontraba amparada por inamovilidad post-parto a partir del 5 de octubre de 2000. 

Que debido a que se encontraba protegida por la mencionada inamovilidad post-parto establecido en el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, fue la razón por la cual se presentó ante la Inspectoría del Trabajo en el Estado Zulia, para solicitar el reenganche previsto en el artículo 454 de la Ley Orgánica del Trabajo, por mandato expreso del mencionado artículo 384 eiusdem. 

Que en fecha 8 de agosto de 2001, el Inspector del Trabajo dictó providencia administrativa s/n, declarando con lugar la solicitud y ordenando a la Alcaldía del Municipio Rosario de Perijá el reenganche y el pago de los salarios caídos correspondientes. 

Que la decisión del Inspector del Trabajo es inapelable, de conformidad con lo establecido en el artículo 456 de la Ley Orgánica del Trabajo, y “por lo tanto es COSA JUZGADA ADMINISTRATIVA, de impretermitible cumplimiento por parte del empleador reclamado”. 

Que la recurrente se dio por notificada de la mencionada decisión en fecha 9 de agosto de 2001, y posteriormente, en fecha 16 de agosto del mismo año, el funcionario Andrés Romero, practicó la notificación a la Lic. Liliana González, quien es la Directora de Administración y Finanzas. 

En esa misma fecha, el Director de Recursos Humanos, le informó que por instrucciones del Alcalde “no se acataría la decisión del Inspector del Trabajo en el Estado Zulia, plasmada en la Providencia Administrativa antes referida, y que en consecuencia no se me reengancharía en mis labores habituales ni en ningún otro cargo del Municipio, que procediera a retirarme del despacho, y que el pago de los salarios caídos se me harían efectivo cuando hubiese disponibilidad presupuestaria, la cual en su oportunidad me lo harían saber”. 

Que en fecha 17 de agosto de 2001, se dirigió acompañada del Concejal Helí Ramón Atencio, y de sus abogados Daniel Arteaga Bravo y Aura González Ojeda, la despacho del Director de Recursos Humanos, quien reiteró la decisión del Alcalde de no acatar la mencionada providencia administrativa, es decir, que no reengancharía a la accionante en el mismo cargo, si en uno similar, y que el pago de los salarios adeudados lo harían cuando tuvieran presupuesto disponible, así como también les manifestó que “el Inspector del Trabajo ordenaba en su despacho, pero que en la Alcaldía del municipio Rosario quien ordena es el ciudadano Alcalde”. 

Que “vista esta terminante decisión de los representantes de la entidad municipal reclamada, mis abogados me recomendaron acudir diaria y regularmente a mi sitio de trabajo en el horario al cual estaba obligada, hasta que en fecha 24 de Agosto de este mismo año se me comunicó que no debía acudir más mi sitio de trabajo”. 

Que la actitud asumida por la Alcaldía del Municipio Rosario de Perijá constituye una flagrante violación de los derechos constitucionales establecidos en los artículos 87, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, los cuales establecen el derecho al trabajo, la protección del Estado al trabajo como hecho social y la garantía de la estabilidad en el trabajo. 

Asimismo señaló que, se están violando los artículos 112, 379 y 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, ya que al momento de su despido se encontraba amparada por “la protección laboral de la maternidad y la familia (…) gozando de la inamovilidad después del parto y no haber incurrido en alguno de las causales establecidas en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo para la procedencia de mi justo despido”. 

II 
DEL FALLO APELADO 

En fecha 18 de marzo de 2002, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental, declaró parcialmente con lugar la pretensión de amparo constitucional interpuesta, en los siguientes términos: 

Que el Inspector del Trabajo fundamentó su decisión de fecha 8 de agosto de 2001, en que “por gozar de inamovilidad por efecto del alumbramiento, la accionante no podía ser despedida sin justa causa calificada por dicho funcionario, por cuya razón declaró improcedente dicho acto y ordenó el reenganche y el pago de los salarios caídos y demás beneficios laborales”. 

Señaló el a quo que considera ajustado a derecho el pronunciamiento del Inspector del Trabajo, debido a la presunción de legitimidad y ejecutividad que se desprende del acto administrativo y de la protección que el Estado otorga a las trabajadoras amparadas por el llamado fuero maternal, fundamentado en instrumentos internacionales de Derecho Social, y en especial en el artículo 76 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Señaló, que no basta con que el patrono tenga un motivo justo para el despido, sino que también es necesario que solicite la calificación previa ante el Inspector del Trabajo, y que el legislador en el artículo 449 de la Ley Orgánica del Trabajo, considera “írrito el despido si no se han cumplido los trámites establecidos en el artículo 453, esto es, la solicitud e autorización ante el funcionario del trabajo competente y la tramitación del debido procedimiento administrativo”. 

Que el fuero maternal es una de las inamovilidades consagradas en el régimen laboral, de carácter temporal y cuya finalidad es proteger la estabilidad de la trabajadora frente a un posible despido injustificado “no sólo como un derecho subjetivo de ésta sino también como un protección de orden público y, por lo tanto, de carácter irrenunciable, que tutela a la embarazadas o parturienta tanto durante el pre y el post natal, como por un año después del nacimiento del hijo”. 

Que en el expediente se evidencia “que la demandante tuvo el alumbramiento el 05-10-00 y fue despedida el 04-06-01, sin causa para ello y sin que se solicitara la calificación previa para el despido conforme el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir, cuando habían transcurrido ocho meses del año de inamovilidad que le correspondía de acuerdo con el artículo 384 de la ley citada”. 

Que el despido de la accionante no debió efectuarse en fecha 4 de junio de 2001, tal como sucedió, sino después del 5 de octubre de 2001, oportunidad que la que terminaba el período de inamovilidad que protegía a la accionante, es decir, que el a criterio del a quo el derecho de reenganche de la actora decayó a partir del 6 de octubre de 2001, ya que no consta en autos que la recurrente esté protegida por alguna estabilidad adicional o distinta a la invocada, que sirvió de fundamento al Inspector del Trabajo al dictar su decisión. 

Que a pesar de que resulta improcedente la reincorporación de la actora a sus labores, con posterioridad al 5 de octubre de 2001, si procede que se le reconozcan los sueldos y demás beneficios legales y contractuales que le hubiesen correspondido como trabajadora activa, de habérsele respetado el fuero hasta el 5 de octubre de 2001, tal y como era legalmente procedente. 

Finalmente “declara improcedente en esta acción de amparo abordar la naturaleza y el alcance derechos (Sic) fundamentales como los de derecho al trabajo y a la estabilidad previstos en los artículos 87 y 93 de la Constitución e invocados por la demandante en vista que, en primer lugar, el derecho al trabajo se trata de un postulado de política social cuyo destinatario fundamental es el Estado que, a juicio de este sentenciador, no puede plantearse individualmente entre los sujetos de una relación laboral o funcionarial sino que se concreta, en cualquiera de sus manifestaciones específicas, en la legislación; en segundo lugar, que el derecho a la estabilidad se ha planteado en la especie en el supuesto de la inamovilidad laboral como tutela vinculada a la protección a la maternidad, que se ha ventilado en este proceso; y en tercer lugar –y es lo que resulta fuera de duda- que lo referido al derecho al trabajo y a la estabilidad laboral como principios fundamentales, corresponde conocer a la jurisdicción y no a la administración del trabajo, cuya competencia aparece limitada tan sólo a los procedimientos administrativos atinentes a los supuestos de inamovilidad regulados en la legislación laboral”. 

III 
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Corresponde a esta Corte pronunciarse sobre la apelación interpuesta por la abogada Aura González Ojeda, actuando con el carácter de apoderada judicial de la ciudadana Margarita Vásquez Ramírez, contra la sentencia de fecha 18 de marzo de 2002 dictada por el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental, mediante la cual se declaró parcialmente con lugar la pretensión de amparo interpuesta. 

En el presente caso, la ciudadana Margarita Vásquez, asistida por abogado, introdujo pretensión de amparo constitucional, contra el Municipio Autónomo Rosario de Perijá, del Estado Zulia, por el incumplimiento de la Providencia Administrativa de fecha 8 de agosto de 2001, dictada por la Inspectoría del Trabajo de Maracaibo, mediante la cual se ordenó el reenganche de la accionante a sus labores habituales, así como el respectivo pago de los salarios caídos correspondientes. 

Dicha decisión administrativa, fue dictada en virtud de la solicitud de reenganche realizada por la ciudadana Margarita Vásquez, a consecuencia del despido que sobre ella recayera, a pesar de encontrarse protegida por la inamovilidad consagrada en el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo, y sin que se practicara el procedimiento previo de calificación por parte de la Inspectoría del Trabajo, según lo establecido en el artículo 453 eiusdem. 

Ahora bien, observa esta Corte que el a quo declaró parcialmente con lugar la pretensión de amparo constitucional señalando que debido a que el período de inamovilidad había vencido, ya no se podía reenganchar a la accionante, sin embargo ordenó el pago de los salarios dejados de percibir desde su despido hasta el 5 de octubre de de 2001, fecha en la cual finalizaba la estabilidad laboral de la recurrente producto del fuero maternal. 

En este sentido, es importante señalar que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra en su artículo 76 la estabilidad laboral de la mujer embarazada, en los siguientes términos: 

“La maternidad y la paternidad son protegidas integralmente, sea cual fuere el estado civil de la madre o del padre. Las parejas tienen derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos o hijas que deseen concebir y a disponer de la información y de los medios que les aseguren el ejercicio de este derecho. El Estado garantizará asistencia y protección integral a la maternidad, en general a partir del momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el puerperio, y asegurará servicios de planificación familiar integral basados en valores éticos y científicos”. 

De lo anterior se desprende que, que efectivamente existe protección constitucional a toda mujer que se encuentre en estado de gravidez, por lo que deben gozar de protección especial durante el tiempo de la concepción, embarazo, parto y puerperio. 

En cuanto al alcance de dicha protección, esta Corte en sentencia de fecha 20 de mayo de 1998, (caso: Silvia Contramaestre vs. Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Funcionarios o Empleados de la Administración Pública Nacional de los Estados y Municipios) señaló que para desincorporar a una trabajadora en estado de gravidez, es necesario esperar el tiempo que falte del embarazo, así como también que se hayan extinguido todos los permisos correspondientes, de lo contrario se incurriría en una violación de los derechos constitucionales referidos a la protección maternal. 

Ahora bien, observa esta Corte que la accionante presentó la pretensión de amparo constitucional en fecha 29 de octubre de 2001, ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del estado Zulia, el cual se declaró incompetente para conocer de la causa, razón por la cual declinó la competencia al Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental, admitiéndola en fecha 13 de noviembre de 2001. 

Es necesario destacar que el período de inamovilidad que protegía a la accionante, vencía en fecha 5 de octubre de 2001, es decir, luego de haber transcurrido un año del nacimiento del hijo, lo que evidencia que para la fecha de la interposición de la pretensión de amparo constitucional que nos ocupa, ya la accionante no gozaba de la inamovilidad, y sin bien es cierto que la providencia administrativa dictada en fecha 8 de agosto de 2001, por la Inspectoría del Trabajo ordenaba correctamente el reenganche de la trabajadora, debido a que el despido no se realizó acorde con el ordenamiento jurídico vigente, también es cierto que al momento de la interposición de la presente pretensión, ya no estaba vigente dicha protección, por lo que mal podría ordenarse el reenganche de la trabajadora, y así se decide. 

Con relación al pago de los salarios dejados de percibir, esta Corte en sentencia de fecha 1 de junio de 2000, (caso: Ines Vella Castellanos vs. Instituto Autónomo de Aeropuertos del Estado Carabobo) señaló que si bien el amparo constitucional no tiene carácter indemnizatorio, en el caso del derecho a la protección de la maternidad, procede el pago de los salarios desde el momento de la destitución, en el caso de relaciones de empleo público, y desde el despido en el supuesto de relaciones de trabajo regidas por el derecho privado. 

Lo anterior se debe a que el goce de los sueldos o salarios, según el caso, es parte de la garantía constitucional de la maternidad, mediante la cual se protege la estabilidad de la trabajadora en el cargo que desempeña, así como también el goce de su sueldo correspondiente, para así proteger la subsistencia de la madre y del hijo, y visto que la pretensión pecuniaria es consecuencia del derecho infringido, esta Alzada considera acertada la decisión del a quo, de pagar los salarios dejados de percibir, desde la fecha en que la trabajadora fue separada de su cargo, hasta el 5 de octubre de 2001, fecha en la cual venció su inamovilidad, y así se decide. 


IV 
DECISIÓN 

Por la razones anteriormente expuestas, esta Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la ley declara: SIN LUGAR la apelación interpuesta por la abogada Aura González Ojeda, inscrita en el Inpreabogado bajo el número 41.062, actuando con el carácter de apoderada judicial de la ciudadana MARGARITA VASQUEZ RAMÍREZ, con cédula de identidad número 10.675.385, contra la sentencia de fecha 18 de marzo de 2002 dictada por el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental, mediante la cual se declaró parcialmente con lugar la pretensión de amparo interpuesta por la mencionada ciudadana contra el MUNICIPIO AUTÓNOMO ROSARIO DE PERIJÁ, del Estado Zulia. En consecuencia, se CONFIRMA el referido fallo. 
Publíquese, regístrese y notifíquese. 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Sesiones de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en Caracas, a los _________________ ( ) días del mes de _______________ del año dos mil dos (2002). Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación. 

El Presidente - Ponente, 


PERKINS ROCHA CONTRERAS 



El Vicepresidente, 


JUAN CARLOS APITZ BARBERA 



MAGISTRADAS 



LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO 


EVELYN MARRERO ORTIZ 



ANA MARIA RUGGERI COVA 



La Secretaria, 



NAYIBE CLARET ROSALES MARTINEZ 
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